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movido contra dicha empresa por el Frigorifico Na- 
cional y escriturar a favor de CALFORU los bienes 
útiles de aquéi contra el pago de U$S 40.000 y el cum- 
plimiento de obligaciones materiales accesorias, antes 
del día 30 de' corriente mes. 


2) Responsabilidad del Estado y del Frigorifico Nacional 
por la rescisión de contrato existente entre éste y 
CALFORU como resultado de la licitación realizada en 
agosto de 1580 y por la transferencia de los bienes del 
Frigorifico Nacional sin previa licitación y en viola- 
ción del Decreto-Ley N* 14.810. 


LOS SECRETARIOS.” 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores senadores Aguirre, Batalla, Bat. 
He, Canabal, Capeche, Cigliuti, Fá Robaina, Ferreira, Flo- 
res Silva, Gargano, Lacalle Herrera, Martínez Moreno, Me- 
deros, Olazábal, Ortiz, Pereyra, Posadas, Pozzolo, Ricaldo- 
ni, Rodríguez Camusso, Rondán, Senatore, Singer, Terra 
Gallinal, Tourné, Traversoni, Ubillos, Zorrilla y Zumarán. 


FALTAN: con licencia, los señores senadores Garcia 
Costa y Jude. 


3) LLAMADO A SALA AL SEÑOR MINISTRO DE 
GANADERIA, AGRICULTURA Y PESCA. 
Acuerdo celebrado entre dicho Ministerio y 
CALFORU. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Habiendo número, está 
abierta la sesión. 


(Es la hora 17 y 9 minutos) 
— Dése cuenta del motivo de la convocatoria. 
(Se da de la siguiente:) 


“Montevideo, 23 de setiembre de 1987. La Cámara 
de Senadores se reunirá en sesión extraordinaria, ma- 
ñana jueves 24 a la hora 17. a fin de recibir, de con 
formidad con lo dispuesto en el artículo 119 de la 
Constitución de la República, los informes del señor 
Miristro de Ganadería, Agricultura y Pesca sobre: 


1) Acuerdo celebrado entre dicho Ministerio y 
CALFORU para paralizar el juicio de rescisión de 
contrato promovido contra dicha empresa por el Fri- 
gorífico Nacional y escriturar a favor de CALFORU 
los bienes útiles de aquél contra el pago de USS 40.000 
y el cumplimiento de obligaciones materiales acceso- 
rias, antes del día 30 del corriente mes. 


2) Responsabilidad del Estado y del Frigorífico 
Nacional por la rescisión del contrato existente entre 
éste y CALFORU como resultado de la licitación rea- 
lizada en agosto de 1980 y por la transferencia de 
los bienes del Frigorífico Nacional sin previa licita 
ción y en violación del Decreto-Ley N9 14.810”. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra cl miem- 
bro interpelante, señor senador Gonzalo Aguirre. 
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SEÑOR AGUIRRE. --- Señor Presidente: antes de en- 
trar al tema mismo que ha motivado el llamado a Sala 
del señor Ministro de Ganaderia, Agricultura y Pesca, mo 
considero en la obligación de formular algunas precisio 
nes previas aunque algunas de ellas puedan parecer casi 
abvias, 


Es evidente, pero no está demás establecerlo así, «1 
mi opinión, que nada personal me mueve cn este asunto. 
ni nada tengo, como no puede ser de obro modo, cont: 
el señor Ministro de Ganadería, Agricultura y Pesca. Mu: 
contados han sido nuestros encuentros en el ámbito del 
Parlamento, No integro la Comisión de Agricultura y Pes: 
ca y por ello, sólo cn forma fortuita, hemos cambiado 
gunas palabras en esas recepciones diplomáticas a las que 
por los compromisos del cargo y de la función polític+, 
algunas veces nos vemos obligados a asistir. Esos conti. 
tos han sido siempre de carácter cordial, correcto. con: 
no puede ser de otra manera entre personas bien educa 
das y entre gente civilizada. 


El señor Ministro lo sabe perfectamente, pero quizas 
no lo sepa el país —por eso me adelanto a manifestar!s. 
para que en ningúr espiritu queden dudas al respectu-- 
que este es un problema de Gobierno, en el que están «. 
juego las facultades de contralor politico que, de acuerdo 
a la Constitución de la República, el Parlamento tiene $» 
bre el Poder Ejecutivo. No es nada más que eso, con se" 
mucho, 


Además, señor Presidente, quiero formular otra ma 
nifestación de carácter estrictamente personal. 


Como los compañeros del Cuerpo lo saben perfecta 
mente, siempre he sido moderado en el ejercicio de do: 
poderes de control parlamentario. En todo lo que va dri 
transcurso de los dos años y medio de esta Legislatura. 
nunca solicité la formación de una sola Comisión Imvest'- 
gadora; he sido parco en solicitar pedidos de informes. Te 
formulado muy pocos y diria que casi ninguno de ellos 
me ha sido contestado, en lo que considero una práctica 
muy poco teliz del Poder Ejecutivo; pero no he hecho “e 
ello cuestión fundamental, a pesar de que constituciona!- 
mente tengo, al igual que todos los señores legislador»s, 
plenas facultades para exigir que los pedidos de informws 
sean contestados. 


Como bien se sabe, esta es la primera interpelación 
que voy a realizar. Quiere decir que hasta el momento 
no he hecho uso de este instituto y, mucho menos, abuso. 
Desde mi banca de senador no he sido un opositor sistr- 
mático ni intemperante. Quizás algún colega crea que es- 
te juicio no es exacto, pero yo tengo la convicción de que 
es asi. 


Todos los compañeros del Cuerpo están en conocimie: 
to de que me he dedicado fundamental y casi exclusiva- 
mente a desempeñar la labor legislativa con celo y enn 
dedicación, quizás con poco acierto en alguna oportunidad 
pero, sin duda, con celo y dedicación. Por lo tanto, me 
siento totalmente habilitado, más alá de la facultad que 
me da la Constitución de la República —en un episodio 
que considero de gravedad y aspiro a demostrar por qué 
Je doy este calificativo, en el curso de mi exposición 
a llamar a Sala a un Ministro y solicitarle explicacionos 
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va la vía que, lo que en la clásica jerga parlamentaria 
« conoce como interpelación. 


Por obra parte, es bien sabido que he sido moderado. 
respetuoso en el estilo; no he usado el tono altisonante. 
su he empleado adjetivos gruesos con mis colegas ni con 
ie. En más de una oportunidad he dicho que no tiene 
s razón quien levanta el tono de voz ni quien habla 
s* gritos. Las razones no valen por el tono con que son 
expresadas sino por el fundamento de los conceptos que 
«cacierran. No he protagonizado —ni voy a hacerlo en el 
dia de hoy— ningún episodio de corte escandaloso en el 
Senado de la República. Ello no va con mi estilo ni con 
Lo forma que entiendo se debe cumplir esta función. Así 
seré en esta interpelación y por consiguiente me propongo 
situar con tanta serenidad como firmeza; con tanto 
respeto por el Ministro interpelado y sus asesores, como 
canvicción de estar en lo cierto. Aspiro a que se desarro- 
He un debate serio, esclarecedor y con altura, no un €s 
cándalo político, porque ello no le hace bien a las insti- 
tirciones. 


Antes de entrar aj tema mismo de la interpelación, 
también deseo hacer, señor Presidente, algunas conside- 
raciones sobre este instituto, sobre su significación y tras 
cendencia en la historia parlamentaria y politica del país. 


Voy a comenzar esta consideración con una cita que, 
para mí, es muy querida. por razones obvias. El 12 de 
exero de 1933 se desarrollaba en este ámbito, en este he- 
miciclo del Senado de la República, una interpelación que 
tue célebre en los anales parlamentarios y en la vida po- 
tica del país. La promovía el doctor Eduardo Rodríguez 
Larreta contra el entonces Ministro del Interior, Alberto 
Demiche!li. Se refcria a la propaganda politica en favor 
de la reforma de la Constitución, que en ese entonces ha- 
cian el Presidente de la República, doctor Gabriel Terra 
y su Ministro del Interior. Quien en ese enlonces, en Ca- 
hdad de Presidente de la Asamblea General, de hecho en 
le Constitución del 18, Vicepresidente de la República, 
ocupaba el mismo sillón en el cual se sienta hoy nuestro 
Presidente, el doctor Juan Andrés Ramírez, bajó para 
ocupar una de estas bancas y desarrollar la que sería su 
última intervención parlamentaria. Dijo entonces, al ini- 
ciar sus palabras, el doctor Juan Andrés Ramirez: “Hace 
19 años iniciaba mi vida parlamentaria, en una época de 
intensas agitaciones políticas, con la detensa del derecho 
de interpelación y ahora se puede decir que voy a cerrar- 
la con un alegato de la misma indole, sin más diferencia 
que la siguiente: en el primer caso, me batía contra una 
falange de hombres jóvenes que, al mismo tiempo que 
proclamaban la reforma colegialista para suprimir el eje- 
cutivo presidencial prepotente, dcciaraban a ese mismo 
Poder intangible al contralor del Parlamento. Y ahora me 
bato contra hombres ya bastante entrados en años, como 
yo mismo, que, al mismo tiempo que consideran que el 
Gobierno parlamentario o de Gabinete será el instrumen- 
to de la salvación nacional, hasta el extremo de que no 
podemos esperar un día para implantarlo, se preocupan 
de reducir, de limitar, de anular el derecho de interpela- 
ción, que es —cabe afirmarlo— la llave maestra del ré- 
gimen de gobierno parlamentario”. 


Yo, señor Presidente, que no inicio hoy mi vida par- 
Iimentaria, porque hace des años y medio que estoy sen. 
tado en esta banca, voy sí a ser interpelante por primera 
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vez y le adjudico al episodio más importancia que por el 
contenido mismo de los informes que solicito del señor 
Ministro de Ganadería, Agricultura y Pesca, por la natu- 
raleza misma del asunto que vamos a debatir, por la as- 
piración que tengo de volverle a dar al instituto de la 
interpelación la importancia que en nuestra teoría cons- 
titucional tiene. y que nunca debió dejar de tener, 


Es evidente que la teoría constitucional establece en 
nuestra Carta este tipico instituto de gobierno parlamen 
tario por el cual es posible llamar a las Cámaras a los 
Ministros, censurarios y obligarlos a dimitir. Pero una 
cosa es la teoría constitucional parlamentaria de nuestra 
Constitución y otra la realidad política que se viene prác- 
ticando desde el 19 de marzo de 1967. Esa realidad polí- 
tica que ha devenido en una cierta inoperancia y hasta 
en un cierto desprestigio del instituto de la interpelación, 
se afinca en dos razones: una que proviene del propio 
Parlamento y, más que ello, de la propia oposición y otra, 
de la forma en que ha interpretado el funcionamiento del 
instituto el Poder Ejecutivo y más concretamente el señor 
Presidente de la República. 


Cuando hablo de la forma en que ha encarado este 
problema la oposición, quiero decir con absoluta convic- 
ción que no sólo el Partido Nacional sino que también el 
Frente Amplio y la Unión Civica han sido parcos, mo- 
derados, prudentes y hasta renuentes en utilizar el insti- 
tuto del llamado a Sala de los Ministros. Epocas ha cono- 
cido el país y tengo en mi banca elementos para afir- 
marlo —aunque no es el tema a debatir— fundamental 
mente durante el segundo gobierno del Partido Nacional, 
en que se hizo un abuso tal del llamado a Sala de los 
Ministros que éstos, prácticamente, no podían estudiar 
los asuntos de su competencia, porque un día sí y otro 
también tenian que comparecer en el Parlamento, llama- 
dos por legisladores de todos los sectores de la oposición 
incluido, por supuesto, el Partido Colorado. 


Nosotros —y el Frente Amplio podrá decir lo mismo— 
creimos que tras cl restablecimiento de la democracia de- 
biamos dar una sensación de moderación, de oposición 
seria y responsable y no sistemática, que todos los días 
está queriendo cuestionar al Poder Ejecutivo, sentando 
por cualquier asunto en el banquillo de los acusados a 
los Ministros, Creímos que las instituciones tenían que 
afianzarse y asentarse y por eso este Senado ha visto pro 
tagonizar —-creo yo— no más de 3 ó 4 llamados a Sala, 
uno ocasional que se dilucidó sobre la marcha, hecho por 
el señor senador Ferreira al entonces Ministro del Inte- 
rior, doctor Manini Rios; una interpelación del señor se- 
nador Zumarán al entonces Ministro de Ganadería, Agri- 
cultura y Pesca, Vázquez Platero, y otra resonante in- 
terpelación del señor senador Lacalle Herrera sobre el 
tema de los combustibles... 


SEÑOR LACALLE HERRERA. --- Fueron dos, señor 
senador. 


SEÑOR AGUIRRE. — ... —€l señor senador me dice 
gue fueron dos— al Ministro Zerbino; pero otra creo que 
fue hecha en Comisión General. Y una más a la Ministra 
de Educación y Cultura, también en Comisión General o 
en el seno de la Comisión Permanente. 


Es evidente, señor Presidente, que no se ha hecho 
abuso —ni siquiera el uso habitual— del instituto de la 
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interpelación. Pero, además, ha coadyuvyado a ello la in- 
terpretación del señor Presidente de la República de que 
la práctica tradicional vigente en el país desde hace mu- 
chos años, en el sentido de que la desaprobación en una 
de las Cámaras motivaba la dimisión del Ministro no era 
de recibo, desde el punto de vista constitucional; que ha- 
bía que ir a la Asamblea General y en ella —dados de- 
terminados extremos-—- correr el riesgo de la disolución 
parlamentaria, No vacilo en reconocer que una interpre- 
tación piedeletrista de los textos constitucionales le da la 
razón al Presidente de la República; pero no vacilo tam- 
poco en afirmar —y todos lo sabemos— que ésa no era 
la práctica tradicional vigente en el país. 


La tradición de nuestra República era que las inter- 
pelaciones, fuera en la Cámara y, sobre todo, si eran en 
el Senado, constituian episodios políticos resonantes que 
muchas veces terminaban con la inmediata dimisión de: 
Ministro, por razones de sensibilidad política. 


Hace pocos minutos, antes de ocupar nuestras ban- 
cas, le recordaba al señor senador Cigliuti que él era uno 
de los pocos legisladores que toman asiento en este Se- 
nado y que también lo hacían en 1988 en la época en que, 
sucesivamente, fueron interpelados varios Ministros, va- 
rios de los cuales fueron censurados, su conducta fue de- 
saprobada, y renunciaron de inmediato. Voy a recordar 
la interpelación del doctor Vasconcellos al Ministro Luisi, 
que fue censurado; la del senador Wilson Ferreira Alduna- 
te al Ministro Acosta y Lara, que ni siquiera llegó a ser 
censurado porque ante la entidad de los cargos se apre- 
suró a renunciar; la del doctor Wáshington Beltrán al Mi- 
nistro Carrere Sapriza, que no terminó en una censura ni 
en una renuncia. 


Dentro de esa misma legislatura, se realizó otra in- 
terpelación, a cargo del señor senador Ferreira Aldunate, 
a quien es hoy nuestro colega y entonces Ministro del In- 
terior, el señor senador Cersósimo. El tuvo la sensibilidad 
política suficiente como para dimitir de inmediato, sin 
necesidad de llegar a la instancia de la Asamblea Gene- 
ral. También puedo recordar la resonante interpelación 
por el tema de la industria frigorífica, efectuada por el 
señor senador Carlos Julio Pereyra al entonces Ministro 
Peirano Facio, que terminó -—esa sí— en la Asamblea Ge- 
neral y con la renuncia del señor Ministro, siguiéndose 
todos los extremos constitucionales. 


Una interpelación bajo la presidencia del señor Pa- 
checo Areco, 20 años atrás, era un episodio político do 
extrema gravedad. Todo el país lo sabía y lo sentía así. 
Por el contrario, una interpelación bajo la presidencia del 
doctor Julio María Sanguinetti —y no por responsabilidad 
exclusiva de él— ha devenido en una especie —y esto es 
sin demérito de todos aquellos que han interpelado— de 
“divertimento”, de acusaciones que van y vienen, sin ter- 
minar más que en una especie de empate. Creo que esto 
no le hace bien al control parlamentario sobre el Poder 
Ejecutivo, ni tampoco al propio Poder Ejecutivo. 


No he venido aquí con el propósito deliberado, ni mu- 
cho menos con la certidumbre, de obligar a la dimisión 
del señor Ministro, pero he venido sí con el propósito —al 
que además estoy obligado— de llevar esta interpelación 
hasta sus últimas consecuencias, en el sentido de defender 
mis puntos de vista y formular los planteos pertinentes 
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con toda energía y convicción, de modo que el señor Mi 
nistro los conteste si tiene razones para hacerlo y, si no 
es así, ya sabremos qué camino político debemos adoptar. 


SEÑOR CIGLIUTI. — ¿Me permite una interrup: 
ción? 


SEÑOR AGUIRRE. -—— Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
senador. * 


SEÑOR CIGLIUTI. — Siguiendo los recuerdos del 
señor senador Aguirre, debo decir que en el Período 1967- 
1972 quien habla ocupaba una banca en el Senado y asis: 
tió a las interpelaciones mencionadas. 


No creo que haya descaecido el instituto de la inter- 
pelación en este período porque se hayan efectuado me- 
nos interpelaciones que en otros o porque el resultado de 
estas últimas haya sido distinto. Tampoco considero que 
la oposición cumpla bien cuando interpela mucho. Afir 
mar que deben efectuarse interpelaciones no es una aser- 
ción que corresponda al ejercicio adecuado, más útil o 
más distinguido de la función parlamentaria de la oposi- 
ción. Las interpelaciones se producen circunstancialmente 
porque los hechos políticos aconsejan que así se actúe. 


En alguna medida, los hechos políticos de aquel en- 
tonces fueron más importantes porque tuvieron otro ca 
rácter. Las interpelaciones realizadas en aquella oportu- 
nidad tuvieron el propósito de esclarecer actitudes perso- 
nales de los dirigentes políticos. Esto no se dio en el caso 
de la interpelación al señor Ministro del Interior pero si 
en los otros. En cambio, ahora es a la inversa, porque lo 
dice el propio señor interpelante: se trata de actos ren- 
lizados por el titular de una Cartera determinada con res 
pecto a problemas concretos. 


Por otra parte, no creo que se pueda pensar que el 
señor Presidente de la República interpreta mal este ins- 
tituto; por el contrario, se ha reconocido que lo ha inter 
pretado realmente como lo establece la Constitución. Ade- 
más, este Presidente fue a buscar a la oposición — y no 
una, dos, sino tres veces-— antes de tomar posesión de su 
cargo, con el propósito de formar un gobierno de carác 
ter nacional, no que prohibiera ¡interpelaciones sino que 
permitiera que todos trabajáramos de consuno para es 
tabilizar y afirmar las instituciones políticas que se res- 
tablecían luego de casi doce años de gobierno extracons- 
titucional. Esto se debió a que se trataba de un período 
histórico muy importante y delicado, de gran trascenden 
cia, a iniciarse a partir del 12 de marzo de 1985. 


De manera que no se trata de un problema político 
tal como lo plantea el señor senador Aguirre. Es cierto 
que para que la interpelación cause sus efectos, tiene 
que llevarse hasta sus últimos extremos. Pero también es 
cierto —y lo creo así. que el interpelante no se sienta 
en esta banca con el propósito de voltear a un Ministro 
sino para esclarecer un hecho político de importancia na- 
cional. En cambio, si el Partido que organiza una inter- 
pelación cree que debe llevarse ésta hasta sus últimas 
consecuencias constitucionales, es natural, entonces, que 
el señor Presidente de la República diga que esos extre- 
mos se tienen que cumplir y que no basta con el voto del 
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Senado expresando su desaprobación a una determinada 
actitud de un Ministro en un asunto concreto para que 
ese Secretario de Estado tenga que renunciar. 


Anteriormente, el régimen parlamentario de las in 
terpelaciones tenía otro efecto, pero también era otro el 
ambiente político que se vivía y otra la norma constitu- 
cional, Ahora, el llamado a Sala es un derecho de las mi- 
norías y la presencia del Ministro es una obligación, por 
mandato constitucional. Pero la censura al Ministro tiene 
que estar referida, naturalmente, a la gravedad del asun- 
to y, también, a la forma en que éste ha actuado. Pero 
si se dice que la interpelación debe llevarse hasta sus úl- 
timos extremos, el señor Presidente de la República ha 
hecho bien señalando el alcance de ésta. 


SEÑOR PRESIDENTE. -— Puede continuar el señor 
senador Aguirre. 


SEÑOR PEREYRA. — ¿Me permite una interrup- 
ción? 


SEÑOR AGUIRRE. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE, -— Puede interrumpir el señor 
senador. 


SEÑOR PEREYRA. — Voy a ser muy breve porque 
comprendo que el interpelante quiere entrar al fondo del 
asunto. 


Si no entendi mal, el señor senador Cigliuti manifes- 
tó que en el segundo período —creo que el señor senador 
Aguirre mencionó tres períodos: el de los gobiernos blan- 
cos, el de las interpelaciones de 1968-1969 y, luego, el 
actual— las interpelaciones habian obedecido a razones 
personales. Si en esa referencia incluye la interpelación 
que quien habla realizó al Ministro Peirano Facio, debo 
señalar que ella tuvo su origen en la política de carnes, 
en la mala distribución del fondo de estabilización del 
precio de la carne y, nada más ni nada menos, que en la 
intervención del Frigorífico Nacional, que Juego fue di- 
suelto. 


De manera que si la referencia del señor senador Ci- 
gliuti estuvo dirigida a ese episodio, creo que la sola men- 
ción de los temas que lo motivaron le quita todo carác- 
ter o connotación personal. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
senador Aguirre. 


SEÑOR LACALLE HERRERA. — ¿Me permite una 
interrupción? 


SEÑOR AGUIRRE. — Con mucho gusto, señor sena- 
dor, pero voy a solicitar que ésta sea la última. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
senador. 


SEÑOR LACALLE HERRERA. — Señor Presidente: 
como es razonable, el señor interpelante quiere entrar en 
el tema, pero no ha cumplido con aquella frase casi sa- 
ceramental que anuncia que no va a conceder interrupcio- 
nes, lo que determina un poco que ingresa en el tema de 
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fondo, a fin de mantener la coherencia y la continuidad 
de sus palabras. 


Es notorio para el país, la barra y los colegas que 
durante estos dos años y medio de gobierno, hemos plan- 
teado tres interpelaciones. A efectos de refrescar la me- 
moria de los colegas y para que quede constancia en la 
versión taquigráfica, queremos señalar que ellas no han 
sido realizadas por asuntos de poca monta ni baladies. Dos 
de ellas estuvieron referidas a la política seguida en ma- 
teria de combustibles, tema cuya sola mención “alcanza 
para darle suficiente trascendencia e importancia, porque 
afecta la vida económica de todo el país y hasta el día 
de hoy sigue separando al gobierno y a la oposición en 
cuanto a sus alcances tributarios. Una de ellas fue reali- 
zada en el Senado y la otra en la Comisión Permanente 
que, por disposición constitucional, posee todas las potes: 
tades correspondientes al Parlamento durante el receso 


Es de hacer notar —y creo que politicamente con- 
viene que recordemos esto— que la primera de esas in- 
terpelaciones culminó con una declaración aprobada por 
17 votos en 31, en la que se expresaba concretamente que 
no se consideraban satisfactorias las explicaciones brin- 
dadas por el señor Ministro. En el segundo numeral de 
ese documento el Parlamento manifestaba su voluntad de 
que se cambiara la política tributaria en materia de com: 
bustibles. 


La segunda interpelación al señor Ministro de Eco- 
nomía y Finanzas, también realizada el año pasado, en 
el mes de diciembre, ante la Comisión Permanente, tenía 
por objeto analizar la política de combustibles en virtud 
de un nuevo aumento en los precios. 


Esta culminó en el principio de acuerdo de modifica- 
ción de la politica tributaria que, lamentablemente, to- 
davía no hemos llegado a concretar. Quiero refrescar la 
memoria con respecto a lo ocurrido la semana pasada. 
Si bien estamos de acuerdo en que hay que modificar esta 
política —oposición y Gobierno— no hemos encontrado 
la fórmula jurídica para que se comience a resquebrajar 
la hasta ahora incólume posición de no modificar el sis: 
tema tributario de los combustibles. 


La tercera interpelación -—este senador ha realizado 
tres— fue realizada en el mes de febrero o marzo pasado, 
también en la Comisión Permanente, donde se pudo cons: 
tatar, mediante la respuesta a un pedido de informes opoc- 
tunamente presentado, que los créditos asignados a la 
enseñanza, muchas veces no se cumplían ni en un 30 %. 
El dinero que se extraia del contribuyente por mandato 
de la ley, para ser dedicado a la enseñanza, en muchas 
oportunidades se cumplía en un 30% o 40 %. 


Es decir que los dos temas tenían y tienen, vistos en 
su perspectiva, la importancia como para merecer el tra- 
tamiento parlamentario que se les dio. 


La interpelación a la señora Ministra de Educación 
y Cultura culminó con la confirmación por parte del Po: 
der Ejecutivo, y más que por parte del Poder Ejecutivo, 
por parte del doctor Solari, Vicepresidente del CODICEN 
—<n ausencia del profesor Pivel Devoto— reconociendo 
que efectivamente el senador interpelante tenía razón. De 
esa interpelación surgió el primer paso para modificar las 
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normas de administración referidas a la Ley de Ordena- 
miento Financiero, Decreto 104 de 1974, que hemos co- 
menzado a transitar en la aprobación de la Rendición de 
Cuentas. 


Vale decir que quien ha tenido más oportunidades 
durante esta Legislatura de hacer uso de Ja facuitad con- 
cedida por el artículo 119 de la Constitución, lo ha he 
cho en los términos señalados y que deseo queden en cla- 
ro a efectos de que no se vaya a creer que el uso dado, 
quizás excesivo para un solo senador, ha sido por moti- 
yos que no mereciera profunda y reconocidamente por la 
opinión pública, dicho tratamiento. 


Muchas gracias, señor senador. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
senador Aguirre. 


SEÑOR AGUIRRE. — Ahora sí voy a solicitar que 
ño se me pidan más interrupciones porque, de lo contra- 
rio, es imposible desarrollar cl tema de la interpelación 
que, por otra parte, tiene una cierta extensión. 


Lo que he afirmado respecto del instituto de la in 
terpelación y su ejercicio en este periodo parlamentario, 
es lo siguiente y lo reitero: la oposición ha hecho un uso 
muy moderado y parco del instituto. Todas las interpela- 
ciones que se hicieron, muy pocas, fueron sobre temas de 
importancia, entre ellas, naturalmente, las llevadas ade- 
lante por el señor senador Lacalle Herrera, como termina 
de indicarlo. 


Afirmo que en temas o asuntos que podían dar mé- 
rito, por su importancia y por nuestras discrepancias con 
las actitudes del Gobierno, a llamados a Sala a Ministros, 
se omitió hacerlo, lo cual demuestra, en mi opinión que 
se ha tenido una señalada moderación en esa materia, 
que no condice con lo que en períodos democráticos an- 
teriores era la práctica constante del Parlamento. Señalo, 
admitiendo las discrepancias que pueda tener el señor se- 
nador Cigliuti —-pero me reitero en mi afirmación— que 
más allá del acierto o desacierto de la interpretación cons- 
titucional, la tesis del Poder Ejecutivo en el sentido de 
que una interpelación para obligar a la dimisión del Mi- 
nistro tiene que poner en juego el mecanismo de la Asam 
blea General y la posibilidad de Ja disolución parlamen- 
taria, en los hechos ha funcionado como un freno, como 
un disuasivo, que ha determinado que muchas interpela- 
ciones no se llevaran adelante y, con ello, que se haya 
entrado en una especie de inoperancia del instituto. 


Aspiro a que esta interpelación no sólo termine en un 
esclarecimiento del tema que la motiva y en hacer efec- 
tivas las responsabilidades consiguientes, sino, además, en 
que ponga de manifiesto la importancia del instituto co- 
mo mecanismo de control, por parte del Parlamento sobre 
el Poder Ejecutivo. 


Asimismo, entiendo que el llamado a Sala al señor 
Ministro, en este caso, en lo que a mí respecta, tiene un 
fundamento genérico, más allá del episodio concreto y de 
las características de lo actuado por el Poder Ejecutivo. 
Desde ese punto de vista, este no puede —como no lo 
puede hacer ningún órgano en el sistema democrático— 
realizar cualquier cosa ni de cualquier manera; debe ha- 


CAMARA DE SENATORES 


24 y 25 dde Setiembre de 1987 


cer lo que conviene al interés general, pero sólo con arre- 
glo a derecho y, además, efectuarlo en forma pública. Las 
decisiones de todos los órganos del Estado —-y también 
dei Poder Ejecutivo— deben expresarse a través de actos 
jurídicos, esto es de leyes, decretos o resoluciones, y de- 
bea ser públicos para que la responsabilidad pueda ha 
cerse efectiva. 


En ei Estado democrático ninguna decisión puede ser 
secreta, Y en el sistema republicano —como enseñaba 
Justino Jiménez de Aréchaga-— toda autoridad, además 
de ser elegible y temporal, debe ser responsable. Es decir 
debe rendir cuenta de sus actos. Para que la responsabili- 
dad pueda hacerse efectiva, naturalmente, las decisiones 
deben ser públicas. Reitero, pues, que las decisiones no 
pueden ser secretas. 


Entrando al tema de la interpelación, quiero definirlo. 
porque tengo la impresión, por ciertas versiones de la 
prensa y por algunos rumores, que se ha mal interprela 
do cuál es este tema a pesar de que la moción del lla- 
mado a Sala estaba redactada, deliberadamente, en forma 
categórica y en términos muy precisos. 


Sc lo ha mal interpretado, no sé si de buena o de 
mala fe, porque se ha querido dar ja impresión de que 
hemos venido a discutir temas que no están en cuestión 
Lo primero que no va a estar en discusión €s el intento, 
legítimo para muchos sectores, de reabrir el Frigorífico 
Nacional, tema que fue muy discutido en la Cámara de 
Representantes y que determinó a ésta, en el año 1985. 
a sancionar un proyecto de ley en ese sentido, que se en 
cuentra en las carpetas de la Comisión de Ganadería. 
Agricultura y Pesca del Senado. Pero éste no es el tema 
de la interpelación, como tampoco lo es un debate sobre 
la industria frigorífica y sobre la política del Gobierno a! 
respecto. Tampoco es el tema de la interpelación, contra 
lo que algunos parecen creer, una discusión sobre la si 
tuación de esa cooperativa de segundo grado que se llama 
CALFORU, ni mucho menos un intento de juzgarla. Este 
no es el tema de la interpelación y no voy a entrar en él 


Pero así como digo todo esto, también afirmo que, si 
se quiere desviar el tema de la interpelación a este as- 
pecto, tengo todos los elementos de juicio necesarios para 
discutirlo. No lo quiero ni lo debo hacer, pero si se desea 
entrar en ello, desviando el tema de la interpelación y 
teniendo en cuenta que las oficinas técnicas del Gobler- 
no, en varios años sucesivos, han preparado exhaustivos 
informes sobre la situación de esta entidad, tengo aquí 
encima de mi banca todos los elementos y puedo hacer 
alusión a ellos, pero no lo deseo porque éste no es el asunto 
por el que he promovido, la interpelación, salvo que haya 
otras personas en esta Sala que quieran discutirlo. Mu: 
cho menos es el tema de la interpelación un intento de 
juzgar o atacar por vía indirecta al sistema cooperativo 
o a las cooperativas agropecuarias. Mucho menos lo es 
porque este senador es un decidido partidario del sistema 
cooperativo y de las cooperativas agropecuarias; lo es en 
forma personal y como integrante del Partido Nacional, 
que tiene definiciones muy claras sobre este tema, que 
voy a leer de inmediato. 


En la “Declaración de Principios”, aprobada por la 
Convención de nuestro Partido el 17 de diciembre de 1983, 
cuando se trata el tema agropecuario y el de la función 
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productiva de la tierra, se menciona, entre los instrumen- 
ios para llevar adelante la política respectiva: “A tal 
efecto, deberá promoverse la reinversión y la extensión 
tecnológica y adoptarse una vigorosa política de fomento 
de las cooperativas de producción, como medio de mejo- 
rar la estructuración de nuestra economía, favoreciendo 
su desenvolvimiento mediante un tratamiento preferente 
del Estado”. 


Pero algo mucho más categórico y extenso se dice en 
el “Plan de Gobierno” que presentamos al país el señor 
senador Zumarán y quien habla, como integrantes de una 
de las fórmulas presidenciales del Partido Nacional en el 
año 1984. 


En el capítulo referente a cooperativismo, cogestión 
y autogestión, afirmábamos: “Objetivo: promover las con- 
diciones para el crecimiento, fortalecimiento y estímulo 
de empresas sociales, cooperativas y autogestionarias, en 
los distintos campos de la actividad económica”. 


Y en el capitulo de “Instrumentación”, se decía: “Pro 
ducción agropecuaria, cooperativas agropecuarias y agro- 
industrias. Instrumentos. El Partido Nacional, a través del 
Gobierno, generará las condiciones favorables para el de- 
sarrollo del cooperativismo, la cogestión y la autogestión. 
u través de un renovado marco iegal y de la asistencia 
crediticia, pero la iniciativa y el surgimiento de nuevas 
experiencias, deberá partir de los propios interesados. San- 
ción de una ley general de cooperativas, que deberá con 
templar la existencia del acto cooperativo. Integración de! 
cooperativismo en todos los organismos que tengan re- 
lación con su actividad. Unificación de la imposición tri- 
butaria a aplicar al movimiento cooperativo, contemplan- 
«do su naturaleza y sentido social”. 


De manera que, señor Presidente, no debe pretender- 
se distraer la atención pública del tema de la interpela- 
ción, ni mucho menos hacernos aparecer en oposición al 
movimiento cooperativo, ni como enemigos del mismo, 
porque, reiteramos, somos decididos partidarios de ese sis- 
tema en todos los niveles, particularmente en el sector 
agropecuario. 


¿De qué se trata esta interpelación? ¿Por qué llama- 
mos a Sala al señor Ministro? ¿Sobre qué lo vamos «u 
interrogar? ¿Qué es lo que vamos a discutir? Un tema 
muy concreto: la situación existente entre el Frigorífico 
Nacional y CALFORU, como consecuencia de haber ga 
nado esta última entidad, legítimamente, la licitación que 
se realizó en 1980, de conformidad con el Decreto-Ley 
N* 14.810, y el juicio pendiente entre ambos organismos 
por incumplimiento de esta última a las obligaciones asu- 
midas en ese contrato, juicio en el que el Frigorífico Na- 
cional planteó su rescisión. Y, luego de ello, la interte 
rencia del Ministerio en el problema, que dispuso, por un 
lado, que se paralizara el juicio y. por otro, contra el 
cumplimiento de las primeras obligaciones que asume 
CALFORU en un acuerdo celebrado con el Ministerio, que 
se escrituren Jos bienes de dicho frigorífico a su favor 
el día 30 de setiembre. Consideramos que esa decisión es 
inconveniente e ilegal. 


Por eso es que interpelamos al señor Ministro, para 


que se nos informe sobre el acuerdo celebrado entre el 


Ministerio y CALFORU y, más concretamente. sobre el 
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punto referente a la autorización para escriturar los bis 
nes contra el solo pago de una primera cuota de dólares 
40.000, que es una parte ínfima del precio. En segundo 
lugar, para que se nos responda sobre la responsabilidad 
que asume el Estado, y eventualmente el Frigorifico Na- 
cional, por promover la rescisión del contrato, en nuestra 
opinión, en violación del mencionado Decreto-Ley núme 
ro 14.810. 


Los hechos, esquemáticamente expuestos, son los 3i- 
guientes. En 1978, el régimen de facto envió al Consejo 
de Estado un proyecto de ley, el que fue sancionado el día. 
10 de agosto —_hoy es el decreto-ley a que hacíamos alu 
sión— por el que dispuso el cese de las actividadés del 
Frigorífico Nacional, la designación de una Dirección Ge- 
neral Interventora y Liquidadora y la venta, en licitación 
pública, de los activos de dicho Frigorífico. La licitación 
tuvo lugar en 1980 y las propuestas se presentaron en 
acto público el día 15 de agosto de ese año. 


El 18 de setiembre de 1980 se adjudicó correctamen- 
te la licitación al proponente que, sin duda, había presen 
tado la mejor oferta: CALFORU. El 3 de diciembre de 
ese año se le entregaron los bienes, de acuerdo con la !i- 
citación, en calidad de mero tenedor; es decir, se le entre- 
gó toda la planta del Frigorifico Nacional. 


Ante el incumplimiento de sus obligaciones por parte 
de CALFORU, el 21 de junio de 1984 la Dirección Geneé- 
ral Interventora y Liquidadora de dicho Frigorifico inició 
juicio de rescisión de contrato, pidiendo además indem: 
nización por los daños y perjuicios y el cobro del aval 
bancario pactado con carácter de multa para el caso de 
incumplimiento. : 


En febrero de este año el juicio se encontraba para 
sentencia. El juez, por iniciativa propia, convocó a una 
audiencia conciliatoria a las partes, en la que no hubo 
acuerdo. En el correr del mes de mayo tomó intervención 
en el asunto el Ministerio y acordó, privadamente y sin 
intervención del Frigorífico Nacional, una fórmula de ave- 
nimiento que luego comunicó a éste para su ejecución. 


Según mis informaciones y lo que manifestó CALFORU 
a su personal el día 9 de junio, el día anterior, es decir 
el 8 de junio de este año, se firmó dicho acuerdo. En los 
primeros días de agosto se presentó en el Juzgado compr 
tente el acuerdo, por las dos partes litigantes. En virtud 
de ese escrito se paralizó el juicio y, como consecuencia 
de él, de cumplir CALFORU su primera obligación, l 
próximo 30 de setiembre, se escriturarán a favor de éste 
los bienes del Frigorífico Nacional. 


Para que se tenga claro cuál es el marco juridico 
original de este problema, hay que tener conocimiento 
de lo que dispuso la dictadura en el Decreto-Ley N* 14.810: 
Por su artículo 2%, se dispuso: “Suprímese el Frigorífico 
Nacional, creado por la Ley N* 8.282, del 6 de setiembr» 
de 1928”, Se me ha dicho que este artículo fue redactado 
por el doctor Aparicio Méndez Manfredini. Y asi ha de 
haber sido, porque el autócrata no pudo con la realidad: 
pretendió suprimir con una norma el Frigorífico Nacio 
nal. Pero éste, después de 50 años de existencia, configu- 
raba una realidad fáctica, física, patrimonial y empresa- 
rial; tenía cientos de empleados, un patrimonio, bienes, 
obligaciones, derechos, por Jo que no podía cesar en Su 
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actividad de la noche a la mañana. Entonces, lo que se 
dijo por un lado se borró en las disposiciones siguientes 
del mismo artículo 2% Y, renglón seguido, se cometió al 
Poder Ejecutivo la designación de una Dirección General 
Interventora y Liquidadora de las actividades del organis- 
mo, con todas las facultades de dirección y administración. 
¿A qué fines? Por un lado, disponer el cese inmediato 
de la faena en la planta Puntas de Sayago; se acabó asi 
la faena y la intervención de este Frigorífico en el abasto 
de Montevideo. Pero, por otro lado, se dispuso que debía 
proceder a la venta de sus activos mediante licitación 
a grupos de productores nacionales y, al mismo tiempo, 
que debía continuar en la explotación de esta planta, ex- 
clusivamente en los giros de cámaras de frío, envasado 
de frutas, verduras y otros alimentos, industrialización 
de conservas y comidas preparadas en base a carnes. Es 
decir, que mientras por un lado se decía que se suprimía, 
por otro se expresaba que seguía funcionando a los efec- 
tos de la liquidación, que debía llamar a licitación para 
proceder a la venta de los activos y que, además, debía 
continuar en la explotación de esa planta de Puntas de 
Sayago. ¿Qué ocurrió? Que, durante dos años más, el 
Frigorífico Nacional siguió funcionando. 


La Dirección General Interventora y Liquidadora 
cumplió con todos los fines que le atribuyó este decreto- 
ley de la dictadura, excepto dos: no pudo liquidar en 
realidad el patrimonio, porque el Poder Ejecutivo —y 
hasta hoy no lo ha hecho— se olvidó de fijar el plazo 
que, de acuerdo con el literal E) del artículo 2%, debía 
establecer para que se culminara la liquidación en vía 
administrativa del patrimonio del Frigorífico Nacional. 
Pero hubo otro obstáculo de hecho, que vimo por el lado 
de CALFORU. Esta fue la ganadora de la licitación, pero 
no cumplió con sus obligaciones, por lo que el patrimonio 
del Frigorifico no se pudo liquidar. Hay una cantidad de 
derechos, que son obligaciones de CALFORU, que no se 
han podido hacer efectivos y, como consecuencia de ello, 
la Dirección del Frigorífico debió entablar el juicio co- 
rrespondiente, y se encuentra aún embarcada en esa tra- 
mitación judicial. 


Como he dicho, señor Presidente, la Dirección Gene- 
ral Interventora y Liquidadora tiene todas las facultades 
generales del articulo 2% de este decreto-ley, las que, 
por cierto, son amplísimas; tiene, ante todo, las de direc- 
ción y administración. Además, por una remisión que hace 
el inciso 3% del artículo 2%, posee las facultades particu- 
lares que le da el Decreto-Ley N9 14.774, de 27 de abril 
de 1978, a los interventores de los Frigoríficos INDAGRO 
Sociedad Anónima, Palmares de Castillos Sociedad Anó- 
nima y San Carlos Sociedad Anónima, que son aún mu- 
cho más amplias. Es decir, que la mencionada Dirección 
Interventora -—aún en funciones— tiene amplísimas fa- 
cultades de dirección, de administración y de disposición 
sobre todos los bienes integrantes del patrimonio en liqui- 
dación del Frigorífico Nacional. 


Bien, señor Presidente, ¿qué hizo el Frigorífico Na- 
cional en esos dos años en que tuvo que seguir funcionan- 
do, porque no se había procedido al llamado a licitación? 
Continuó actuando en el giro en que se lo permitía el De- 
creto-Ley N* 14,810. 


Hay mucha gente que cree que el Frigorífico Nacio- 
hal era una entidad crónicamente deficitaria y que cerró 
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su actuación con un tremendo desnivel, que debió absor- 
ber el Estado. Creo, por ello, que conviene decir que eso no 
fue así. Al cierre del Ejercicio del 30 de setiembre de 1978, 
cuando se iban a celebrar sus 50 años de actividad, o sea, 
al cumplirse el medio siglo desde que se aprobó la ley 
de creación, cerró su balance con una utilidad líquida de 
N$ 5:966.000, equivalente a U$S 904.000, a la cotización 
de la época. Ese fue el balance de la actuación del Fri 
gorífico Nacional, tras 50 años de existencia. 


Debió seguir actuando durante dos años más, en una 
actividad que sólo constituía el 9 % del giro normal de 
su planta industrial, en los tiempos en que el Frigorífico 
Nacional se podía dedicar a la faena e intervenía en el 
abasto de Montevideo. Con esa sola actividad, en el Ejer- 
cicio corrido entre el 1% de octubre de 1978 y el 30 de 
setiembre de 1979, obtuvo una utilidad N$ 2:795.000, 
equivalente a U$S 339.000. Y en el Ejercicio 19 de octu- 
bre de 1979-30 de noviembre de 1980 —cerrado tres días 
antes de la entrega de la planta— en 14 meses, obtuvo una 
utilidad de N$ 3:652.000, equivalente a U$S 370.000. 
Quiere decir que en ese total de 26 meses, que fueron 
los últimos de actuación, tras 50 años de actividad, el 
Frigorífico Nacional dejó una utilidad equivalente a dó: 
lares 709.000, que se sumaron a los U$S 904.000 con que 
cerró esos 50 años de actividad. 


Para juzgar este problema desde el punto de vista 
jurídico y desde el punto de vista de la inconveniencia de 
lo que ha actuado ahora el Ministerio de Ganadería, Agri- 
cultura y Pesca, debemos tener bien claro cuáles fueron 
las características del llamado a licitación y cuáles las 
condiciones establecidas en el pliego. 


Según el pliego de condiciones, en virtud del cual se 
presentaron los licitantes el 15 de agosto de 1980, el ob- 
jeto de la licitación eran todos los bienes que componían 
la planta de Puntas de Sayago. Los mismos eran, por un 
lado, dos fracciones de terreno, con las edificaciones exis- 
tentes en ellas, que conforman el Padrón N* 23.513, de 
95 hectáreas de extensión; por otro, todos los equipos e 
instalaciones de la planta, inventariados en el llamado a 
licitación; y, en tercer lugar, las marcas de fábrica, pa: 
tentes de invención y fórmulas inherentes a la industria- 
lización de productos, excepto la marca “Casablanca”. En 
el objeto de la licitación se comprendían, con carácter op- 
cional, un stock de conservas, carnes, frutas, verduras, y 
comidas preparadas y enlatadas, existentes al momento 
de la entrega de la planta. No existía base pata la liclta- 
ción de los demás bienes, por los cuales era obligatorio 
ofertar; no ocurría lo mismo con respecto al stock, que 
era opcional, pero con respecto al cual sí existía una base 
de N$ 16:354.000, que debían reajustarse por un coefi: 
ciente resultante de la variación del indice del costo de 
vida, en forma que no explicaré porque sería tedioso ha- 
cerlo. 


La forma de pago del stock era en cuatro cuotas se- 
mestrales y consecutivas, a hacer efectivas 15 días des- 
pués del vencimiento de cada semestre; el primero, ven: 
cia 180 dias después de la entrega del stock. El interés 
por atraso en los pagos sería del 5% mensual. 


El carácter del llamado era reservado a grupos de 
productores nacionales. La forma de pago era con dos 
años de gracia para los bienes comprendidos en el objeto 
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gcneral de la licitación, o sea que había que comenzar a 
pagar en el año 1982. 


Se establecia que, como garantía del cumplimiento 
del contrato, dentro de los 10 dias hábiles de la adjudica- 
jon se debía depositar el 10 % del total de la oferta en 
bligaciones Hipotecarias Reajustables o en un aval ban- 
cario en dólares. Quien ganó la licitación, CALFORU, 
camplió este requisito presentando un aval por la cantidad 
(e USS 764.000, en primera instancia de UBUR, que con 
ej correr del tiempo fue sustituido por otra institución 
bancaria que luego fue absorbida por el Banco de San 
tander. El aval bancario, todavía existente al dia de hoy, 
io ha dado y lo mantiene el Banco de Santander, por la 
cantidad indicada. 


De acuerdo a las condiciones de la licitación, la en- 
irega de la planta debía hacerse al adjudicatario en cali- 
dad de mero tenedor; éste recibiría los bienes en virtud 
de esc título jurídico y sería responsable de su conserva- 
ción hasta tanto se verificara el pago total del precio pac 
tado. Además, el adjudicatario no podría enajenar, arren- 
dar ni trasladar fuera del establecimiento, todo o parte 
de los bienes, sin autorización de la Dirección General del 
Frigorífico Nacional. 


Por último, en cuanto a la escrituración definitiva de 
los bienes, como es de estilo y de elemental sentido co- 
mún, se establecía que la misma se otorgaría junto con 
el pago de la última cuota del precio, 


CALFORU ofertó N$ 60:000.000 por el paquete ge- 
neral de los bienes y N$ 16:400.000 —es decir, el precio 
base--- por el stock de conservas y demás bienes enume- 
rádos. Presentó, además, un aval bancario por U$S 764.000. 
En virtud de esa oferta, netamente superior a las otras 
dos, le fue correctamente adjudicada la licitación. 


Debe decirse, señor Presidente, que según se difundió 
por la prensa de la época, de acuerdo a la cotización del 
dólar en aquel entonces, que era de aproximadamente 
N3 9,50, la oferta representaba alrededor de USS 8:400.000. 
Esta cantidad tiene importancia. porque la voy a compa- 
rar con lo que representa, también en dólares, la suma 
por la que se transferirán ahora los bienes del Frigorífico 
Nacional a CALFORU. 


En ocasión de habérsele adjudicado la licitación a 
CALFORU, su Presidente de aquel entonces, el doctor 
Silvio Angúilla —hoy alejado de esa entidad y Presiden- 
te del Instituto Nacional de Colonización— hizo diversas 
declaraciones a la prensa, publicadas, entre otros perió- 
dicos de la capital, en los diarios “La Mañana” y “E! 
Día”, en sus ediciones del 16 de agosto. 


El doctor Angúilla, Presidente de CALFORU, expresó 
ai diario “La Mañana” que el esfuerzo desplegado por la 
Cooperativa para llegar a esa cifra había sido enorme, 
pero se encontraba satisfecho porque el sacrificio era en 
lavor de los agricultores hortícolas y fruticolas, tan cas- 
tigados en el pais. Pero fueron mucho más claras las 
manifestaciones que formuló al diario “El Día”, donde 
expresó que el hecho de que la institución hubiera pre- 
sentado la mejor oferta, “nos da una gran alegría, pero 
también nos llena de preocupación, porque el hecho de 
que se hubiera ampliado tanto el espectro de quienes po- 
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dían presentarse, obligó a CALFORU a hacer una oferta 
que pensamos, en algunos momentos, que podría ser un 
poco desmedida”. Y más adelante dijo: “No sabemos si 
la estrategia de ofrecer un precio alto es buena. Tendre: 
mos que trabajar muy duro para poder pagar esta com 
pra, pero confío que, a fuerza de imaginación” — ¡de ima- 
ginación!-— “y de esfuerzos, vamos a salir adelante”. De 
acuerdo a estas declaraciones, parece muy claro que se 
había ofertado una cantidad que no se tenía; es decir que 
se comprometieron disponibilidades con las que no se con- 
taba para cumplir obligaciones cuantiosas y se confió, con 
una excesiva dosis de optimismo, en que a fuerza de ima- 
ginación se saldría adelante. Evidentemente, la imaginación 
falló o no alcanzó, porque CALFORU no pudo pagar ni 
una sola de las cuotas. Por consiguiente, se llegó a la 
situación que obligó a la Dirección del Frigorífico Na 
cional a iniciar el juicio de rescisión del contrato. 


SEÑOR ZUMARAN. — ¿Me permite una interrup- 
ción, señor senador? 


SEÑOR AGUIRRE. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
senador. 


SEÑOR ZUMARAN. — Señor Presidente: voy a ha- 
blar de memoria, por lo que puedo cometer alguna im- 
precisión, pero estuve vinculado a CALFORU y a la Co: 
misión Nacional de Fomento Rural, en carácter de direc- 
tívo, aproximadamente desde los años 1974 a 1979, es 
decir, durante un lapso de seis o siete años. 


Frente a las manifestaciones del señor senador Agui- 
rre debo decir que CALFORU es una cooperativa de se- 
gundo grado, cuyos socios son cooperativas regionales y 
principalmente sociedades de fomento rural, que están 
vinculadas a dos sectores básicos de la producción del 
país, como es el agrícola y el granjero. 


Coneurrí a la Directiva de la Comisión Nacional en 
representación de una de las cooperativas granjeras del 
sur del pais, de la cual era y continúo siendo socio. 


En aquellos años, que transcurren entre 1974 y 1979 
— creo que esta licitación es de 1980—... 


SEÑOR AGUIRRE, — Exactamente, señor senador. 


SEÑOR ZUMARAN. — ...se analizó muy extensa- 
mente la problemática del sector granjero y las posibili- 
dades que CALFORU tenia para realizar obras positivas 
para este importante sector de la agropecuaria nacional, 
formado por muy pequeños productores rurales. 


En el año 1975 CALFORU obtuvo un convenio de 
crédito y asistencia con AID, por U$S 2:000.000. Mencio- 
no especialmente la cifra para compararla posteriormente 
con otras. 


Tuve oportunidad de trabajar intensamente en la con- 
creción de ese convenio por el cual se iba a destinar dó- 
lares 1:000.000 a financiar el capital de giro de esta coo- 
perativa para la importación de insumos agropecuarios 
que era, en aquel entonces —supongo que hoy también 
lo será— la actividad principal. De esta forma se preten- 
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día abaratar el precio de los insumos, los fertilizantes, las 
semillas y plaguicidas para este sector de la producción. 


Con el resto del crédito se procuraba dotar al siste- 
naa cooperativo de la infraestructura imprescindible para 
lograr su desarrollo. Una de las principales limitantes de 
este sector de pequeños productores es la carencia de la 
infraestructura adecuada para la conservación de produc- 
tos hortofrutícolas y su posterior industrialización. Este 
problema nos impide competir eficientemente en el mer- 
cado internacional, en el cual los distintos países han 
avanzado muchísimo mientras el nuestro ha retrocedido. 


En ese sentido, participé en la redacción de un pro- 
yecto que fue aprobado por la AID, para el cual se llamó 
a licitación pública internacional, que hubiera permitido, 
en el caso de realizarse, que en los años 1976 y 1977, el 
sector granjero contara con una infraestructura de con- 
servación de productos hortofruticolas moderna y capaz 
de realizarla por el sistema de atmósfera controlada. Hoy, 
once años después, el país todavía no la posee, aunque 
posiblemente la tenga dentro de muy poco tiempo, pero 
por esfuerzo de otra cooperativa. 


El Uruguay precisa de una infraestructura agroin- 
dustrial capaz de procesar productos hortofruticolas, que 
trabaje en forma eficiente, a los efectos de alcanzar el 
nivel de los mercados internacionales. 


Cuando aprecié que la voluntad de CALFORU era 
dejar de lado este proyccto de la AID, que incluso tenia 
licitación internacional adjudicada para dotar al sector 
granjero de una estructura moderna y se orientaba a 
comprar en una suma muy superior una infraestructura 
pensada para faenar ganado, me retiré porque no estaba 
dispuesto a participar de una transacción que considera- 
ba altamente inconveniente. En materia de conservación 
de productos hortofrutícolas la planta era absolutamente 
inadecuada y con una antigiiedad de 50 años, lo que ha- 
cía absolutamente imposible su transformación en un sis- 
tema de atmósfera controlada. 


El hecho de que pueda conservar fruta se debe, prác- 
ticamente, al prodigio de los funcionarios, pero, lamenta- 
blemente, nunca podrá ponerse al día. La única solución 
práctica sería demolerlo. 


La agroindustria del dulce, que tiene 30 ú 40 años 
en el país, se encuentra totalmente imposibilitada de com- 
petir internacionalmente, ya que no puede realizar el con- 
gelado rápido ni ninguna de Jas técnicas modernas que hoy 
desarrolla dicho sector en otras partes del mundo. 


En aquella época entendí que la decisión de comprar 
el Frigorífico Nacional era inconveniente, cualquiera fue- 
ra el monto de la operación, tanto para CALFORU como 
para el sector cooperativo y la granja nacional. 


Observando 10 años después las frutas y hortalizas 
que se conservan en el Frigorifico Nacional, las industria- 
lizadas, sus resultados económicos y perspectivas, creo 
que está más que fundada mi opinión de que invertir 
varios millones de dólares en comprar una planta obsoleta 
para la conservación e industrialización de productos hor- 
tofrutícolas, por parte de una pequeña cooperativa de pe: 
queños y medianos productores granjeros, no tenia nin- 
gún sentido económico. 
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Simplemente se trató de una de las tantas aventuras 
locas de aquellos años que terminaron con las catástrofes 
que hoy conocemos en términos de sobreendeudamiento e 
inversiones mal realizadas. 


Quería dejar constancia de que participé en aquel 
momento, y que continúo siendo socio de una de las co- 
operativas que forma parte de CALFORU. Estuve varlos 
años en su Directiva y me retiré en oportunidad de op 
tarse por esta transacción, en lugar de construir un equipo 
nuevo. Es fácil observar que el resultado fue muy malo 
para la cooperativa y para el sector en su conjunto. 


Sin perjuicio de ello sigo manteniendo con CALFORU 
toda mi adhesión de cooperativista, que está más allá de 
los errores del momento. 


SEÑOR PRESIDENTE. -—- Puede continuar el señor 
senador Aguirre. 


SEÑOR AGUIRRE. — Señor Presidente: agradezco 
al señor senador Zumarán, que con su intervención de 
muestra que la decisión de CALFORU de licitar y pre 
tender adquirir el Frigorífico Nacional, fue equivocada 
desde el punto de vista técnico y financiero. Evidentemen- 
te CALFORU no contaba con los recursos para hacer 
frente a las obligaciones que asumía. Surge de las decla- 
raciones que en aquel entonces hizo el doctor Angiiilla. 
y de la intervención del señor senador Zumarán, que for 
maba parte de esa cooperativa, que el incumplimiento no 
se debió a circunstancias económicas supervinientes y de 
crisis en el país. No fue así, porque CALFORU no cum- 
plió con sus obligaciones, antes de la crisis económica 
y de las circunstancias de ese carácter que se vivieron en 
el país a fines de 1982, como lo voy a demostrar de in- 
mediato. CALFORU no tenía con qué pagar, y por 8so 
nunca lo hizo. 


De acuerdo con la comunicación que le cursó Ja Di- 
rección del Frigorífico Nacional al Ministerio de Ganade- 
ría, Agricultura y Pesca, con fecha 17 de febrero de este 
año, a solicitud del Ministerio para informarse respec 
to al estado de la deuda de CALFORU con el Frigorífico 
Nacional, surge que no fueron esos los motivos por los 
cuales no cumplió esa cooperativa con sus obligaciones. 


Respecto a la planta, es decir, a la obligación básica 
—por la que ofertó N$ 60:000.000—- lo único que pagú 
CALFORU, al 31 de enero de 1987, fue dos cuotas «le 
intereses sobre el saldo reajustado, por valor de nuevos 
pesos 3:059.000. 


En lo referente a los bienes producidos por el Frigo 
rífico Nacional —es decir, al stock que CALFORU tuvo 
en su poder y comercializó-.. al 31 de enero de 1987 sólo 
había pagado —y por supuesto, muchos años antes— 
N$ 10:135.000 por concepto de la primera cuota y parte 
de la segunda. Por lo tanto, no pagó ni siquiera aquello 
que vendió y cobró. 


En lo que hace a los artículos de almacén, que no 
estaban comprendidos en la licitación pero que pesterior 
mente CALFORU adquirió al Frigorífico Nacional por un 
valor de N$ 900.000, IVA incluido, y que debía pagar en 
doce cuotas mensuales, iguales y consecutivas de nuevos 
pesos 75.000 a partir del 20 de julio de 1982, CALFORU 
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solo pagó las seis primeras cuotas, por valor de nuevos 
pesos 450.000 y quedó debiendo las otras seis. 


Pero además, señor Presidente, aparte de no pagar, 
CALFORU cobró el stock. Se le dieron todas las conser- 
vas y las comercializó en plaza. Tomó el dinero corres- 
pondiente y, en lugar de verterlo al Frigorifico Nacional, 
como correspondía, en las cuatro cuotas semestrales, sólo 
pagó la primera y parte de la segunda, reteniendo el resto 
del dincro. 


Por otra parte, CALFORU cobró el IVA que descon- 
tó de la factura del Frigorifico Nacional. En la factura 
por la venta del Frigorífico, se discriminó lo que corres- 
pondía a la estimación básica del valor de los bienes, y 
el 18 %, vigente entonces, de IVA. Me refiero a la fac- 
tura de N$ 24:000.000 y a la del stock, de N$ 16:000.000. 


En una comunicación del 25 de febrero de 1983, en- 
viada por la Dirección Intervertora de la época al ento1- 
ces Presidente de la República —a quien por razones de 
buen gusto, voy a omitir nombrar-— se señala lo que voy 
a leer a continuación, Más allá de la persona a quien iba 
dirigida, es un documento que refleja la realidad de lo 
gue ocurrió, desde el punto de vista contable. Dice así: 
“Para abonar la primera cuota, no les fue necesario” —se 
refiere a CALFORU— "realmente utilizar disponibilida- 
des financieras, ya que con los IVA-compras facturados 
en la mencionada venta y en la de los bienes que integran 
la planta industrial, totalizaron la cantidad de nuevos pe- 
sos 6:723.510, quedándole aún un remanente de nuevos 
pesos 556.448”, Al respecto, por si a algún señor senador 
no le queda claro, voy a señalar que CALFORU vendia. 
a las cooperativas de primer grado, insumos y fertilizan- 
tes y, naturalmente, les facturaba el IVA; se lo trasla- 
daba a sus compradores, como lo hace cualquier comer- 
ciante. Se quedaba así con ese dinero; pero, cuando debía 
verterlo a la Impositiva, descontó, por su parte, la fac- 
tura del Frigorífico Nacional que no había pagado, porque 
de acuerdo con la licitación la tenía que pagar en 12 ó 24 
cuotas semestrales. Quiere decir que cobró el IVA, no lo 
vertió a la Impositiva —porque la ley lo autorizaba, en 
ese momento— y con eso abonó lo poco que le pagó al 
Frigorífico Nacional por concepto del stock. 


Eso es lo que resulta de la documentación que tengo 
en mi poder. Así fueron los hechos. 


Se inició, entonces, el juicio —porque CALFORU nun- 
ca pudo pagar— en febrero de 1987. Dicho juicio estaba 
para sentencia, reitero, cuando el señor Juez, en ejercicio 
de las facultades que tiene, llamó a las partes a los efec- 
tos de ver si se lograba un avenimiento. Este no pudo al- 
canzarse porque, naturalmente, una parte había cumplido 
todas sus obligaciones y la otra ninguna. Por consiguiente, 
era muy difícil llegar a un término medio. Se dio cuenta 
al Ministerio de esa situación y se produjo un rápido pro- 
ceso, que voy a historiar muy brevemente, en orden cro- 
nológico. 


Con fecha 12 de mayo de 1987, el soñor Ministro In- 
terino de Ganadería, Agricultura y Pesca, contador Lom- 
bardo —en ausencia del país del ingeniero agrónomo Pe- 
dro Bonino— recibió la siguiente nota del Director Gene- 
ral del Frigorífico: “Dando cumplimiento a la solicitud 
respecto a la actualización al 30 de abril próximo pasado 


CAMARA DE SENADORES 


C.S.—1i1 


de la deuda de CALFORU con esta Institución, cúmpleme 
adjuntar a la presente un estado al respecto. Se omite el 
detalle presentado en nuestra comunicación del 17 de fe- 
brero del corriente, por cuanto no medió en el lapso trans- 
currido un nuevo vencimiento ni se realizó pago alguno 
por CALFORU, registrándose variantes sólo en el importe 
que corresponde a los intereses de mora”, La deuda que- 
dá estimada, al 30 de abril, en NS 990:807.000, importe 
que ro ha sido cuestionado por nadie, ni por el Ministe 
rio ni por CALFORU. 


Con fecha 29 de mayo de 1987, el Director General 
del Frigorífico Nacional, se dirigió al asesor letrado del 
mimo Frigorifico, el doctor Adolfo Gelsi Bidart y le ex- 
presó lo siguiente: “En mi poder su carta referente a” 
——asunto tal— “proyecto de acuerdo con CALFORU de fe- 
cha 27 del corriente, en la que realiza un análisis jurí- 
dico de dicho proyecto. El motivo de la presente es auto- 
rizarlo a hacer llegar copia de dicho estudio al señor Mi- 
nistro de Ganaderia, Agricultura y Pesca y al señor Di- 
rector General de dicho Ministerio, En cuanto a la actua- 
ción que se deberá cumplir por usted, le será comunicada 
enseguida de tenerse una indicación del señor Ministro so: 
bre el problema”. Y precisamente, ese dia, tuvo la indica- 
ción del señor Ministro. 


Con fecha 29 de mayo de 1987 se cursa, por el señor 
Ministro, al Director Genera] Interventor y Liquidador del 
Frigorifico Nacional, la nota N% 182/87, que dice asi: “De 
mi mayor consideración: De conformidad con las pautas 
aprobadas por el Poder Ejecutivo esta Secretaria de Es- 
tado” —-es decir, no el Frigorífico sino el Ministerlo— “ha 
Megado a un principio de acuerdo con CALFORU, tendien- 
te a posibilitar el cumplimiento de jas obligaciones in. 
cumplidas por dicha Institución frente al Frigorífico Na- 
cional, sin establecer quitas de especie alguna”. Ya vamos 
a ver qué se considera no establecer quitas. “A lales 
efectos, se han establecido bases de pago, disponiendo que 
el incumplimiento de las mismas agpare,ará la inmediata 
continuación de los trámites tendientes a la rescisión 
de! contrato, teniéndose por inexistente dicho principio de 
acuerdo. En tal sentido, cúmpleme instruir al señor Di- 
rector para que, en la forma pertinente, proceda a la 
inmediata presentación del escrito correspondiente ante 
el Juzgado competente. Asimismo, esa Dirección General 
Interventora y Liquidadora adoptará las medidas necesa- 
rias para verificar el cabal cumplimiento de lo acordado 
y promoverá la continuación de los procedimientos y la 
ejecución de las garantias existentes para el caso de que 
al 19 de octubre próximo, no estuvieran integramente 
cumplidas todas y cada una de las obligaciones puestas 
au cargo de CALFORU”. De inmediato, veremos cuáles son 
esas obligaciones. 


El Ministerio, por su cuenta, al margen del Frigorífico 
Nacional, llegó a un acuerdo directo con CALFORU y 
le ordenó al Director del citado Frigorífico llevar a la 
práctica ese acuerdo presentándose en el juicio y parali- 
zando el mismo hasta tanto CALFORU cumpliera con las 
obligaciones asumidas frente al Ministerio —no frente al 
Frigorífico-— antes del 30 de setiembre. 


Finalmente, por nota del 1? de junio de este año, el 
Director del Frigorífico se dirigió a su asesor letrado, el 
doctor Gelsi Bidart, y le manifestó: “Complementando la 
nota 726/87 de fecha 29 de mayo próximo pasado, relativa 
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al proyecto de acuerdo con CALFORU, le hago saber que 
esta Dirección ha recibido, a última hora del día 29 de 
mayo del corriente, instrucciones sobre el particular. Las 
mismas están contenidas en la nota N? 182/87 del señor 
Ministro de Ganadería, Agricultura y Pesca, de la que 
agrego copia. La actuación que deberá cumplir es la de 
proceder a la inmediata presentación del escrito corres- 
pondiente ante el Juzgado competente, tal como lo estable- 
ce el señor Ministro, en virtud del principio de acuerdo a 
que ha liegado eya Secretaría de Estado con CALFORU, 
de conformidad con las pautas aprobadas por el Poder 
Ejecutivo, Sin otro particular, saluda a usted con su na- 
yor consideración”. A continuación figura la firma del 
Director General. 


Y bien, señor Presidente: para saber si es bueno U 
malo lo actuado, no desde el punto de vista jurídico, sino 
de su conveniencia, hay que analizar si se defienden con 
este acuerdo los intereses del Frigorífico Nacional y los de 
la comunidad, porque, en definitiva, los bienes del citado 
Frigorífico, más allá de la caracterización jurídica de esta 
entidad, som bienes de la comunidad y el día que éste 
desaparezca van a volver a aquélla. 


La fórmula pactada consta en el acuerdo que se Oblí- 
gó a suscribir al Frigorífico Nacional, que se trasladó a tn 
escrito judicial que se presentó en los autos “Frigorifico 
Nacional con CALFORU intimación y rescisión de contra- 
to” que se tramitan ante el Juzgado Letrado de Primera 
Instancia en lo Civil de Primer Turno. 


Voy a obviar el capitulo de antecedentes, que no tie- 
ne interés, y me voy a remitir a la lectura de la fórmula 
acordada que dice asi: “Para el pago de la deuda pen- 
diente por obligaciones vencidas y a vencer. estimadas 
por acuerdo de partes en NS 990:897.618 al 30 de abril 
de 1987, se pacta lo siguiente: a) Pago por entrega de bie- 
nes: CALFORU procede a la entrega parcial de bienes 
comprendidos en la licitación y adjudicación referidas en 
el Capítulo 1, consistentes en aproximadamente 84 hectá- 
reas de terreno con sus instalaciones, parte del padrón 
23513 de la 13% Sección Judicial de Montevideo, que se des- 
lindan y determinan en la especificación y planos referi 
dos en el Capítulo 111”, Estc es importante: “Se estima su 
valor en N$ 639:190.440”. Esto quiere decir que de los 
N$ 990:000.000, NS 639:000.000 corresponden a 84 hectá. 
reas que se devuelven. Luego continúa: “b) Suministro de 
servicio de frío. Adicionalmente al pago por entrega de 
bienes antes referido se suministrará al E:tado, o a la Ins- 
titución que indique el Ministerio de Ganaderia, Agricul- 
tura y Pesca, el servicio de frío para conservación de 
carne congelada o productos equivalentes excepto pesca- 
do en el depósito N? 002, de capacidad nominal 1.000 to. 
neladas. De no hallarse disponible por razones técnicas 
dicho depósito se asegurara la prestación del servicio en 
capacidad equivalente, Este servicio se suministrará du- 
rante 8 años civiles, sean consecutivos o no. Se estima su 
valor en N$ 222:463.500”. A esta altura ya estamos en los 
N$ 870:000.000, o sea en las seis séptimas partes de lo que 
se había estimado era la deuda de CALFORU y sin que 
se la obligue a desembolsar ni un centésimo. 


Luego dice: “c) Prestación en efectivo. El saldo re- 
sultante de deuda N$ 129:153.678 se pagará en las siete 
siguientes cuotas, pagaderas en dólares USA antes de !as 
siguientes fechas: 19%) 30 de setiembre de 1987: U$S 40.000; 
20) 30 de setiembre de 1938: USS 50.000; 3%) 30 de setiem- 
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bre de 1989: U$S 60.000; 4%) 30 de setiembre de 1991: 
USS 90.000; 59) 30 de setiembre de 1991: U$S 100.000; 63 
30 de setiembre de 1992: U$S 130.000; 79) 30 de setiembre 
de 1993: USS 145.017; total: U$S 615.017”. 


Pido que se ponga atención con respecto a lo que si 
gue, porque jba a decir que es insólito, pero solamení 
expreso que es inusual: “No se calcularán intereses sobr” 
los saldos, salvo los de mora en la prestación e-3, que 
serán 'os de la tasa Libor-imperate”. Es decir, salvo qu 
se atrase en el pago de sus obligaciones y se le constitu 
en mora, no paga un centésimo de interés. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE GANADERIA, AGHi 
CULTURA Y PESCA. -— ¿Me permite una interrupción? 


SEÑOR AGUIRRE. --- No, discúlpeme, señor Subsec:-. 
tario. Será muy importante pero después va a poder li. 
blar. Además, la interpelación es al señor Ministro. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE GANADERIA, AGE! 
CULTURA Y PESCA. — El señor senador incurre en un 
error. 


SEÑOR AGUIRRE, -—— No incurro en ningún error y 
si fuera asi, usted va a tener oportunidad de demostrar'p. 


SEÑOR BATLLE. — ¿Me permite, señor senador? 


El señor senador debe de adoptar un criterio. O le 24 
la palabra a todos o a nadic. 


SEÑOR AGUIRRE. — Ya he concedido varias into- 
rrupeiones, entre ellas una al señor senador Cigliuti. Pot 
lo tanto, pido que se me de/e desarrollar el capitulo ve- 
Terente al contenido del acuerdo, que es fundamenta! lex: 
lo en orden, porque si vamos a empezar a debatir puro 
por punto, no va a haber ninguna unidad en la exposición. 


Posteriormente, el acuerdo dice: “d) Garantía: 
mos a ver a qué llama garantia este acuerdo que se ho 
obligado a suscribir al Frigorifico Nacicnal. “En el Caso 
en que CALFORU no cumpliera con alguna de las oblig.- 
ciones precedentes o con la implementación y puesta «1 
marcha de los proyectos de inversión anunciados sobe 
citrus, congelado, y el de papa y cebolla dentro del plazo 
de siete (7) años...”. Acoto que ignoro a qué proyectos 
«e refiere, porque no están contenidos en el texto del 
acuerdo ni se explicitan a qué refieren, Luego sigue: “e 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca podrá ve 
querir de CALFORU la entrega inmediata de la parte de 
la Planta del ex.Frigorífico Nacional que conserva en yu 
poder según acuerdo, por incumplimiento de lo prometido. 
Esta cláusula no compromete la capacidad de garantía... ”. 
Parece ser que no compromete la garantía actualmente 
existente, de acuerdo al contrato vigente, “ni de dispv- 
nibilidad de los bienes comprendidos en el sector que 
CALFORU conserva, pero ésta no podrá gravarlos ni cha 
jenarlos sin previa autorización del Ministerio de Gata 
dería, Agricultura y Pesca, lo cual le será solicitado por 
escrito y quien deberá expedirse dentro de los veinte :20) 
días como máximo. Vencido dicho plazo sin existir con 
testación, CALFORU quedará habilitado para realizar la 
operación propuesta. La falta de autorización, aparejará 
la nulidad del negocio”. Es decir que el mecanismo es el 
siguiente: CALFORU pide autorización para vender, cuan- 
Go todavía no ha pago, por ejemplo, más que la primera 
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ctuola y si el Ministerio en 20 días 10 se pronuncia, se 
"onsidera fictamente dada la autorización y se pueden 
vender o enajenar los bienes. 


Posteciormente, el acuerdo se refiere a los bienes mue- 
bles y a los equipos y dice lo siguiente: “Los bienes 1mue- 
bles o equipos que quedan adjudicados a CALFORU sou 
jos que ya se encuentran incorporados O instalados Oo de- 
positados ea su zona”, lo cual es lógico. Se hace una de- 
limitación de zonas y lo que está en ja parte que se ubri- 
huye a CALFORU, lógicamente debe quedar en su poder. 
Después dice: “además de los que se inventarian en este ac 
to” —inventavio acompañado por CALFORU al acuerdo 
y luego continúa: “y que las partes firman de acuerdo 
cn señal de aprobación, constituyendo título suficiente de 
dominio. Los demás bismes y equipos en el estado que 
se encuentran...”, no en el estado en que fueron entre- 
sado: en el año 1980, sino en el que se encuentran Ac- 
tualmente, “son de pertenencia del Frigorifico Nacional” 
Fn el acuerdo original no figuraba un numeral 6, que 
ciespués se agregó a último momento, que es de funmda- 
imental importancia y que dice asi: “El Frigorífico Na- 
sjonul pondrá a disposición los títulos de propiedad y 
dará los pasos necesarios para la escrituración, la que ve 
verificará simultáneamente con el pago de USS 40.000 vo- 
rrespondientes a la primera cuota en efectivo. antes del 
30 de setiembre de 1987”. Es decir, se paga la primera de 
siete cuotas de la séptima parte que se paga en efectivo 
y, contra eso, se le escrituran todos los bienes de intne- 
diato. Esto es lo que dice el acuerdo. 


Luego vienen los petitorios, en los cuales se dice: “10 
Que se tengan presentes las bases de la transacción etec- 
sueña, aprobándose judicialhnente en cuanto corresponda”. 
Es decir, que se somete al Juez la homologación de una 
transacción que se ha efectuado. 2) Se suspendan esius 
procedimiento», debiendo cortinuarse en caso de incum- 
plimiento de las bases acordadas”. El juicio se paraliza. 
Luego vienen otros petitorios de estilo. El escrito termina 
con algo de fundamental importancia, que dice asi: “Otro. 
si dice Adolfo Gelsi Bidart:”, que es el abogado del 1 
vorifico Nacional. “que solicita que se tenga presente que: 
1) mo participó en las negociaciones que condueron a 
este principio de arreglo; 2) no está de acuerdo con el 
mismo; 3) io firma en su calidad de funcionario del Fri- 
vorífico Nacional y obedeciendo las órdenes recibidas”. 


La opinión del doctor Gelsi Bidart, Decano de la Fa- 
cultad de Derecho, no surge de este escuesto otrosi, en cl 
cual deja constancia, para salvar su responsabilidad, de 
su discrepancia. Surge de un fundado informe que, con 
su caracteristico estilo sereno, preciso, carente de adjeti- 
vaciones, redactó al tener conocimiento del principio de 
acuerdo, el día 27 de mayo de este año. Es un informe 
respecto del cual solicitó autorización al señor Director 
del Frigorífico Nacional para ponerlo en conocimiento del 
Ministerio y entregarlo en mano propla al señor Ministro, 
cosa que según me ha manifestado el doctor Gelsi Bidart. 
realizó el día 28 de mayo de este año. 


El dictamen del doctor Gelsi Bidart dice asi: 
“I) Propósito. 


1. Como es de su conocimiento, ci las convelSacio. 
nes con el señor Director General del Ministerio de Ga- 
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nadería, Agricultura y Pesca,” —es decir, el doctor Del 
piazzo- - “me limité a hacer irdicaciones sobre el proble 
ma procesal, no entrando al fondo del asunto. 


2. De acuerdo a lo resuelto por esa Dirección, debo 
ahora dar opinión sobre e' Proyecto de Acuerdo, lo cual 
me permito hacer sobre los sigulentes puntos: 1) Pro- 
blema procesal. 2) Prevención, 3) ¿Analogía con otras si- 
tuaciones? 4) La adjudicación 1980 y el Proyecto 1987: 
bienes, precio y garantias. 5) Conclusiones. 


II) El problema procesal. 

3. Sobre este punto mi enfoque —que ha sido recuo- 
gido en el borrador de escrito- es cl de dejar abierto el 
juicio hasta el cumplimiento total de lo que se acuerdo. 


4. Corrcspondería alguna precisión más, verbigracia: 
(1) Relterar lo de “principio” de acuerdo o bases; 


(2) Omitir el pedido de que se homologue la iran 
«acción; más bien debería establecerse en el petitorio, que 
“se tenga presente cl principio de acuerdo al que han lle. 


fado las partes”, 


En este punto, señor Presidente, se dejó de lado la 
opinión del doctor Gelsi Bidart. 


Continúo: “(3) No corresponde hablar de ex-Frigo!!- 
fico Naclonal sino de Frigorífico Nacional, entidad que 
subsiste en tanto no se consume su liquidación. 


11) Prevención. 


5. Se debe recordar que cl problema de CALFORU 
arranca de la licitación oportunamente realizada (1980) 
a la que concurrieron varios postulantes, tres si mal no 
recuerdo, con 'a particularidad de que los Otros dos pro- 
curaban una utilización integral de la planta, incluso 
playa de faenas. 


¿Quedarán conformes los otros postulantes con este 
acuerdo que cambia radicalmente, como se verá, las con- 
diciones de la licitación? ¿Sobrevendrán juicios contra el 
Frigorífico Naciona!, que es el licitante, por haber mos- 
trado una parcialidad clara hacia el adjudicatario que 
no cumplió con su propia oferta, aceptada por el Frigo- 
rífico Nacional? En ese caso: ¿cuál será nuestra defensa? 


6. Me permito recordar que tanto en la licitación 
como en el juicio las partes no son Ministerio de Gana- 
dería, Agricultura y Pesca y CALFORU, sino Frigorifico 
Nacional y esta última institución. 


Y ello en cumplimiento de un Decreto-Ley 14.810, vi- 
lidado por ley del Estado democrático. 


Por tanto, las decisiones y las responsabilidades cou- 
rresponden al Frigorifico Naciona] como institución y A 
la Dirección Genera! Interventora y Liquidadora como 0'- 
gano Gc! mismo, establecido por el Decreto-Ley 14.810, 


IV) ¿Analogía con situaciones similares? 


7. Tal vez se pueda pensar en que la solución que 
se proyecta es relativamente análoga con la de los deu- 
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dores para los que se ha dictado una Ley de Refinancia- 
ción de Deudas. 


Sin embargo, la diferencia es clara: a) En esta última 
se trata de deudores del sistema financiero, es decir, de 
quienes recibieron préstamos en dinero y que tienen que 
devolver en igual moneda. En el presente caso, se trata 
de quien adquiere bienes por un precio —aceptado— que 
é] mismo fijó (la licitación no tenia base minima), que 
utilizó y/o vendio, en su beneficio, todos esos bienes du- 
rante seis años y medio, (o sea 78 meses) sin pagar nada. 


b) Los'plazos de gracia son mucho menores (2 años) 
a Jos que, de hecho ---78 meses— ya ha tenido CALFORU. 


c) La Ley prevé el pago integral de la deuda y de 
sus intereses, con facilidades de pago y, en Ciertos casos, 
alguna quita, en tanto que el proyecto prevé una drástica 
disminución del precio pactado, no establece intereses y 
premia el atraso en el pago con la escrituración inme- 
diata de todo lo que interesa en la licitación, al deudor. 


8. Si pensamos en una real analogía, refiriéndonos 
a cualquiera de las múltiples licitaciones que realiza el 
Estado, ¿qué ocurre si el licitante-adjudicatarlo no cum- 
ple con pagar el precio o realizar el servicio que pro- 
metió? 


Lo menos que se hace es anular -—o resolver— el 
otorgamiento o adjudicación de lo pactado y reclamar el 
pago de la multa. No es ésta la solución proyectada. 


V) La adjudicación-1980 y el proyecto de acuerdo- 
1087: bienes, precio, garantias y documentación. 


9. Un simple cotejo —que podría hacerse en deta- 
lle-— entre las dos decisiones (1980 y 1987), muestra diver- 
sidades fundamentales y de no fácil explicación, especial- 
mente de plantearse un juicio por los demás licitantes 


desplazados. 
10. En primer lugar en cuanto a los bienes. 


a) CALFORU recibió la totalidad de la planta Pun- 
tas de Sayago, con una playa de faena en funcionamien- 
to, las cuatro fábricas (hojalatería industrial, agroindus- 
tria, cámara frigorífica, usina generadora) y el equipo de 
frasas. 


Además, maquinarias, marcas de fábrica, instrumen- 
tal. etcétera. 


b) El proyecto resuelve restituir una parte de los bie- 
nes; no dice en el mismo estado en que se entregó. 


Se hace un inventario, pero no de lo recibido, para 
cotejar con lo que ahora se lleve, sino simplemente de 
los elementos que se trasladan de una parte a la otra de 
la fábrica. 


¿Cómo quedó la playa de faena? ¿Puede funcionar? 
¿Y el resto de los bienes que se devuelven? 


11. En segundo lugar en cuanto al precio. 


a) CALFORU utilizó todos esos bienes durante seis 
años y medio; nada paga por esa ocupación. 
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b) Cuando se hicieron las facturas de la adjudica- 
ción, se estableció el valor de todo el terreno con edifi- 
cación y mejoras en N$ 31:200.000 y N$ 28:800,000 por 
equipo e instalaciones, marcas de fábrica, patentes, etcs- 
tera. Vale decir, que, teniendo en cuenta la parte del te. 
rreno, construcciones y mejoras que “compra' CALFORU, 
más del 50 % del precio corresponderá a este segundo ru- 
bro, que es el fundamental, como es obvio. 


Ahora en el proyecto, las 82 hectáreas que se entre- 
gan están en proporción de 5 a 1 con respecto a dicho 
rubro. 


El precio que se da a tales hectáreas de campo de 
inferior calidad, cuya venta se licitó durante mucho tiem- 
po, sin éxito alguno, no se compadece en mucho con la 
realidad. Al menos así parece a un profano como el sus- 
crito. Creo que sería indispensable que un organismo téc. 
nico (DIPIPA o CONEAT o la Dirección General del Ca- 
tastro) indique cuál es el valor real de tal predio. 


c) Pretación de frio (no al Frigorifico Nacional, sino 
al Estado o al Ministerio). 


Durante 6 años y medio, el deudor utilizó el servicio 
de frío por 4.000 toneladas, sin pagar nada por el mismo. 


Ahora, con los mismos bienes que recibe, destinara 
1.000 toneladas durante 8 años. ¿Cómo se hace el cálculo 
de lo que vale esto durante 8 años? ¿Cómo se da por pa- 
zada ahora, una cifra que se abonará en 8 años, con 
prestación de servicios? 


d) El saldo a pagar en efectivo (aproximadamente 
un séptimo —1/7— de! total: antes era la totalidad) se 
abona en seis años (6) —y ya hubo 6% de gracia— sin 
intereses, ni siquiera el 6% anual que fija el Decreto-Ley 
N? 14.500 para las deudas reajustables o en moneda ex 
tranjera. 


12. En cuanto a las garantías, 


La licitación preveía: a) la escrituración al cumplirse 
totalmente lo acordado. Ahora se proyecta la escritura- 
ción de inmediato y la posibilidad de vender todos los bie 
nes con autorización previa del Ministerio, que si no se 
concede en 20 dias se considerará otorgada. ¿Qué son 
20 días en el trámite burocrático? Llama la atención, por 
lo demás, que se aparte el acuerdo de lo previsto en la 
Constitución, que interpreta el silencio de la Administra- 
ción como negativa. 


En el caso del Frigorífico Casablanca, la escritura se 
llevó a cabo cuando se dio cumplimiento al compromiso 
de venta. Aquí se procede a la inversa. 


También puede recordarse el caso del Frigorifico Fray 
Bentos; a pesar del pago —Según la prensa— de unos 200 
mil dólares y una breve ocupación, se rescindió el com- 
promiso y se recuperó el bien en su integridad. Aquí tam- 
bién la solución es la inversa. 


b) El aval bancario, Ahora desaparece. 


c) Las garantías subsidiarias de los Directores, que 
también desaparecen. 


VI) Conclusiones. 
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14. Resumiendo mi punto de vista me permito se- 
ñalar: 


(1) a) El proceso deberia quedar abierto hasta el 
cumplimiento total de lo acordado. 


b' Lo propio se diga de la escrituración definitiva. 
Poco sc adelantaria con lo primero, si se procediera a la 
escrituración, por cuanto ésta requeriría un proceso de 
resolución de lo acordado. 


(2) El Frigorifico Nacional o el Estado corren el 
riesgo de un juicio por daños y perjuicios de parte de los 
licitadores postergados, por cuanto el Estado con este 
«cuerdo cambia sustancialmente los términos de la licita- 
ción, en beneficio de uno de los postulantes. 


(3) No existe en el comportamiento del adjudicata- 
rio, razón que avale un tratamiento tan beneficioso para 
el mismo y perjudicial para el patrimonio nacional, como 
el proyectado. 


(4) Disponiendo el Estado de Oficinas Técnicas que 
pueden establecer el valor de los bienes, no parece lógico 
proceder a una avaluación convencional que todo hace 
suponer que o no se ajusta a la realidad o, al menos, no 
da fundamentos suficientes para tal resultado. 


Por otra parte, tales valoraciones respectivas no se 
ajustan a lo que las mismas partes señalaron a! realizar- 
se las facturas en el momento de la adjudicación. 


(5) El acuerdo supone. en rigor estricto, una resci- 
sión de lo acordado en 1980 y un nuevo compromiso en 
cuanto al objeto y al precio (sin licitación previa (De- 
creto-Ley 14,810) art. 2% inc. 2, ap. b). 


Las diferencias son tan grandes en cuanto al objeto. 
al precio y al modo de pagarlo, que de ningún modo se 
puede pensar que se trata de un cumplimiento de lo pac- 
tado a raiz de la licitación de 1980. 


Vale decir, que en estricto derecho no se da cumpli. 
miento a la norma vigente en cuanto a realizar la yenta 
previa licitación. Esto resulta fundamental desde el pun- 
to de vista de las responsabilidades que correspondan. 


VII) Responsabilidades y decisiones. 


15, Como se dice anteriormente, este acuerdo, aun- 
que realizado sin la intervención del Frigorifico Nacional, 
tendría que llevarse a cabo por éste, vale decir, por la Di- 
rección General Interventora y de ésta y de su titular es 
la responsabilidad tota! que del mismo pueda resultar. 


A su vez el suscrito como apoderado y abogado del 
Frigorífico no puede, sin comprometer su propia respon- 
sabilidad, funcional y profesional, aconsejar la realización 
de este acuerdo, sin perjuicio de llevarlo a cabo, si así se 
dispone expresamente, (lo que haría constar en e! escrito 
respectivo). 


En consecuencia solicito del señor Director General 
que se sirva disponer la actuación que debo efectuar al 
respecto. 


También pido su autorización para hacer llegar al se- 
ñor Ministro de Ganadería, Agricultura y Pesca (quien 
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me manifestó el 26/6/1987 su preocupación por este asun- 
to y la necesidad que tenía de hablar conmigo al respec- 
to) y al señor Director General de dicho Ministerio, co- 
pla de este informe, como contribución a la defensa 2e 


los intereses generales”. 


Señor Presidente: este informe del doctor Gelsi Bl- 
dart, concluyente en los aspectos jurídicos en cuanto 2 
señalar la profunda inconveniencia del acuerdo ce'ebrado 
por el Ministerio con CALFORU, es, en mi concepto, un 
informe lapidario. z 


Además, no se trata de un informe presentado por 
un abogado cualquiera —por uno de los tantos, de los mi- 
les que figuran en la matrícula— sino de quien suma a su 
calidad de catedrático de la Facultad de Derecho desde 
hace más de treinta años, la de ser el actual Decano de 
esa Facultad, la de ser el Asesor Letrado del Frigorifico 
desde el año 1947; es decir, que no es un letrado prestl- 
gioso a quien se llamó para realizar un informe de cit- 
cunstancia, para avalar determinada posición, sino un pro- 
fundo conotedor de la materia de la cual trata, que par- 
ticipó directamente en todos los tramos de la licitación 
del año 1989. 


Es, por otra parte, una persona de una autoridad mo- 
ral reconocida por tirios y troyanos en todo el pais y cuya 
presencia al frente de' decanato de la Facultad de Dere- 
cho representa una garantía para el Gobierno y para 
toda la ciudadanía. Esta persona intachable es la que cali 
fica con la severidad conceptual y los términos jurídicos 
concluyentes -—a los que acabo de dar lectura— el acuerdo 
celebrado por el Ministerio, sin conocimiento del Frigori- 
fico Nacional, disponiendo de los derechos de éste, man- 
dando suspender el juicio que el Frigorifico tenia prácti- 
camente ganado contra CALFORDU, y, además, escriturar 
todos los bienes de inmediato. 


Sostengo, señor Presidente, que el acuerdo es profun- 
damente inconveniente, más allá de sus irregularidades 
jurídicas; es inconveniente en cuanto a la rescisión par- 
cial que dispone; es inconveniente en cuanto a admitir 
que se pague parcialmente la deuda mediante prestación 
de servicios; es inconveniente en cuanto a la fórmula de 
pagos en efectivo; es inconveniente en cuanto a la auto. 
rización a vender y gravar los bienes que se le entregan 
a CALFORU y lo es también en cuanto a la inexistencia 
de garantías, en cuanto a la homologación judicial de la 
transacción, en cuanto a la escrituración inmediata de 
los bienes y en cuanto a la renuncia a cobrar la garant.o 
constituida por el aval bancario actualmente existente. 


Para desarrollar estos conceptos debo expresar como 
consideración general, señor Presidente, que la deuda, por 
obra de factores económicos de carácter circunstancial 
que nadie previó, se ha reducido a la mitad en beneficio 
del deudor. Este último ofertó en agosto de 1980 nuevos 
pesos 76:400.000 que representaban, a la cotización vigen- 
te en ese momento —-que era de N$ 9.22... U$S 8:287.000. 
Ahora debe NS 990:000.000, a pesar de todos los reajustes 
previstos en la licitación, que representaban al 30 de 
abril —con un dólar de N$ 209— U$S 4:736.000; al día 3 
de agosto —que creo que fue cuando se presentó el es. 
crito— U$S 4:276.000 y actualmente —a la cotización de 
N$ 250, aproximadamente— U$S 3:960.000, Es decir, que 
sin pagar nada CALFORU ha visto reducirse su deuda a la 
mitad. Además se ha beneficiado no sólo porque esa deu- 
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da en dólares, cayó casi al 50%, sino porque usufructuó 
de todos los bienes del Frigorifico sin pagar nada duran- 
te seis años y medio. Se supone que lo hizo con beneficio 
económico porque si el uso de los bienes no le da ningún 
beneficio ¿para qué quiere quedarse con ellos? Por su- 
puesto que la utilización de los bienes le da beneficio. Por 
eso va al Ministerio y hace este arreglo, para seguir dis- 
poniendo de los biexes del Frigorifico, lo que no iba a 
poder seguir haciendo si el juez fallaba el juicio y, como 
cra de toda lógica, dictaba una sentencia rescisoria del 
contrato del año 1980. 


Además, el acuerdo es muy beneficioso para el deudor 
pero también perjudicial para el acreedor, teniendo en 
cuenta que el primero estaba amenazado de una inmi- 
nente sentencia rescisoria y condenatoria y, por lo tanto, 
no tenia poder de negociacion. La primera pregunta que 
surge es ¿por qué se hizo este acuerdo que perjudica al 
Frigorífico Nacional y beneficia a CALFORU cuando ella 
estaba con el agua al cuello y el juez no tenía otra al 
ternativa que dictar la sentencia por la que se iba a res- 
cindir el contrato, devolver todos los bienes al Frigorifi- 
co Nacional y disponer, en concepto de multa prevista en 
la licitación —en el p'iego de condiciones-— el pago a di- 
cho Frigorífico Nacional de los U$S 764.000, que consti- 
tuyen la garantía exigida en la licitación. Esto, a modo 
de consideración general. 


En cuanto a la rescisión, en cuanto al pago, que mal 
se llama jurídicamente por entrega de bienes, digo, señor 
Presidente, que esto es lo más inconveniente, grosero, ab- 
surdo y casi jocoso, puesto que CALFORU “paga”, entre 
comillas. NS 639:000.000 de los N$ 990:000.000 que debe, 
es decir las dos terceras partes de la deuda, exactamente 
01 64.54 %, con 84 hectáreas de las que es mero tenedor y 
que no usó nunca. 


En consecuencia, en primer lugar paga con los bienes 
de su acreedor —y no se crea que estoy haciendo un chis- 
te de mal gusto— porque el propietario de los bienes si- 
vue sierdo el Frigorifico Nacional. Esto parece de Ripley. 


En segundo término, paga con bienes que para nada 
le sirven, porque nunca los usó; de esta forma obtiene una 
rebaja de dos tercios de la deuda —una formidabie quita, 
a pesar de lo que en contrario diga el señor Ministro en 
su vola del 29 de mayo al Director de! Frigorifico Na- 
cional-- por devolver bienes que no ha usado y que no 
pensaba utilizar. 


Por otra parte, paga con bienes que hoy no le sirven 
a su acreedor. ¿Qué es lo que le devuelve al Frigorífico 
Nacional? Bienes que no le sirven a éste ni a nadie; se 
trata de 84 hectáreas: 80 de ellas son de terreno pelado, 
en donde estaban los antiguos potreros donde se encerra- 
ba el ganado que posteriormente lba a ser faenado y de 
las que no queda nada, porque se han llevado ¡las porte- 
ras, los alambrados, las lámparas que habia al lado de 
cada una de elas, porque se empezaba a trabajar a las 
4 de la mañana. Esto lo puedo probar con el plano que 
«e adjuntó al realizarse el acuerdo y que tengo en mi 
poder. En ese plano se separan las dos partes y se indica 
que todo lo que aparece rayado está imutilizado. Bien, 
casi todo lo que queda en el predio que se devue've al 
Frigorifico está rayado y es de destacar que ahí están in- 
cluidas las playas de faena, que no pueden funcionar más 
porque, según la expresión gráfica de un funcionarlo del 
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Frigorifico —y pido disculpas por el empleo de esle bar- 
barismo-- están “canibalizadas”. 


Lo que se devuelve es el edificio de la administración. 
que está tolalmente desmantelado, poco menos que con- 
vertido en chatarra. De allí se han llevado las maderas, 
los hierros, los pisos y las puertas. 


El inventario adjunto, que tengo en mi poder y que 
realizó CALFORU —o sea que no se hizo en forma con 
junta con el Frigorifico Nacional-— dice; “Detalles de 
vehículos que serán transferidos a CALFORU” y allí en- 
tran “marchan”, como vuigarmente se dice-- “dos ca 
miones y cuatro camionetas”. 


A continuación, se dice: “Detalles de máquinas y equi- 
pos instalados en los locales y terrenos a entregar por 
CALFORU” —es decir, los que se devuelven al Frigorifi. 
co-- “que serán trasladados a su emplazamiento o insta 
lación en el predio industria! de CALFORU”. Esto signifi- 
ca que no sólo los bienes muebles que tenía CALFORU 
quedan allí, como corresponden, sino, también, aquellos 
que pertenecían al edificio de la administración del Fri- 
gorífico. En ese inventario figuran ochenta y cinco escrito 
rios, decenas. de sillas, mesas, armarios, máquinas de es- 
cribir, ficheros, bibliotecas, estantes, es decir todo lo que 
puede ser de uti'idad y valor. CALFORU lo traslada para 
el otro lado de la línea que va a separar los dos sectores, 
mediante un cerco de hormigón de un metro ochenta de 
alío, que es una de sus obligaciones “pravosas”, contra el 
cumplimiento de las cuales va a poder escriturar todos 
los bienes. 


Por otra parte, se obliga a! Frigorifico Nacional a no 
cobrar aquello a lo que tiene derecho y le pertenece; a 
renunciar a las dos terceras partes de su crédito por na 
da, es decir, por algo que le va a generar gastos y pro- 
blemas, porque hasta ahora la administración del Frigo- 
rífico no tenia que ocuparse más de aquel predio y de 
ese edificio deteriorado y abandonado. Ahora. va a tener 
que poner guardianes e incurrir en gastos. 


En cuarto lugar, CALFORU paga con bienes absurda- 
mente sobreva.uados. Por ejemplo, ochenta y cuatro hec- 
táreas de terreno, con alguna edificación e instalacion 
inservible, se avalúan en N$ 639:000.000. El único valor 
real es el terreno. Basta hacer una simple operación arit- 
mética —o sea, 639:000.000 dividido 84-— para advertir que 
esas hectáreas se han avaluado en N$ 7:607.000, lo que. 
traducido a dólares y de acuerdo a la cotización de la 
fecha, es decir, N$ 250, significa U$S 30.408 la hectárea 
de ese terreno improductivo. Es dable señalar que las tie- 
rras productivas del país se cotizan hoy a un valor pro- 
medio de USS 250 la hectárea, mientras que las mejores 
alcanzan un valor de U$S 600. 


En consecuencia, cabe preguntarse: ¿qué hay en esas 
ochenta y cuatro hectáreas del Frigorífico Nacional? ¿Pe- 
tróleo u oro? ¿Qué se va a hacer alli? ¿Se van a levan- 
tar edificios de lujo, con penthouse? ¿Se van a vender 
propiedades horizontales, o se va a instalar un hotel 
de cinco estrellas? 


De acuerdo a la cédula catastral, expedida el 21 de 
setiembre, es decir, hace tres días, por la Dirección Gene- 
ral del Catastro Nacional —y, por supuesto, sé que esto 
sen. en valores fiscales, no venales de comercialización—— el 
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«firón 21.513, incluyendo las mejoras y 'as noventa y Cin- 
s hectáreas, o sea, Jas once en que se queda CALFORU, 
tícne un valor real territorial de N$ 16:058.000 y con las 
reecjoras lega a NS 77:373.000, esto es, la novena parte de 
lc que por acuerdo directo con CALFORU, el Ministerio 
Y: avaluado en N$ 639:000.000. 


Como se me va a decir que esto no tiene ningún sig- 
rificado, porque ;os valores reales del Catastro no respon- 
Grn a la realidad, voy a decir, señor Presidente, que me 
he preocupado de asesorarme por gente que conoce el te- 
ma, que está conectada com los negocios inmobiliarios. 
En consecuencia, se me ha informado por parte de estas 
¿cnas que, reitero, están al tanto del asunto —y el Se- 
ñnr Ministro es conciente de que es cierto, porque él tam. 
bién se ha asesorado por personas que saben y que le han 
brindado los mismos datos que a mi-- el valor vena! en 
eva zona se ubica entre USS 1.000 y USS 1.500 como má- 
ximo. Si avaluamos las hectáreas de esta área en USS 1.500. 
ros da, para ochenta y cuatro hectáreas, N$ 375.000 la hec 
tárea, y, por lo tanto, el total sería de N$ 31:500.000. Por 
sn parte, el Ministerio le ha admitido a CALFORU que 
esas cchenta y cuatro hectáreas valen NS 639:000.000, O 
sea una suma totalmente disparatada. 


Huce a'rededor de seis meses, se celebró en esa zona 
un importante negocio inmobiliario. Por orden judicial, 
el conocido martillero Dante locco, sobre la cx-Ruta 1, la 
avenida Luis Batlle Berres, a la altura del kilómetro 13, 
remató setenta hectáreas. Quisiera seña'ar, además, que 
es un negocio conocido y que se puede verificar la exac- 
titud de lo que voy 2 decir, porque el comprador fue 
CONAPROLEE, con el fin de instalar allí una usina, Pago 
esas setenta hectáreas a razón de U$S 1.000 la hectárea, 
O s*ea, que por el total de ellas pagó USS 70.200. Aquí se 
avaluan las ochenta y cuatro hectáreas a razón de 30.420 
Gólares la hectárea —o sea, NS 7:607.000—- y, por consi. 
pulento, se le descuenta graciosamente a CALFORU las 
dos terceras partes de su débito, que no pagó durante seis 
años y medio. Del tota! de la Ceuda se le rebajan nuevos 
yosos 639:000.000. 


Además, CALFORU paga con bienes avaluados no se 
sabe cómo ni por quién. Esto timbién lo afirma el doctor 
Gulsi Bidart. ¿Intervino Catastro, .as oficinas técnicas del 
Ministerio, CONEAT, o DIPIPA? No; por lo menos ello nv 
se dice en el acuerdo. ¿Tuvieron alguna intervención los 
tasadores de plaza? Si lo hubieran hecho, esto no podria 
haber llegado a más de cuarenta O cincuenta millones de 
nuevos pesos. Sin enxbargo, se ava uó en NS 639:003.000. 
¿Quién fue que hizo esta estimación? Es imprescindible 
aclararlo. Si se hizo a ojo de buen cubero, lamentable. 
mente, y sin querer cargar las tintas, debo señalar que 
no me parece serio. 


Además, se paga con bienes que en el contrato Origi- 
nal, en la oferta de CALFORU, sc tasaron o avalvaron 
en menor valor. Tengo en mi peder la factura de los bie- 
nes licitados, que le entregó el Frigorifico Nacional a 
CALFORU, También poseo la nota que fue dirigida por el 
Presidente interino de CALFORU, Ingeniero Quimico Luis 
Deambrosis, el 17 de junio de 1981, al entonces interven- 
tor y liquidador del Frigorífico, señor Carlos Ravenna. 
AJÍ se establece, tal como lo señala el doctor Gelsi Bi. 
dart, que por las fracciones de terreno, con edificación y 
las mejoras, se facturan los bienes en NS 31:220.000, y 
que por los equipos e instalaziones de la planta, las mar- 
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cas de fábrica, las patentes de invención y las fórmulas 
inherentes a la industrialización, se tasan en nuevos pe- 
sos 24:406.000, más el 18% del IVA, lo que totaliza nue- 
vos pesos 28:800.000. 


Quiero decir que en el contrato realizado en el año 
1980, los terrenos y los edificios que ahora se devuelven 
al Frigorifico constituían el 52% contra el 48%, o sea, 
que estaban tasados casi en relación de uno a uno. En 
cambio, actualmente, son N$ 639:000.000 contra nuevos 
pesos 129:000.000; observamos que la relación se invierte 
en proporción de 4.95 a 1. 


A todo esto, puede agregarse que para saber e valor 
de los bienes se contaba con una tasación hecha antes de 
la apertura de la licitación, el 12 de agosto de 1980, por 
parte de los servicios técnicos de' Banco Hipotecario del 
Uruguay. También tengo en mi poder estos datos. En esa 
fecha el Banco Hipotecario del Uruguay tasó el terreno 
en N$ 4:766.000, el edificio de la Administración, control, 
vivienda y comedor, en N$ 6:296.000 y las cámaras con- 
geladoras y depósitos en N$ 20:175.000. Esto es lo que se 
basó en conjunto en N$ 31:200,000, Esas cámaras —que 
significan N$ 20:890.000-— se entregan ahora a CALFORU, 
oO sea que no están comprendidas entre los bienes que se 
tasan en N$ 639:000.000, Estos edificios y estas mejoras 
que se han avaluado en el valor anteriormente menciona- 
do, en la tasación realizada en el año 1980, eran apenas 
el 18,33 % del total; en cambio, actualmente, sen el 64,5 So 
del total. La relación era 4.45% más, lo que hoy se que 
da CALFORU frente a lo que se devuelve al Frigorifico 
Nacional. O sea, que lo que ahora costaba entre cuatro 
y cinco veces menos, ahora vale cinco veces más. 


El terreno, que estaba tasado en N$ 4:776.000, equi- 
valentes a USS 518.000 de la época, ahora se le paga en 
NS 639:000.009, equiva entes a USS 3:057.000, al 30 de 
abril, es decir, seis veces más de lo que lo tasó el Banco 
Hipotecario en 1980. 


Además, señor Presidente, se ha querido sostener que 
este es un pago por entrega de bienes y no una rescisión, 
para decir que no se modifican los términos de la licita- 
ción. 


En el escrito que se ha presentado al Juzgado, en el 
Capitulo III, “Aplicación del Acuerdo”, se habla de “sec- 
tor de bienes, comprendidos en el pago por entrega de 
bienes, conforme a los artículos 1.490, 1.493 y 1.663, del 
Código Civil”. La paga por entrega de bienes es un medio 
de extinguir las obligaciones, lo que supone no la entrega 
de dinero sino de bienes de los que es propietario e. deu. 
dor. Esto es Obvio. No pueden entregarse bienes ajenos, Es 
un medio de pagar el precio de la compra-venta por el 
comprador. Se entregan bienes por valor equivalente, pe- 
ro, naturalmente, ellos tienen que ser del deudor, Aquí se 
paga con bienes que pertenecen al acreedor, porque e' te- 
rreno sigue siendo propiedad del Frigorifico Nacional. 


Como no es una paga por entrega de bienes, sino que 
es una rescisión parcial del contrato de compra-venta, se 
cambia la cosa vendida, así como el precio; se vende me- 
nor cantidad de bienes y se paga mencs, Lo que ocurre, 
en realidad, es que se abona muchísimo menos. 


¿Cuál es la importancia de este fenómeno jurídico? 
Como dice el doctor Gelsi Bldart, se cambia el objeto, el 
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precio y la forma de pago de la licitación. Se rescinde el 
contrato original y se hace uno nuevo, sin licitación. Ya 
veremos cuáles son las causas y las consecuencias juridi- 
cas de rescindir el contrato original y de vender los bie- 
nes sin licitación, contra lo que dispone el Decreto-Ley 
N? 14.810. 


Pero esta no es una teoría original del doctor Gelsi 
Bidart mi nuestra, sino que lo sabe cualquiera que tenga 
conocimientos elementales de Derecho. Esto es lo que que 
dó en claro en la sesión que celebró la Comisión de Ga- 
nadería y Agricultura de la Cámara de Representantes el 
día 7 de julio de este año, con presencia del Subsecreta- 
rio y del señor Director General de! Ministerio. Allí, ante 
un planteo formulado por el señor representante Sturla, 
éste expresó: “A saber, se utiliza la figura de pago por 
entrega de bienes, esto es, se dice que yo le debo, por 
ejemplo cien al Estado y, por lo tanto, le cancelo una 
parte de ellos, por lo menos, con determinados bienes. Pe. 
ro aquí ocurre un hecho muy curioso o muy significativo. 
Se trata de los mismos bienes que se vendieron. Parece 
un poco llamativo que se recurra a la figura 'pago por 
entrega de bienes”, cuando no se trata de otra cosa que 
de devolver al Estado lo que él vendió; además, con el 
agregado de que esos bienes nunca salieron de su patri- 
monio”, 


Posteriormente, ante eso, el doctor Delpiazzo manifes- 
tó: “El señor diputado Sturla nos pone en un aprieto, ya 
que él sabe más de Derecho Civil, que yo. Lo Cierto es 
que se utilizó para esto un viejo dictamen que había pro- 
ducido en su momento el doctor Gelsi Bidart, para la 
propia administración y liquidación del Frigorifico Nacio- 
nal, en el cual se manejaban dos posibles alternativas: la 
de la rescisión, por la que el doctor Gelsi Bidart se incli- 
naba y la de la adjudicación de bienes en pago, que pre- 
fería, básicamente, la defensa de CALFORU. Es decir, 
que habían dos eriterios contrapuestos: el de! doctor Gel- 
sí Bidart, referido a una rescisión de contrato y el de 
CALFORU, favorable a una adjudicación de bienes en 


pago. 


Naturalmente, el Ministerio optó por el Criterio del 
deudor. En lugar de inclinarse hacia la tesis del Frigo- 
rífico, se avino a 'a del deudor, que favorecía a éste. 


A continuación, el doctor Delpia22o expresa: “Hay res- 
cisión parcial, por una parte -——lo reconoce— porque si 
efectivamente se cumplen estas obligaciones dentro del pe- 
ríodo que termina el 30 de setiembre, va a quedar res- 
cindido el contrato de compromiso de compra-venta en 
lo que se refiere a la parte que se devuelve. Y hay tam- 
bién una baja en el precio por esta parte que se rescinde, 
lo cual se parece al pago por entrega de bienes, que por 
eso se recoge. Pero “estricto sensu”, como bien lo ha seña- 
lado el señor representante Sturla, en la medida en que 
quien paga con los bienes no es el titular del dominio, sino 
simplemente un poseedor o tenedor, lo que ocurre acá es 
que se achica el ámbito del contrato desde el punto de 
vista geográfico. Eso se parece más a una rescisión par- 
clal”. 


“Por eso, en este numeral del escrito se refiere a que 
el acuerdo, en caso de cumplirse, oficia como rescisión 
parcial y e! Juez que lo homologue deberá comunicarlo a 
los registros respectivos”. 
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Posteriormente, dice el señor representante Rossi Pas- 
sina, hablando como escribano que “son muy buenas, son 
las palabras con que termina el doctor Delpiazzo con res- 
pecto a que, cumplidos los términos del convenio transac- 
cional —porque se hizo una transacción dentro del juicio— 
evidentemente se tiene que comunicar al registro en el 
plazo por el cual se inscribió este compromiso”. 


“En ese sentido, agregó el diputado Rossi Passina, 
evidentemente, estamos frente a una rescisión parcial. Lo 
de entrega de bienes, no lo veo”. Indudablemente, se'res- 
cindió el contrato. se hizo uno nuevo, se dejó de lado :4 
licitación, así como lo dispuesto por el Docreto.Ley nú- 
mero 14.810, Eso, sin duda, va a generar responsabilidad 
para el Estado y para el Frigorifico Nacional. 


En cuanto al pago con prestación de servicios, se au- 
toriza a CALFORU a pagar prestando un servicio de frío 
para carne congelada, a razón de 1.000 toneladas por año 
y durante ocho. Eso se avalúa en N$ 222:000.000, es de- 
cir, NS 27:807.000 por año. 


Ante eso, pregunto ¿cómo se hizo esta estimación? 
¿Es correcta? ¿Quién la hizo? ¿Hay seguridad de que 
CALFORU va a poder cumplir? 


Se habla de que de no hallarse disponibles por razo- 
nes técnicas, las cámaras frigoríficas, el servicio de frio. 
CALFORU se obliga a prestarlo en otras cámara frigorifí- 
cas, en otro lado. : 


Yo pienso que si ello ocurre, ¿tendrá recursos para 
cumplir en otro lado? Me explico. Todo el mundo habia 
de que las instalaciones del Frigorifico Nacional eran cb- 
soletas; las cámaras de frío sufren el paso del tiempo 
Entonces, se hace una previsión para el caso de que no 
estén disponibles por razones técnicas, porque los que fit- 
man este documento saben mejor que nadie que, con el 
transcurrir del tiempo, es posib'e que esas Cámaras que- 
den fuera de servicio. Por eso, prevén que CALFORU pue- 
da cumplir en otro lado. Pero, para eso, va a tener que 
pagar el arrendamiento a un tercero. Pero, ¿CALFORU 
podrá hacerlo con la situación financiera que tiene? Se 
trata de una entidad que durante seis años y medio no 
ha podido pagar nada. Por lo tanto, ¿qué seguridad hay 
de que vaya a cumplir con este servicio, si las cámaras nv 
le funcionan, se le deterioran y no puede hacer !a inver. 
sión necesaria para ponerlas nuevamente en funciona- 
miento? 


Además, señor Presidente, si la estimación es correc- 
ta, si el servicio de frío vale N$ 27:800.000 por año, ¿cuán- 
to vale la utilización que CALFORU hizo gratuitamente 
«le cámaras que tienen capacidad para 4.000 toncladas de 
frio, durante seis años y medio? 


De acuerdo a la propia estimación que se hace en este 
acuerdo de N$ 27:800.000 por cada 1.000 tone'adas y por 
año, eso le significó a CALFORU una ganancia de nuevos 
pesos 723:000.000, o la posibilidad de haber utilizado ese 
servicio con ese contenido económico que ahora se le 
da cuando se trata de prestárselo al Estado, para por esa 
vía indirecta, rebajar la deuda que se tiene con el Pri. 
gorífico Nacional, luego de no pagar nada, ni une centé- 
simo, reitero, durante seis años y medio. 
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En lo que respecta a los pagos en efectivo, entiendo 
gue la fórmula es profundamente inconveniente, porque só- 
lo comprende el 13.03 % de la deuda, o sea, N$ 129:000.000 
rr N$ 990:000.000, Antes, en la licitación, debía pagarse 
en efectivo el 100%. De cstos U$S 615,000 que ahora se 
obliga a pagar CALFORU, reilero, el 13.03 % del total, só O 
paga el 65% el primer año, el 8 % el segundo año y no 
lega siquiera al 10 %, el tercer año. Lo poco que paga en 
vfectivo, Jo entrega en siete años, luego de no haberlo 
hccho durante seis años y medio, Va a terminar de abo- 
nar la séptima parte de la deuda, si es que paga, al cabo 
de trece años. Por otra parte, no paga un centésimo de 
interés, lo cual considero absolutamente inadmisible. 


Además, expreso lo mismo que con respecto a la pres- 
tación del servicio del frío. ¿Qué seguridad hay de que 
va a terminar de pagar? ¿Qué seguridad existe, por ra- 
zones financieras, de que pueda cumplir, si e' Ministerio 
sabe perfectamente que esta entidad no pagó, no por ser 
deshonesta, no porque se complaciera en no cumplir con 
ey Frigorífico Nacional. sino porque no podía? 


Estaba imposibilitada de hacerlo. Entonces, ¿cómo se 
confía ahora que en el futuro va a poder pagar? Si se 
sabe esto, ¿cómo no se le exigen las garantias correspon- 
Cientes? 


En cuanto a la autorización para vender, ante la ine- 
xistencia de garantías, señor Presidente, es profundamen- 
te inconveniente. La autorización para vender y gravar 
los bienes, hace ineficaz la obligación de CALFORU, pre- 
vista en el acuerdo de restituirlos —debió decirse al Fri- 
gorífico Nacional y no al Ministerio, porque éste no es 
dueño de los bienes— para el caso de incumplimiento. 
¿De qué sirve prever que en tal caso deban devolver los 
bienes, si paralelamente se le autoriza a gravarlos o ena- 
jenarlos? Se me va a contestar que con autorización del 
Ministerio, Pero bien dice el doctor Gelsi Bidart: ¿para 
Qué Se prevé esa autorización, si se establece, además, 
que si ésta no se otorga en 20 días, se estima fictamente 
dada? ¿Cómo, si se le van a escriturar todos los bienes y 
además va a quedar debiendo, por siete años, la presta- 
ción del servicio de frio y el pago de USS 575.000, todavía 
se le puede autorizar a ena,enar los bienes? En realidad, 
lo menos que se podria prever es que los bienes van a 
quedar ahí, como garantia dei cumplimiento de las oblí- 
gaclones. Aunque se prevea la necesaria autorización del 
Ministerio ¿qué seguridad hay, cuando un silencio de 20 
días o cualquier demora en el trámite burocrático —de 
esas que son habituales— vale como autorización? Des- 
pués me voy a referir a las demoras que hay en las tra- 
mitaciones de los pedidos de informes que se han realiza- 
do sobre este asunto, que superan largamente los 20 días. 
¡Cómo para confiar en la celeridad, no de este Ministerio, 
sino de ninguno! 


En cuanto a la inexistencia de garantías, ello no re- 
quiere comprobación de la inconveniencia. Todas las obli 
eaciones y pagos se difieren en 7 y 8 años y esto para 
una entidad que durante seis años y medio no cumplió 
ninguno. ¿Qué seguridad existe ahora en cuanto a que 
va a cumplir? Y además, encima, no se prevén garantías. 
Esto, señor Presidente, no tiene la menor explicación y es 
de una total irrazonabilidad, de modo que, por más que 
uno se devane los sesos, no encuentra explicación posible. 


En cuanto 2 la homologación judicial de la transac- 
ción, el doctor Gelsi Bidart, como buen abogado, reco- 


CAMARA DE SENADORES 


C.S.—19 


mendó omitir dicho pedido. Y solicitó que sólo se tuviera 
presente, pero el deudor, que parece que tuvo más fuerza 
que el acreedor, logró poner en el petitorio que judicial- 
mente se homologaba esa transacción, figura prevista en 
el artículo 2.147 del Código Civil. Recuerdo que, según esta 
disposición, éste es un contrato por el que dos personas, 
haciéndose recíprocas concesiones, terminan un litigio 
pendiente, v precaven uno eventual. 


Los dos litigantes, el Frigorífico Nacional y CALFORU, 
haciéndose recíprocas concesiones, terminan el litigio. Esto 
es lo que ha ocurrido. Pero lo “sui géneris”, lo particular, 
lo risible de esta transacción, lo original, es que no exis- 
ten recíprocas concesiones, sino que todas las hace el Fri- 
gorífico Nacional .en favor de CALFORU. Realmente no 
es el Frigorífico quien las hace sino que le ordenaron que 
las efectuara, porque él era el litigante y el dueño del pa- 
trimonio por lo que no quería aceptar eso. Este es uno de 
los hechos graves en este asunto. El juez homologó la 
transacción. Este es un contrato y, por consiguiente, obli- 
ga a las dos partes. El contrato se ha presentado en el 
juicio y ha sido homologado por el juez. Por consiguiento, 
obliga a éste a lallar el juicio de conformidad a esc 
contrato, porque en adelante las partes no podrán hacer 
valer en el juicio derechos contrarios a las obligaciones 
que han asumido en é: ante el juez. Para decirlo en otra 
forma o de manera más clara, señor Presidente, el Fri- 
zorífico Nacional pedía la rescisión del contrato origi- 
nal; por la transacción rescindió ya el contrato y se obli- 
zó ante el juez, primero a paralizar el juicio; segundo, a 
no reiniciarlo, salvo que CALFORU incumpla sus obliga 
ciones anteriores a este inminente 30 de setiembre; y, 
tercero, a escriturarle los bienes, si a esa fecha las cum- 
plió. 


En consecuencia, una vez escriturados los bienes no po- 
drá, aunque CALFORU incumpla en el futuro, solicitar la 
reiniciación del juicio ni obtener por éste la rescisión de 
la compra-venta escriturada. Tendrá que hacer, sin nin- 
guna duda, un nuevo juicio ordinario. Excuso demostrar 
lo inconveniente y grave de la solución jurídica a la que 
se ha llegado y por la que se ha sometido a homologación 
iudicial, contra su opinión, al Frigorífico, lesionando di. 
rectamente su patrimonio y sus intereses. 


No tengo necesidad de decir ni de explicar por qué 
es inconveniente la escrituración de los bienes en estas 
circunstancias. CALFORU va a pagar U$S 40.000, que es 
el 1% de lo que debe, o sea N$ 990:000.000, que hace dos 
meses significaban USS 4:000.000. Contra el pago del 1%. 
de la deuda se va a escriturar y yo pregunto, porque aqui 
hay muchos abogados y escribanos, si alguna vez vieron 
un negocio inmobiliario en el que, contra el pago de sólo 
el 1% de la deuda, se escriture un bien. En cuanto a la 
renuncia a cobrar la garantía que estaba a disposición del 
Frigorífico Nacional, esperando desde hace 6 años y me- 
dio, por el reiterado incumplimiento de CALFORU en to 
do ese lapso, vemos que ese aval bancario que está espe- 
rando que se cobre, por U$S 764.000, se elimina y se re- 
nuncia a él. ¿Por qué? Esto es algo absolutamente inex- 
plicable, por lo que es necesario demostrar la inconve- 
niencia de esa actuación. 


En conclusión, todo es inconveniente: La devolucion 
de 84 hectáreas por N$ 639:000.000; la evaluación de una 
prestación de servicio de frío por 8 años, en nuevos pe- 
sos 228:000.000; reducir el pago en efectivo al 13 % de la 
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deuda y, además, diferirlo en 7 años; la autorización pre- 
vista para vender y gravar los bienes; la supresión de las 
garantías; la homologación judicial de la transacción; la 
escrituración inmediata de los bienes y la renuncia a co- 
brar e! aval bancario, de U$S 764.000. 


Además, debo decir, señor Presidente, que si no se 
justifica ni se explica el cambio del objeto ni de la forma 
de pago de la licitación, la devolución de un bien estima- 
do absurdamente en N$ 639:000.000, la condonación de la 
deuda o su transformación en una prestación de servicios 
por N¿ 222:000.000, y la reducción del pago en efectivo A 
U$S 615.000, sin intereses, si todo eso no se justifica ni se 
explica, repito, por lo menos podría entenderse que se ha 
querido beneficiar al deudor y perjudicar al acreedor. Pe- 
ro, por Jo menos, necesitamos que se garantice a éste y 
se prevean mecanismos jurídicos idóneos para el caso de 
que el deudor incumpla, sobre todo cuando se trata de 
una enipresa que durante seis años y medio no cumplió 
una sola de sus obligaciones, Por lo menos, debió tenerse 
la previsión elmenta! de garantizar al acreedor. Decir: 
vamos a darle plazo, a paralizar el juicio, a hacerie qui- 
tas, a cambiarle la forma de pago, a darle 7 años más de 
plazo para que termine de pagar, pero cuando menos pre- 
ver que ahora si, si dela de pagar una cuota, el juicio 
siga y de inmediato venga la sentencia que rescinda e: 
contrato, que haga efectivo el aval, que queden todos Jos 
bienes en poder del Frigorífico y que se vuelva a llamar 
a licitación. Lo que es absurdo, aberrante e inverosimil, 
es todo lo demás: darle largos y generosos plazos para 
pagar a un deudor que ha sido un incumplidor contumaz: 
no exigirie garantias; autorizarlo a vender los bienes y 
escriturárselos de inmediato, contra el pago del 1% del 
precio y, para colmo, presentarse al juez —y lamento que 
hoy no esté presente el señor senador García Costa, por- 
que voy a usar el tono coloquial que le es habitual, en 
su particular estilo-— el Frigorífico Nacional y decirle a 
ese juez que le iba a dar la razón, que estaba esperando 
para dictar la sentencia, “homologue Ud. la renuncia a 
mis derechos y contribuya Ud. también, buenamente, a 
salvar a mi deudor”. 


Pregunto a los abogados presentes: ¿alguno de uste- 
des como letrados, aconsejarian a su cliente algo seme- 
jante a la fórmula contenida en este principio de acuer- 
do aprobado por el Ministerio y que se ordenó firmar al 
representante del Frigorífico Nacional? ¿Alguno de ustedes 
aconsejaría a un cliente que después de esperar seis años 
y medio para cobrar, cuando tiene un juicio ganado, le 
condone al deudor las dos terceras partes de la deuda y 
acepte, a cambio de ello, la devo ución de un bien que 
no sirve absolutamente para nada, absurdamente sobre- 
valuado, una prestación de servicios durante 8 años, que 
no se sabe si va a poder cumplir, que reduzca el pago en 
efectivo a la séptima parte, y que sea abonado en otro 
lapso de 7 años y, además, le diga al deudor que escri- 
ture de inmediato, que salga corriendo y !le diga que pue- 
de escriturar contra la entrega del 1% de la deuda? 


¿Algún abogado haría eso? Eso es lo que ha hecho el 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca y es lo que 
le ha ordenado efectuar al Frigorifico Nacional, contra su 
voluntad. Esto no se le ocurriría ni a un tonto de capirote. 
como decian nuestras abuelitas; no se le ocurriría —uti- 
lizando ese término que un día nos aplicó el señor Mi- 
nistro de Defensa Nacional, doctor Chiarino— ni al orien- 
tal más pánfilo que haya en este país. Esto es algo que 
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no se debe hacer en ningún juicio y menos en uno que se 
tiene absolutamente ganado. Gedeón lo sabia, como decia 
el doctor Quijano, y el que asó la manteca, también. 


Alguna gente creía que el doctor Aguirre iba a hacer 
una exposición puramente jurídica e iba a decir que todo 
esto era ilegal. Lo voy a decir, pero lo que fundamenta!- 
mente me abisma, me asombra, es que se haya hecho al- 
go tan inconveniente, tan increíblemente falto de funda 
mento, tan formidablemente favorable a ese deudor, y tan 
extraordinariamente lesivo para ese acreedor que. en de- 
finitiva, es el propio Estado porque, aunque la ley no lo 
dice, todos sabemos que el día en que se termine la li 
quidación del patrimonio del Frigorífico Nacional, trabai- 
josamente construido durante 50 años por el Estado, que 
suscribió acciones en 1928 y por los productores ganaderos 
del país, que suscribieron acciones no cobrando sus hu 
ciendas contra boletos de retorno que daba el Frigorifico, 
todo ese patrimonio laboriosamente construido, ¿a dónie 
va a revertir? Al Estado. Y entonces, ¿quién se perjudica” 
El Estado, ¿Quién hace estas regalías en favor de uta 
entidad muy meritoria que tiene fines que comparto? El 
Estado. Y eso se hace en lesión del patrimonio de quien 
es parte en el juicio, interfiriendo en un pleito en el que 
el Estado no es parte. Por eso digo que el acuerdo »s 
absolutamente ilegal. Voy a tratar de demostrarlo brew: 
mente, porque me he extendido demasiado. 


Sostengo que el acuerdo es ilegal y que, por corsi 
guiente, lo actuado por el Ministerio también lo es, por 
las siguientes razones. En primer lugar, el Poder Ejecu- 
tivo y los Ministerios tienen ante todo la obligación «e 
cumplir y hacer cumplir las leyes, como lo señalan los 
artículos 168, inciso 4% y 181, inciso 1%, de la Constiti 
ción de la República. 


En segundo término, señor Presidente, el acuerdo es 
ilegal porque se ha violado el Decreto-Ley N* 14,810, ul 
dejar sin efecto za licitación, rescindir el contrato y ven 
der los bienes por un nuevo contrato, al margen del pro- 
cedimiento de la licitación pública. Por otra parte, se ha 
violado dicho decreto-ley, al dar órdenes al Frigorifico 
Nacional, que no es una dependencia del Ministerio ni está 
sometido a su jerarquía. Se trata de una persona pública 
no estatal, titular de derechos y obligaciones con patrimo 
nio propio, aunque éste se encuentre en liquidación. 


En este sentido, voy a citar la opinión del profesor 
doctor Horacio Cassinelli Muñoz, que figura en un dicta 
men que tengo en mi poder. Dice así: “La Dirección Ge- 
neral Interventora y Liguidadora no está sometida a jo 
rarquía del Poder Ejecutivo ni depende de éste en nin 
gún sentido jurídicamente relevante. El hecho de haber 
sido designada por el Poder Ejecutivo nada significa al 
respecto, pues hay múltiples ejemplos de miembros de 
Directorios o de Directores Generales de Entes Autónomos, 
de Servicios Descentralizados o de personas públicas no 
estatales, que son designados por el Poder Ejecutivo con 
venia de la Cámara de Senadores o sin ella y que juridi- 
camente no dependen jerárquicamente del Poder Ejecutivo. 
Tanto si se reputara que el Frigorífico Nacional era un 
Ente Autónomo coma si se lo considerara entidad no es 
tatal, la solución de principio sería la autonomía y tolo 
control administrativo del Poder Ejecutivo sobre la auto 
ridad administradora del organismo necesitaría un textin 
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constituciónal o legislativo que atribuyera competencia a 
los úrganos centrales.” 


En igual sentido se pronuncia el doctor Héctor Giorgi, 
en dictamen que también me ha hecho llegar. En él me 
manifiesta que no existe la menor duda de que el Poder 
Ejecutivo no es jerarca de la Dirección Interventora y Li- 
quidadora del Frigorífico Nacional y, por consiguiente, 
“no puede darle órdenes de ninguna especie porque cn- 
rece de poderes jurídicos en tal sentido.” 


Además, señor Presidente, la actuación se ha llevado 
a cabo por una vía de hecho, y esto es singular e irregu- 
lar desde el punto de vista jurídico. ¿Qué quiero decir” 
Que no ha habido acto jurídico. El lenguaje del Estado 
es el Derecho y se expresa a través de la ley, el decreto, 
el reglamento o la resolución. Aqui, ni el Poder Ejecutivo 
ha dictado un decreto ni el Ministerio una resolución. La 
nota que el señor Ministro dirigió al Director Interventor 
del Frigorífico Nacional no es un acto jurídico ni una ex 
presión válida de voluntad jurídica. Pero si se entiende 
que es un acto juridico —que no lo es— éste está viciado. 
porque carece de motivos. -Es nulo por inexistencia de los 
motivos, como lo enseña el profesor Sayagués Laso en la 
página 514 de su Tratado. Allí expresa que “La inexis- 
tencia de los motivos que justifiquen el acto administrati- 
vo produce invalidez absoluta e insanable”. 


Lo primero es obvio, porque surge de la Constitución 
de la República: se ha incumplido la obligación constitu- 
cional de cumplir y hacer cumplir las leyes. 


£n cuanto al incumplimiento del Decreto-Ley núme- 
ro 14.810, comio dice el doctor Gelsi Bidart, se ha rescin- 
dido lo acordado originariamente y se ha celebrado un 
nuevo contrato de compraventa sin licitación previa. Hay 
un nuevo contrato de compraventa, porque se varía el 
llamado a licitación y la oferta de CALFORU en cuanto 
al objeto. Son distintos los bienes vendidos y cornprados:; 
es distinto el precio; es distinto el modo de pagarlo; se 
suprimen las garantías exigidas; la entrega de los bienes 
no se hace más en calidad de mero tenedor sino de pro- 
pielarios; y se realiza la escrituración inmediata, que la 
licitación postergaba hasta que se terminara de pagar el 
precio. 


Por otra parte, es clarisimo el incumplimiento del De- 
ureto-Ley N9 14.810, porque la Dirección General Inter- 
ventora y Liquidadora tiene los siguientes poderes juri- 
dicos que voy a detallar de inmediato. De acuerdo con el 
urtículo 22 de este decreto-ley, esta Dirección tiene las 
facultades generales de Dirección y Administración. Más 
adelante, se dice que a los fines de la liquidación en vía 
administrativa, tendrá “las facultades de administración 
y disposición, y las competencias a que se refiere el ar- 
ticulo 39 de la Ley N9 14.774, de 27 de abril de 1978”. 
Este dice lo siguiente: “Para el cumplimiento de sus co: 
metidos la citada Comisión Liquidadora'' -——la de los £fri- 
goríficos INDAGRO, San Carlos y Palmares de Castillos- 
“dispondrá de los más amplios poderes de administración 
y disposición, sin limitaciones de especie alguna, sobre los 
bienes, acciones, obligaciones o derechos de la entidad pa- 
trimonial en liquidación”. “Le competerá igualmente la 
verificación de créditos, la definición de masa solven- 
te...” y sigue enunciando poderes jurídicos. Al final ex- 
presa: “... y demás competencias que sean necesarias pa- 
ra el logro de sus fines”. 
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Entonces, las normas legales vigentes no pueden ser 
más amplias en cuanto a la enunciación de competencias 
y u la atribución de poderes jurídicos de disposición y de 
administración sobre todos los bienes y el patrimonio del 
Frigorífico Nacional 


Sin embargo, el Ministerio ha desconocido los poderes 
legales de la Dirección General Administradora y Liqui: 
dadora del Frigorífico Nacional y, sustituyéndola, le ha 
dado órdenes en virtud de poderes juridicos que no tiene. 
Ello viola el Decreto-Ley N? 14.810. De acuerdo cón éste, 
el Poder Ejecutivo sólo tiene dos poderes jurídicos, res- 
pecto del Frigorífico Nacional en liquidación. El primero 
de ellos, es designar a la Dirección General y, naturalmen- 
te, en ello está implícito el cesaria o revocar su nombra- 
miento. El segundo, es fijar plazo para terminar la liqui- 
dación, poder jurídico que ha incumplido el Poder Ejecu- 
bivo tanto en la época de facto como en el período demo: 
erático. 


£l literal e) del artículo 22 dice; “Proceder en via 
administrativa a la liquidación del patrimonio del Frigo- 
rífico Nacional deníro del plazo que fije el Poder Ejecu 
tivo”. Ese plazo no se ha fijado y el Poder Ejecutivo ha 
incumplido esa obligación que, al mismo tiempo, es una 
facuitad. Pero no tiene ninguna Otra atribución, salvo las 
mencionadas: designar a la Comisión Administradora y 
Liquidadora y fijar ese plazo. Sin embargo, el Poder Eje- 
cutivo se ha atribuido la facuitad de darle órdenes, de 
disponer de los bienes del Frigorifico, de obligarlo a tran- 
sar en juicios. Reitero que el Poder Ejecutivo carece de 
esos poderes jurídicos. 


Por último, y en cuanto a la tercer ilegalidad, elju 
también es obvia. El Estado —ya lo he dicho— se expre- 
sa mediante el Derecho, a través de actos jurídicos, el 
Derecho es el lenguaje del Estado. 


El Poder Ejecutivo y los Ministerios tienen que ex 
presar su voluntad mediante actos administrativos, que 
se llaman decretos o resoluciones. Tiene que hacerlo, en- 
tre otras razones, porque esto da la posibilidad a los ad 
ministrados, a los eventualmente lesionados por las deci- 
siones del Poder Ejecutivo, de impugnarlos. Aquí, en cam 
bio, no hubo acto, no hubo decreto ni resolución. No hubo 
nada, simplemente, una nota en un papel membretado del 
Ministerio, firmada por el señor Ministro, en el cual se da 
una orden escrita. Pero esta no es una decisión estatal pú- 
blica. Nadie pudo enterarse de eso. Era un secreto entre 
el Ministro y el Director General del Frigorífico. Un se- 
ereto del cual me vine a enterar de pura casualidad. Por 
eso es que hoy estamos aquí discutiendo el tema. 


Por supuesto, señor Presidente, como este no es un 
acto administrativo, como no hay una resolución, aqui 
no hubo vistos, resultandos ni considerandos. No hay fun- 
damentación. No sabemos por qué el Ministerio dictó esta 
resolución. Ese es un misterio. Se desconocen los motivos. 
¿Cuáles son los motivos? Los motivos, según Sayagués 
Laso, según la doctrina de Derecho Administrativo, son 
“las circunstancias de hecho y de derecho que en cada 
caso Jlevan a dictar el acto administrativo”. ¿Cuáles son 
las circunstancias de hecho que llevaron a dictar el acto 
administrativo? ¿Cuáles son las circunstancias de derecho 
que llevaron a dictar este acto administrativo? Bueno, 
ninguna, porque no hay acto administrativo, Pero vi 3e 
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entiende que la nota es un acto administrativo, está omi 
tida la expresión de esas circunstancias de hecho y de 
derecho. 


El Ministerio podrá estar convencido de que fue un 
acto patriótico haber parado el juicio y disponer que se 
escrituren de inmediato los bienes a favor de CALFORU. 
Pero no se expresa por qué lo hizo, no dice en qué nor 
ma se fundamentó, no manifiesta cuál es la situación de 
hecho dada que lo obliga con esa urgencia a dar esa or- 
den. Si hay acto jurídico, es nulo, por la inexistencia de 
los motivos, pero si no hay acto todo también es ilegal 
porque no hay una voluntad válida de la Administración 
expresada en forma apta para producir efecto jurídico. 


Todo esto genera responsabilidad del Frigorífico Na- 
cional ante los licitantes, porque se ha violado el princi- 
pio básico existente en materia de la licitación, que es el 
de la igualdad entre los licitantes. Hay responsabilidad 
del Estado ante el Frigorífico Nacional, que es una per- 
sona jurídica distinta, porque a esa persona jurídica se 
la ha lesionado en su patrimonio, dándole órdenes ilega- 
les para que proceda en contra de sus propios intereses. 


En la opinión que me ha hecho llegar hoy el distin- 
guido profesor de Derecho Administrativo y jurisconsulto 
de autoridad indiscutida, doctor Héctor Giorgi, se me di- 
ce: “Sean quienes sean Jos propietarios, el Frigorífico Na- 
cional, el Estado o los antiguos accionistas, sea cual sea 
el destino ulterior del patrimonio del Frigorífico Nacio- 
nal, una cosa es indiscutible: que hay responsabilidad del 
Estado porque la Administración ha interferido en la eje- 
cución de un contrato imponiendo un cambio de condicio- 
nes económicas inconveniente para los licitantes e incon- 
veniente para el licitador. Hay responsabilidad ante los 
licitantes por violación del principio de igualdad y hay res- 
ponsabilidad ante la persona jurídica, que llamó a licita- 
ción por haber modificado la ejecución del contrato en 
su perjuicio”. 


Pero además, el propio Director General del Minis- 
terio, el doctor Delpiazzo, en la página 16 del repartido 
en el cual consta la consideración del tema en la Comi 
sión de Ganadería y Agricultura de la Cámara de Repre- 
sentantes, versión grabada de la sesión realizada el 7 de 
julio de 1987 dice: “En primer lugar, por las propias ca- 
racterísticas de este acuerdo, que lo único que hace es 
abrir un paréntesis en el juicio, desde el punto de vista 
jurisdiccional en cuanto al problema de fondo, se entiende 
que no podría haber reclamaciones de otros licitantes que 
se hubieran presentado en aquella instancia, por cuanto 
no se ha beneficiado al adjudicatario con ninguna quita 
uv] con ninguna nueva espera”. 


Esto, realmente, me resulta asombroso. Es decir que 
el doctor Delpiazzo admite que si se beneficia al adjudi- 
catario, concediéndole quitas y esperas que estaban fue- 
ra del pliego de condiciones, que estaban fuera de las 
cláusulas pactadas originalmente, en ese caso, naturalmen- 
te, hay responsabilidad ante los licitantes originales. El 
doctor Delpiazzo no dice que no haya responsabilidad por- 
que no se varió el contrato original, expresa que no hay 
responsabilidad porque no se concedió ninguna nueva qui- 
ta ni ninguna nueva espera. 


Pregunto: ¿qué es la devolución de un terreno inser- 
vible de 84 hectáreas, sobrevaluado en 10 ó 20 veces en 
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su valor venal hasta N$ 639:000.000 sino una formidable 
quita de las dos terceras partes del precio pactado? ¿Qué 
es decirle —cuando están vencidas todas sus obligacio- 
nes— que va a pagar con un arrendamiento de servicios 
a cumplir en ocho años y que va a abonar la séptima par- 
te de la deuda en efectivo durante siete años más, sino 
concederle unas formidables y extensísimas esperas a este 
licitante ganador de la adjudicación, que ya estaba en 
mora hace tiempo y enfrentado a una rescisión inminente 
en vía judicial, por una sentencia que ya no se podía pos- 
tergar más? ¿Qué es esto sino reconocer, por parte: del 
propio Director General del Ministerio, que la concesión 
de estas quitas exageradas y de estas esperas formidables 
al ganador de la licitación genera responsabilidad para el 
Estado, como lo prevé sabiamente el doctor Gelsi Bidart 
en su dictamen, ante quienes se presentaron en la licita: 
ción y resultaron perdidosos? 


No quiero insistir, señor Presidente, sobre la inconve- 
niencia e ilegalidad de lo actuado, porque me parece que 
estoy cansando al Senado. 


En otro orden de cosas, quiero referirme al secreto 
de lo actuado. Para mí, esto tiene una singular trascen- 
dencia. 


Al principio de mi exposición, dije que en el Estado 
democrático se actúa en forma pública y que en el sis 
tema republicano toda autoridad es elegible, es temporal 
y debe rendir cuentas; es responsable de sus actos Pero, 
naturalmente, para que rinda cuentas y sea responsable 
de sus actos, deben haberlos y estos deben publicarse, de 
be saberse qué es lo que está haciendo el Estado, el Po- 
der Ejecutivo. ¡Cómo se va a saber si no se dictan actos. 
si todo se resuelve en privado, por notas particulares di- 
rigidas a quienes se supone que están sometidos a la je- 
rarquía de determinados órganos del Poder Ejecutivo, aun 
que no lo estén! 


Reitero: para que las responsabilidades puedan ha- 
cerse efectivas, no pueden existir decisiones secretas. A 
mí me asalta la tentación de trazar un paralelo con lo 
que hizo la dictadura. ¡Bien se sabe qué es lo que opino 
sobre la dictadura! No preciso aclararlo ahora. Pero en 
este asunto del Frigorífico Nacional, de la licitación de 
sus bienes, la dictadura actuó a cara descubierta, Quizás 
haya actuado brutalmente, tal vez con error, pero esa es 
otra historia. La dictadura no ocultó nada a nadie, no 
realizó, entre gallos y medias noches la clausura del Fri- 
gorífico Nacional. Envió un proyecto de ley al Consejo 
de Estado y lo hizo aprobar como una ley. Como una ley 
había creado al Frigorifico Nacional, por otra se dispuso 
el cese de su actividad. Esa ley se publicó en todos los 
diarios del pais y en el Diario Oficial. Todos en este pais 
sabíamos que el gobierno habia cerrado el Frigorifico Na- 
cional. Además, que llamaba a licitación para la compra 
de los activos de ese frigorífico. La misma se hizo en 
forma regular, se publicaron los avisos en los diarios, las 
bases de la licitación estuvieron a disposición de todos los 
interesados. Todo el que quiso se presentó y ganó quien de: 
bía ganar. La adjudicación de la oferta se publicitó, todos 
supieron en qué condiciones había ganado la licitación el 
adjudicatario. Los perjudicados, eventualmente, pudieron 
interponer los recursos administrativos si hubieran consi- 
derado que la licitación se había adjudicado en forma 
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irregular. Pero nada de ello ocurrió. Todo se hizo de fren- 
te, con claridad, a la luz pública y en forma regular, a 
pesar de que lo hacía la dictadura. Nadie supuso que allí 
habían cosas raras. Habrá estado equivocada, habrá ae- 
tuado mal, habrá sido una decisión políticamente nefasta 
vu no; pero todo cl pais se enteró. 


En cambio, ¿qué ha ocurrido ahora? Lo que ha suce 
dido ahora es que todo se arregló en conciliábulos, dentro 
de cuatro paredes en el Ministerio, Allí fue un dia 
CALFORU, golpeó la puerta o la llamaron del Ministe- 
rio. Esto surge del repartido que tengo en mi poder, El se 
ñor Subsecretario dice que CALFORU se presentó y el 
señor Director General afirma que llamaron a CALFORU. 
Pero eso no interesa. La llamaron o se presentó. Lo cierto 
es que se pusieron de acuerdo para negociar entre ellos. 
Y bueno; así lo hicieron y acordaron ordenarle al Frigo- 
rífico Nacional que clausurara el juicio y se aviniera a 
aceptar esta transacción, totalmente lesiva de sus intere 
ses. Nada se instrumentó jurídicamente; nada se informú 
a la opinión pública; nada se publicó. Todo se hizo a la 
chita callando. 


¿Por qué se está discutiendo esto aqui hoy? Porque 
nosotros nos enteramos de casualidad, entre los múltiples 
problemas y preocupaciones de carácter político que tene- 
mos como legisladores, Un dia, uno de ¿os tantos grupos 
de gente que andan por el Palacio planteando sus inquie- 
tudes o lamentándose de las cosas que han perdido por 
obra de la dictadura o del Gobierno democrático, se pre- 
sentó ante nuestra puerta. Era una delegación de obreros 
del Frigorífico Nacional que creímos nos iban a sOlicitar 
la reapertura de este Organismo. En cambio, nos vinieron 
a mostrar documentación probando que, después de no 
haber pagado nada, se iban a entregar a los deudores los 
bienes del Frigorifico y, además, se iban a escriturar a 
la carrera. Y asi se terminaba todo. Nosotros creímos que 
estaban exagerando, pero cuando vimos el dictamen del 
doctor Gelsi Bidart, advertimos que no estaban exageran- 
do, que era cierto, que se iba a enajenar en forma total- 
mente inconveniente e ilegal una parte importante del 
patrimonio público, que mucho había costado construir, a 
lo “aro de 50 años. 


Y asi como nosotros nos enteramos de casualidad, 
también el Senado se ha enterado de casualidad. Nosotros, 
que estamos sobrecargados de preocupaciones y de pro- 
blemas, pudimos haber dicho que haríamos un pedido de 
informes y veriamos qué pasaba. No; optamos por la in- 
lerpelación, porque el plazo se acercaba, ya que el 30 de 
setiembre está ahí, golpeándonos. No tuvimos más re- 
medio. 


Ahora se entera también el país; pero tanto nosotros 
como el Senado y el país, nos hemos enterado de casua- 
lidad porque todo se habia hecho en secreto. Censuramos 
este modo de actuar, que es impropio de la forma en que 
deben manejarse los asuntos públicos en la democracia, 
y es incompatible con el Estado de Derecho. 


Preguntamos: si todo estaba bien, si todo era regu- 
lar, si todo era conveniente y legal, ¿por qué se actuó en 
secreto? ¿Por qué el día que se celebró el acuerdo no se 
salió a la opinión púb!ica? Tantas conferencias de prensa 
que se hacen, tantas cadenas de televisión —se dice que 
hoy a las 20 horas va a haber una más— que se utilizan 
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y, sin embargo, ¿por qué no se salió a decir que se resol- 
vía el problema del Frigorifico Nacional, que se resol- 
vía el problema de CALFORU, que se traía tranquilidad 
a los pequeños granjeros y horticultores, así como a los 
ccoperativistas de primer grado? Se pudo haber dicho: 
“Miren qué magnifica solución, se resuelve el problema 
legal y este es un arreglo en bien de todos, del Frigorifi 
co y del pais”. No se dijo. ¿Por qué? Porque no se debía 
tener mucha seguridad de que fuera así; de lo contrario, 
se habría dicho. Y si yo no me entero de ello de casua- 
lidad, téngase la certidumbre de que el 30 de setiembre 
se escrituraban todos los bienes sin que el país pudiera 
enterarse. 


Probablemente se va a hacer igual, porque se presen- 
tó el escrito, se homologó judicialmente y ahora va a ser 
difícil desde el punto de vista jurídico —lo confieso—- re. 
vertir la situación, salvo que CALFORU incumpla las po- 
cas obligaciones que ha asumido. 


Ya que digo que no opté por el pedido de informes, 
quiero aclarar otra cosa más. Este asunto no era desco- 
nocido para algunos señores legisladores; por algo hubo 
que venir a hablar de é: el 7 de julio a la Comisión de 
Agricultura y Pesca de la Cámara de Representantes, Dos 
legisladores de nuestro Partido, uno de los cuales está 
presente en Sala —el señor senador Tourné— presenta- 
ron pedidos de informes para que todo esto se aclarara. 
El 23 de junio lo hizo el señor representante Stur'a. Su 
pedido de informes, luego de hacer el trámite adminis. 
trativo con relativa celeridad, llegó el 9 de julio al Fri- 
gorífico Nacional. El director de este Organismo respondió 
en el día todas las interrogantes planteadas por el señor 
representante Sturla. Dos meses y medio más tarde no 
hay respuesta al pedido de informes. 'Todos estos días me 
he preocupado en Hamar insistentemente a la Secretaria 
de la Cámara de Representantes, para no hacer una afir- 
mación en falso. He hablado con e! funcionario de dicha 
Secretaría, doctor Machado, y con el prosecretario señor 
Bermúdez, y también lo han hecho funcionarios de mi 
secretaría particular en el Senado. He solicitado que si en 
el día de hoy llegaba la contestación al pedido de infor- 
mes, se me comunicara de inmediato. Pero dos meses y 
medio después de que todo lo preguntado por el señor re. 
presentante Sturla y contestado por el Frigorifico Nacio- 
nal estuviera en el Ministerio, se sigue sin contestar al 
señor legislador. 


El 19 de julio [ue el señor senador Tourné quien plan- 
teó ei pedido de informes. El 12 de agosto —esta vez las 
cosas se movieron más lentamente en el Ministerio— llego 
el pedido de informes. De inmediato contestó también el 
Frigorífico Nacional, aunque esta respuesta era un poco 
más compleja, porque se pedían una cantidad de docu- 
mentos. Eso volvió, por supuesto, al Ministerior, Hoy, 24 
de setiembre, a la Secretaría del Senado tampoco ha lle. 
gado la contestación al pedido de informes. Todos los do- 
cumentos que se pedían están en poder del Ministerio, pe- 
ro los informes no se contestan. 


¿Por qué no se contestan los informes? ¿Es por el 
simple acostumbramiento a no dar importancia al control 
parlamentario? Con esto no hago cargos al Ministerio de 
Ganaderia, Agricultura y Pesca. Al comienzo de la Legis- 
latura envié un pedido de informes al Ministerio de Trans. 
porte y Obras Públicas, que nunca fue contestado. A veces 
oigo que algunos colegas reclaman que se les conteste tal 
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Oo cual pedido de informes; pero yo no insistí, porque, al 
fin y al cabo, el asunto respecto del cual sclicitaba in- 
formes había perdido actualidad y yo tenia otras preocu- 
peciones. 


Hice otro pedido de informes, esta vez al Ministerio 
de Economía y Finanzas, y tampoco se me contestó. ¿Ese 
es un mecanismo correcto de control parlamentario? ¿Esa 
es una actitud respetuosa de las facultades del Parlamen- 
to? Pero en este case, además de actuarse en secreto, hay 
dos pedidos de informes, y éstos tampoco se contestan. 
Primero se actúa de esa manera y cuando e' Parlamento 
fuiere informarse no se le respond?. ¿Esto es correcto, 
señor Presidento? ¿Debe admitirlo el Senado? 


Alirmo que si se hubieran contestado de inmediato 
los pedicios de informes, como se debió hacer -—como es 
obligatorio hacerlo— como por un deber de elemental res- 
ponsabilidad los señores Ministros tienen que hacerlo por 
rerpoto al Parlamento y a "os legisladores que actúan en 
ejercicio de una facultad constitucional, con toda seguri- 
dad quienes hubieran llevado adelante este asunto ha- 
brían sido el señor representante Sturla y el señor se- 
mador Tourné. Pero como no se les contestó, como no se 
hizo nada hoy estamos aquí interpelando al señor Minis. 
tro. Todo esto podría haberse ahorrado. Todo esto que 
quizás a gunos considerarán una pérdida de tiempo —yo 
no lo considero eso, sino un servicio al país— se podria 
haber evitado, porque hace dos meses que el Ministerio 
Cebió haber contestado, poniendo todos les hechos en co- 
horimiento del Parlamento. Pero eso no se bizo. 


Entonces, señor Presidente, porque eso no se hizo es 
que ahora el señor Ministro está sentado aquí. Quizás 
otra vez conteste los pedidos de informes y asi no habrá 
vesesidad de llamarlo a Sala. 


En conclusión, señor Presidente —y ahora si voy a 
terminar- - quiero hacer una serie de preguntas sobre pun- 
tos concretos. Sé que mi exposición ha sido larga, puede 
haber sido un poco desordenada y puede haber resultado 
un tanto farragosa, por lo que pudo haber confundido 
no sólo a quieres nos escuchan, sino al señor Ministro que 
es quien tiene que dar las explicaciones. 


Había dos preguntas previas en el llamado a Sala, pe- 
ro yo quiero hacer Otras bien concretas para que el señor 
Ministro me las responda. Son las siguientes: 


1) ¿Quién tomó la decisión de celebrar este acuerdo 
con CALFORU? ¿El Ministerio o el Poder Ejecutivo? 


2% ¿La decisión se tomó en conocimiento del infor- 
me coufrario del asesor letrado del Frigorifico Nacional, 
doctor Gelsi Bidart? 


3) ¿Se tuvo conciencia de que los bienes con que 
CALFORU pagaba las dos terceras partes de su deuda, 
avaluados en N$ 639:000.000, son bienes del acreedor, son 
bienes del Frigorifico Nacional? 


4) ¿Se tuvo conciencia de que eso no cra un pago 
por entrega de bienes, sino una rescisión del contrato? 


5) ¿Quién o quiénes, en base a qué Criterios y con 
oué asesoramiento, estimaron las 84 hectáreas que se de- 
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vuelven en NS 639:000.000, a razón de NS 7:600.000 la hoc 
tárea? 


6) ¿Por qué no se tomaron en cuenta las facturas 
presentadas a CALFORU en diciembre de 1980 por cl Fri- 
gorífico Nacional, la nota del 17 de junio de 1981 de 
CALFORU aj Frigorifico Nacional, y la tasación de! Banco 
Hipotecario del Uruguay, de la que resultaban valores to 
talmente distintos y menores? 


7) ¿Por qué el Ministerio se inclinó por la tesis de 
CALFORU respecto al pago de bienes y no por la de' do2- 
tor Gelsi Bidart, que lo consideraba una rescisión del con- 
trato como lo reconoció el doctor De!piazzo, Director Ge- 
neral del Ministerio, ante la Comisión de Ganadería y 
Agricultura de la Cámara de Representantes? 


8) ¿Por qué no se estipularon intereses algunos, m 
los vigentes en plaza, ni el modesto 6% de la Ley N? 14,500, 
para los pagos en efectivo que CALFORU se cbligca a hr. 
cer durante 7 años? 


9) ¿Por qué se suprimieron las garantias existente: 
en el contrato y no se exigieron otras sustitutivas? 


10) Ante la inexistencia de garantías, ¿tiene el Mi- 
nisterio la seguridad de que CALFORU podrá cumplir las 
obligaciones que cumple para el futuro? 


11) ¿Se tuvo conciencia de las consecuencias jurídi 
cas de la homologación judicial de la transacción p.an- 
teada por CALFORU y resistida por el doctor Gelsi Bl 
cart en su carácter de asesor letrado del Frigorifico Na- 
cional? 


12) ¿Por qué se aceptó, contra la práctica conslante 
en los negocios inmobiliarios, escriturar los bienes a fa 
vor de un comprador que queda debiendo el 99% del pre 
cio? 


13) ¿Por qué se hizo un acuerdo tan generuso para 
el deudor, sabiendo que éste nada había pagado durante 
6 años y medio, que estaba enfrentado a una inminente 
sentencia rescisoria y no tenia ningún poder de nego- 
ciación? 


14) ¿Con qué asesoramiento jurídico adoptó el Mi- 
nisterio la decisión de celebrar este acuerdo con CALFORU” 


15) ¿El Ministerio cree no haber violado el Decreto- 
Ley N? 14.810? En caso afirmativo, ¿en qué fundamento 
jurídico respalda su posición? 


16) En opinión del Ministerio, ¿qué normas lo auto- 
rizan a dar órdenes a la Dirección General Interventora 
del Frigorífico Nacional? 


17) ¿Por qué la orden se dio en una nota privada 
y no se instrumentó con la debida fundamentación cm 
una resolución forma! del Poder Ejecutivo o del Minis- 
terio? 


SEÑOR RICALDONI. —- ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SEÑOR AGUIRRE. — En este momento terminaba, 
señor Presidente, y por ahora cederé el uso de la pala- 
bra. de lo que seguramente he abusado. 
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Con mucho gusto, concedo la interrupción que me 
sojícita el señor senador Ricaldoni. 


SEÑOR PRESIDENTE. -- Puede interrumpir el señor 
senador. 


SEÑOR RICALDONI. -— Simplemente, señor Presiden- 
te, quisiera saber si de este lado del hemiciclo tendremos 
fortuna de contar con una copia de ese ían largo in- 
terrogatorio del señor senador Aguirre, porque por más 
ilidad que tengamos para tomar notas, no lo hemos 
podido captar en su totalidad. 


SENOR PRESIDENTF. Puede continuar el señor 


senador Aguirre. 


SEÑOR AGUIRRE. -— Ante un interrogatorio tan lar- 
re y preciso, ereo que es de elemental sentido común y 
Ceferencia el bacer o llegar al señor Ministro. Ya lo ha- 
b'a hecho pasar a máquina a esos efectos, pero no que- 
vi adelantarme en el cur.o de mi exposición. 


Por otra parte, si bien los cargos se ham formulado 
eó el correr de la exposición, me parecería razonable si 
el señor Ministro quisiera, que éste tomara su tiempo pa- 
ra Jeer y meditar este cuestionario. 


Por ahora nada más, señor Presidente. 


SEÑOR MINISTRO DE GANADERIA, AGRICULTURA 


a PESO Pic la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la pelabra el señor 


¿Ministro de Ganadería, Agricultura y Pesca. 


SENOR MINISTRO DE GANADERIA, AGRICULTURA 
Y PESCA. Señor Presidente: en primer lugar quiero 
áteir que me siento profundamente honrado de estar en 
e-te honorable recinto, representativo de los más altos 
im lores de muestra democracia, especialmente por ser ésta 
la primera vez que me toca acudir en calidad de Ministro. 


Debo manijeztar que haré una exposición en la que 
dará respuesta aj cúmulo de preguntas tomuiladas por el 
«hor senador Aguirre y 4 GUlra caniidad de interrogan- 
tes que lueron planteavas en lorma reitecada en el curso 
de su expusición. No sé si en esas 17 preguntas se resu- 
men lodas sus interrogantes, pero st estoy seguro de que 
en mi exposición estarán contenidas, en distintas partes 

-autigue No con el orden en que jue hecho e! cuestio- 
nario todas las respuestas a Jos puntos que él plantea. 


Sin embargo, antes de comeuzar mi disertación, de- 
ep vealizar dos O tres precisiones. 


En primer lugar, no me parece adecuada la afirma- 
ción de señor senador Aguirre en el sentido de que 'no 
iba a permitir que la discusión se desviara hacia deter- 
minada área, como por ejempio la de! mérito de las coo- 
perativas o la de la actividad del Frigor.fico Nacional. 
Personalmente, voy a contestar discurriendo por los cani- 
les que me indica mi convicción; mo puedo permitir que 
se me acote el margen de maniobra meta para respon 
der a un interrogatorio tun abundante y tan extenso en 
el tiempo como el que realizó el señor sonador Aguirre. 
Por otra parte, él mismo discurrió largamente por el área 
de una cooperativa y del Frigorivico Nacioral, y debo Ce- 
cir que eso realmente me sorprendió Juezo de haber exctl. 
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chado su primera afirmación. No sé si a mi se me esta 
vedado entrar en ese tema, pero digo, señor Presidente, 
cuo la furdamentación de 'o que vamos a hacer está pro- 
fundamente ligada a los conceptos que poseemos y a la 
valoración que hacemos del significado social del sistema 
conperalivo, como administradores y como gobernantes. * 


Aquí se ha dicho varias veces que el ex Frigorifico 
Nacional estuvo marginado de las discusiones y que el 
Ministerio “negeció” con una de las plantas. Sin embar 
go, luego se lee un informe en el que se dise que la in- 
tervención del asesor jurídico del ex Frigorifico Nacional 
se ha limitado a tales o cuales campos. Pienso que cada 
cual se autolimita a 'o que quiere hacer, pero si se re- 
conoze que su intervención estuvo ligada a determinados 
campos, se está reconociendo en forma incontrastable que 
desde el principio hasta el fin se intervino en todo lo que 
se ha hecho, que no fue un negociado —como se ha di- 
rho aquií— sino que sienta las bases Ge un acuerdo que 
teidrá que ser ratificado y escriturado con todas las ga 
rantias y avales que equivocadamente se ha mani'estodo 
que se hicieron desaparecer, cuando absolutamente nada 
de esto ha desaparecido. 


Antes de entrar a mi exposición, también quiero de 
cir que reiteradamente se habló de que esto fue hecho 
en secreto, y no puedo aceptarlo. Es por ello que salgo 
del contexto de lo que quiero expresar, que lógicamente 
ya ha sido armado, y desde ya pido excusas a todos los 
señores senadores si abuso del tiempo de que dispongo 
para hacer uso de la palabra. 


Debo decir que aquí no hubo ningún secreto y el se- 
ñor senedor Aguirre es el primero en reconocerlo, 


El señor senador expresa que en el Ministerio hay 
informes que están archivados desde hacc dos meses; 
también hace referencia a una discusión pública que tu- 
vo lugar en una Comisión de la Cámara de Representan- 
tes; pero se olvida de que una de las partes de este acuet- 
do es una cooperativa, y detrás de ella hay 30.000 fami- 
lias de productores, Estas familias si sabian que se esta- 
ba haciendo esto y ¿o sabian desde diciembre del año 
pasado. Quizá el señor senador Aguirre no tiene contacto 
con esa gente. Pero no sólo esta gente estaba en cono- 
cimiento de esto y no sólo existe la garantía de una coo- 
perativa, «ino que deirós está todo el sistema cooperativo; 
no sólo CALFORU estaba interesada, sino toda la pirá- 
mide cocperativa, que empieza con los p?quenos produc- 
tores y termina en la cúspide de cooperativas agrarias 
fedoradas, que se interesan por lo que sucederá, de aqui 
en más, con todo el sistema cooperativo, Ellos sí estaban 
enterados, y no sólo eso, sino que al dia siguiente d2 es- 
tablecerse as bases para el acuerdo, CALFORU reviza 
una conferencia de prensa que sale publicada -—Mo T€- 
cuerdo exactamente el día, pero quien lo desee podrá ubi- 
car fáciimente la fecha-- además de las varias a las que 
hace referencia el sistema cooperativo en sus publicacio. 
nes normales en los periódicos. 


Con respecto a” carácler secreto con que se desarto- 
"6 la operación, existen ciertos aspectos que me aman 
poderosamente la atención, porque este acuerdo no fuc 
realizado en secrelo, “entre gallos y mediasnoches”, ala- 
bando los procedimientos de la dictedura. Es cierto que 
la dictadura postró 4 medio país con esos brillantes pro- 
exdimientos y como consecuencia de ello están arruina- 
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dos 30.000 pequeños productores. Ahora nosotros tenemos 
motivaciones para defenderlos, mediante estas bases de 
acuerdo. 


Esos son los procedimientos que se halagan de la dic- 
tadura y ése el oscurantismo de la democracia. Sincera- 
mente, me quedo con los procedimientos de la democra- 
cia. 


Las bases de acuerdo que fueron presentadas ante un 
Juez decían en su petitorio, punto 3, que se mandara ex- 
pedir testimonio para las partes y una tercera via para 
cl Ministerio de Ganadería, Agricu'tura y Pesca, a efecto 
del conocimiento de sus funciones o facultades, Se fa- 
culta para el retiro de tales testimonios a los Letrados 
firmantes O a los Procuradores. 


Realmente no entiendo por qué se hizo referencia 4 
planos e inventarios por parte del señor senador Aguirre. 
Nosotros no los hemos podido conseguir. Los hemos soli- 
citado muchas veces a la administración del ex Frigorí- 
fico Nacional, pero reitero que no los obtuvimos. Posible- 
mente nos corra la misma suerte que con los informes 
A que hacía alusión el señor senador Aguirre. 


Debo aclarar que el Ministerio de Ganaderia, Agri- 
cultura y Pesca evacua no menos de 150 pedidos de in- 
Tormes por mes. El señor Presidente del Cuerpo sabe que 
esto es así, porque justamente él es quien nos envía !os 
provenientes de la Cámara de Senadores, Para cumplir 
con ellos debemos ocupar a muchos funcionarios durante 
gran cantidad de horas, y lo hacemos con enorme gusto. 


Aprovechamos la ocasión para pedirle sinceras discul- 
pas al señor senador Tourné por no haber podido cum- 
plir esta vez con su pedido de informes. El señor Direc- 
tor General de: Ministerio, doctor Delpiazzo, me llamó la 
atención sobre ese punto hace alrededor de ocho dias, 
cuando regresé del exterior. En aquélla oportunidad le 
manifesié que no me parecia ético que a último momento 
nos apresuráramos para cumplir um pedido de informes 
cuando teníamos por delante una interpelación. 


(Apoyados. Muy bien) 


—Es sorprendente que se haga referencia en Sala al 
valor de las tierras que se le devuelven al Frigorifico Na- 
cional. Se las compara con las mejores del país. Pero, ¿es 
posible que alguien que tenga sensatez pueda pensar que 
en esas tierras se va a plantar trigo o tomates? Se trata 
de un predio con frente a la bahía. que posee un muelle 
que le hemos dejado expresamente, y que cuenta, además, 
con los servicios de UTE, OSE y ANTEL. A 'os efectos de 
compararlo con los valores correspondientes al año 1980, 
se olvida mencionar que dicho predio se encuentra a po- 
cos metros del nuevo acceso a Montevideo, lo que le da 
un valor estratégico excepcional. Creo que no va a haber 
otro en iguales condiciones, cuando se realice la licita- 
ción como corresponde, en el que se puedan realizar fu- 
turos emprendimientos industriales. 


En virtud de los nuevos accesos, dicho predio se en- 
cuentra a 10 ú 15 minutos del centro bancario de la ciu- 
dad. Quisiera saber si este predio se puede, entonces, com- 
parar con tierras agrícolas, o con las tierras de Rincón 
del Pino, cuyos valores oscilan en U$S 1.500 y cuya fina- 
lidad simplemente es la plantación de papas. 
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Más adelante vamos a decir cómo se determinó todo 
esto. 


El valor que se adjudicó es de U$S 1,50 el metro cuu- 
drado, en una zona donde --cualquier ciudadano puede 
hacer verificaciones a través de casas inmobilarias.-- se 
manejan negocios por U$S 3 el metro cuadrado. Se lo lle- 
ga a comparar con el predio adquirido por CONAPROLE, 
que es ciego y con frente a la vieja avenida de salida de 
Montevideo. ¿Quiere decir esto que las obras nuevas que 
se realizan en el pais no afectan el valor de los predios? 
Entonces, ¿para qué realizamos esas obras? Creía que ha- 
cíamos las obras para habilitar oportunidades industria. 
les y que pretendíamos accionar las leyes de Zonas Fran- 
cas para me;orar las inversiones en el pais. 


Recuerdo la época en que las tierras en Rincón de! 
Pino valían U$S 50 la hectárea y hoy valen USS 1.500. 
Esto se debe a los cambios que se dieron en el país. Esto 
únicamente se puede medir contra la potencialidad de una 
oportunidad industrial. Luego de que se licite, no va Y 
haber otra igual en esa zona de influencia. 


Me senti obligado a hacer estos comentarios, un poro 
fuera de contexto y a continuación entraré en el plan 


que me había trazado para contestar el conjunto de pro- 
guntas que se me formuló. 


¿Cuál es el motivo de la interpelación? Sin duda, son 
las derivaciones del contrato de adjudicación de la planta 
de Puntas de Sayago del Frigorífico Nacional, contrato que 
en cumplimiento de la Ley N* 14.810, tras el procedimien- 
to licitatorio correspondiente, suscriben el adjudicatario 
CALFORU y el ex Frigorífico Nacional, en setiembre de 
1980. 


En ese contrato hubo incumplimiento por parte de la 
cooperativa. Sobre este hecho nos referiremos más ade- 
lante. Esta situación provoca en 1984 la intimación e im- 
cio de juicio por rescisión de compromiso de compraventa 
por parte del ex Frigorífico Nacional. 


Antes de la iniciación del juicio la cooperativa hace 
sucesivos p.anteos frente al gobierno de la dictadura --.Lo- 
do esto está documentado— pero ninguno es contestado 
Lo mismo sucede con los pedidos de los productores. 


Fue recién el Parlamento democrálico el que busen 
una solución financiera a los productores. También moso- 
tros pretendemos encontrar soluciones a las necesidades 
de las organizaciones de productores, ya que solamente 
con su presencia será viable el esfuerzo productivo de 
los pequeños y medianos productores granjeros. 


La cooperativa realiza sucesivos planteos ante el Mi- 
nisterio de Ganadería, Agricultura y Pesca explicando su 
situación y buscando fórmulas integrales, que no sólo in- 
volucraban su Obligación con el ex Frigorífico Nacional 
-—es muy importante decir esto— sino que sus peticiones 
se enmarcaban en un contexto más complejo que inc'u:a 
toda la problemática del sector granjero. 


El gobierno de entonces —año 1983— se limita a nom- 
brar una Comisión Interministerial especial, Instalado el 
gobierno democrático, en función de la gravedad de la 
situación del sector granjero, de pequeños y medianos 
productores, y de la preocupación reflejada en todos los 
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sectores políticos —esto no es privativo del partido que 
integro — se toma una posición scbre la situación de 
CALFORU. Se crea entonces una Comisión Interdiscipli- 
naria especial para estudiar a fondo la viabilidad futura 
de la cooperativa CALFORU. 


Esta Comisión sesiona durante un año, hasta fines 
de 1986, y escucha a todos los sectores involucrados. En 
ella comenzaba ya a proponerse ej tipo de solución que 
finalmente el Ministerio recoge en su intervención, Y pre- 
gunto al señor :enador Aguirre si esto era un secreto. 
¿Acaso tendremos que comprar un diario y publicar todo 
lo que hazemos, además de los decretos presidenciales y 
de las resoluciones ministeriales? 


A poco de concluirse el trabajo de la Comisión, el 
magistrado que entiende en el juicio rescisorio del com- 
promíso de compraventa convoca a las partes —ex Fri. 
vorifico Nacional y CALFORU— el 10 de diciembre de 
1486, para una audiencia de conciliación. Luego de un 
proceso de polarización de las partes, que comienza en la 
poca de la dictadura, el Juez las llama para ver si se 
puede, antes de dictar sentencia, llegar a una transac- 
ción. Y así se inicia una serie de hechos que va a culmi: 
nar con la presentación de las bases para un acuerdo. 
No hay absolutamente nada definitivo ni lo habrá hasta 
que se escriture, con todas las garantias que exigirán los 
asesores de ambas partes. 


En cómo se desarro'lan estos hechos, están centradas 
las preguntas del señor senador Aguirre y las respuestas 
que vamos a dar. 


¿Por qué interviene el Ministerio y cómo lo hace? 
Esta es la parte esencial de todo el problema. No se pue- 
de tener una cabal comprensión de este asunto, si no se 
tiene perfectamente elaro el contexto de esta interven- 
ción. 


Cuando hablemos de los aspectos juridicos de todo 
este proceso, tan extensamente detallados por el señor 
senador Aguirre, contaremos con el asesoramiento del doc- 
tor Catlos Delpiazzo y precisaremos, desde el punto de 
vista cronológico, cómo sucedieron los hechos. 


Debo señalar que el Ministerio de Ganadería, Agrl- 
cultura y Pesca interviene a pedido de ambas partes. 


La Comisión Interventora y Liquidadora de! Frigorí- 
fico Naciona] se dirige en primer término a esa Secretaría 
de Estado, a través del Director General Interventor, doc- 
tor Geninazza, y del asesor jurídico del citado Frigorífico 
y le piden que haga una evaluación acerca de cuál tiene 
que ser la conducta a seguir frente al llamado de la jus- 
ticia para una audiencia de conciliación. Luego, la Otra 
parte concurre al Ministerio y solicita también criterios 
y bases para encuadrar una negociación, en la que ambas 
eran absolutamente soberanas. Es decir que solicitan ins- 
trucción —estas son las palabras que se utilizan el dia 
18 de marzo por parte del asesor jurídico del ex Frigo- 
rífico y del Director Geninazza— a los efectos de saber 
cómo manejarse frente a una posib'e transacción solici. 
tada por el Juez. 


El Ministerio interviene, entonces, para prestar una 
colaboración que se le pide. En ningún momento sustituye 
u obliga a las partes, cosa que además no puede hacer, 
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como el propio señor senador Aguirre lo ha demostrado 
Si bien el Ministro designa al Director General, éste no 
es subordinado jerárquico, y, por lo tamto, puede o no 
presentar las bases de acuerdo estructuradas dentro de! 
encuadramiento que buscó dar el Ministerio a las partes. 
Es decir que no las obliga, sino que les da el marco ju- 
rídico para que dentro de él discurra la voluntad tran- 
saccional de dichas partes. 


Es fundamental definir cuál es ese marco, referido 
a !íneas de gobierno y a la defensa de los intereses ge 
nerales de la sociedad. Pero para ello es necesario defi. 
nir claramente a las dos partes actoras del juicio, a su 
entorno y a su significado en la politica agropecuaria, 


El Frigorífico Nacional, creado en 1928, durante mu- 
chos años representó para el pais una inversión impor- 
iamte y trascendente. Se construyó una planta de gran 
capacidad y, en sus primeros 25 años de funcionamiento. 
cumplió cabalmente con los objetivos para los cuales ha- 
bia sido creado: actuar como ente testigo y detender los 
intereses nacionales en el mercado de haciendas y en la 
exportación de carne y subproductos, que hasta la fecha 
habían sido dominadas por empresas extranjeras. Pero 
el tiempo no transcurrió en vano. La tecnología indus- 
trial evolucionó, así como las exigencias de los mercados 
importadores. La empresa sufrió dificultades económicas 
por estos y otros motivos. El deterioro a fines de los años 
sesenta dio lugar a una serie de estudios e informes acer- 
ca de las posibilidades de su recuperación. 


Una misión del Banco Mundial, en el año 1970, obie 
tó lo rudimentario de los procesos de matanza; la playa 
de faena, por la gran cantidad de superficies de madera 
y absorbentes; la ineficiencia de las cámaras frigoríficas 
y la escasez de corrales techados. Asimismo, señaló una 
serie de defectos técnicos. 


En mayo de 1978, muy pocos meses antes de que se 
dictara la ley que suprime al Frigorífico Nacional, el Ins- 
tituto Nacional de Carnes, a través de su Unidad de In- 
genisria y Procesos Tecno!ógicos, presentó un informe de 
análisis de situación y adecuación del Frigorífico Nacio- 
nal, Del mismo, se extraen las siguientes conclusiones. 


“Respecto a la playa de feana de vacunos, dado que 
la obra civil y la mayoria de los equipos resultan inacep- 
tab!es desde el punto de vista de la adecuación a las not- 
mas higiénico.sanitarias, Se considera que esta sección es 
prácticamente irrccuperable.” 


Respecto a las cámaras, señala que solo una de las 
tres con que contó la planta es recuperable mediante la 
reparación de paredes, pisos, techos, etcétera. De los co- 
rrales, se dice que ese sector no cumple con los requisitos 
básicos necesarios. O sea que hay un conjunto de consi- 
deraciones y como este informe es público voy a hacer 
un intento por abreviar. 


Como conclusión el informe de INAC descarta la po- 
sibilidad de un programa de remodelación y esto es lo im- 
portante. 


En 1985, ya instalado el Gobierno democrático y bajo 
la, responsabilidad de este Ministerio un nuevo informe de 
INAC a la Junta del Instituto concluía: 19%) No se consi- 
dera posible la puesta en marcha del establecimiento da- 
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das las condiciones del mismo. 2%) No se entiende justi- 
ficable el reacondicionamiento o remodelación de la plan 
ta ya sea en forma total o parcial dado su estado de de- 
terioro, razón por la cual no se han estimado las posibles 
inversiones que ello implicaria. 


Esto es importante para que se tenga en cuenta cuan- 
do se dice que cómo es que ahora no vale y antes valia: 
cómo cs que antes valía 8 y ahora 4. ¿Es que el ticmpo 
no pasa? ¿La obsolescencia industrial no es un concepto 
reconocido? ¿La renovación industrial y tecnológica no 
anda en el mundo? ¿O es que anda en otras partes y por 
aquí no la vamos a considerar? 


Su reactivación. descalificada técnicamente por to- 
dos los informes citados nos lleva a decir que la reactiva- 
ción del Frigorífico Nacional no es un proyecto de este 
Gobierno. Suprimido por el Decreto-Ley NY 14.810, ha 
sido discutida su posible reactivación en el Parlamento y 
el Gobierno ha dado su posición negativa fundada entre 
otras razones por la capacidad ociosa de nuestra industria 
en el sentido horizontal, o lo que es lo mismo decir, ca- 
pacidad excedentaria de faena. Falta de desarrollo verti- 
cal de la industria: la carne se exporta con poco Valor 
Agregado. Nivel de competencia suficiente, asegurado por 
un número de plantas y operadores importantes a lo cual 
se agrega la reciente incorporación del sector productor 
al industrial a través de la Central Cooperativa de Carnes. 


A esto nos referiremos juego en relación al significa- 
do de CALFORU en lo que tiene que ver con el sector 
graujero y en homologia a lo que es la Central Coopera- 
tiva de Carnes al sector de carnes, en homología lo que 
es la Central Cooperativa Lanera al sector lanero, en ho- 
moiogia a lo que es la Central Cooperativa de Granos al 
sector de granos. 


La política del Gobierno en materia de carnes está 
dirigida a aumentar la oferta de materia prima estimu- 
lando la productividad del rodeo nacional por un lado, y 
á aumentar el Valor Agregado de nuestra capacidad in 
dustrial actual: para aumentar el vaior y la seguridad de 
nuestras expo:taciones. El desarrollo de nuestro sector 
granjero para complementar nuestras carnes en la elabo- 
ración de platos preparados. sí es un objetivo de alta 
prioridad y en él se está trabajando. Esto también va a 
tener relación con las consideraciones de la decisión po- 
litica que hace y el compromiso y el protagonismo que 
adquiere el Ministerio para dar el encuadre de estas ne- 
gociaciones. 


De todo esto, y sin entrar a analizar las causas ex- 
ternas e internas que se sumaron en un proceso de dete- 
rioro muy prolongado se deduce que del predio de Puntas 
de Sayago sólo puede mantenerse operativo y con las in- 
versiones que sean necesarias la parte de agroindustria y 
el frio que le da servicio siendo irrecuperable el sector de 
industria cárnica como tal, playa de faenas. En cambio. 
todo el predio ticne un valor comercial muy elevado, bá- 
sicamente por su ubicación estratégica para emprendimien- 
tos industriales de cualquier tipo, por los servicios de UTE, 
OSE, por sus accesos, por el frente sobre la bahía y es- 
pecialmente, en relación a esto último, por el muelle que 
le da condiciones excepcionales de abordaje directo por 
vía marítima. 
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Al principio mencioné la importancia con respecto 4 
los valores de 1980 y a los de hoy por el nuevo acceso 
a la ciudad de Montevideo que pone este emprendimiento 
industrial a 20 minutos del centro bancario de la Rep 
blica. 


Hemos definido una de las partes actoras porque us 
fundamental que hagamos esta definición porque como 
Ministerio nos interesa hacerlo. Ello es necesario para po- 
der dar la orientación de política que se pretendía y que 
se le pidió al Ministerio por las partes frente a la instan 
cia conciliatoria del Juez interviniente, 


La otra parte actora es la Cooperativa de segur'o 
grado CALFORU. 


Permítame, señor Presidente, hacer una revisión «de 
la actuación de esta cooperativa de segundo grado y anu- 
lizar también su inserción y función dentro del organi: 
grama de todo el sistema cooperativo nacional y dentro 
de este, su especial y directa vinculación al sector de pe 
queños y medianos productores granjeros. a los efectos 
de concluir cuál es la concepción del Gobierno en estu 
materia. Esto va a definir el encuadre político que sumi- 
nistró el Ministerio para contribuir a la transacción entre 
las dos partes, contribución que, vuelvo a repetir, se le 
pidió expresamente. 


El movimiento cooperativo agrario se inició en el pors 
a principios de este siglo. Un jalón muy importante pa 
el movimiento cooperativo es la creación en 1910 de Las 
sociedades de fomento rural econ el objetivo de mejorar 
la producción y los servicios del medio rural. 


En 1915, estas sociedades se unen para formar la Co 
misión Nacional de Fomento Rural. Las sociedades +. 
fomento rural que, si bien no eran instituciones coopera 
tivas, cumplieron desde su inicio muchas actividades 
picamente de ese carácter. La aprobación de la Ley 1 
mero 10.008, del 5 de abril de 1941 dio un marco legal 
apropiado para ei desarrollo del cooperalivismo. Al an 
paro y fomento de esa ley se dio impulso a una rápida 
expansión dei sistema cooperativo en todo el ámbito na- 
cional agrario. Las nuevas cooperativas desarroilarán ais 
ladamente importantes acciones en las áreas de comer 
cialización, de insumos y productos y algunas de ellas con 
variado suceso incursionaron en la industrialización de 
producciones del agro. Surgió entonces la necesidad de 
formar cooperativas de segundo grado, es decir, coope- 
rativas cuyos socios a su vez son cooperativas, a efectos 
de aunar estos esfuerzos en el área de comercializacion. 
Luego de la fallida experiencia de FENACOA en la dí 
cada del 50, la Comisión Nacional de Fomento Rural pro- 
picia la creación de CALFORU, Cooperativa Agraria Li- 
mitada do Sociedades de Fomento Rural con el objetivo 
expreso de aumentar el poder de compra y venta de lo; 
pequeños y medianos productores agrupados en las so 
ciedades de fomento rural. CALFORU obtiene su perso- 
neria jurídica el 14 de diciembre de 1961, siendo por tan- 
to, la más antigua de las cooperativas de segundo grado 
que funcionan. En base a su experiencia en el ámbito de 
comercialización de productos hortifrutiícolas y granos, 
surgieron la Central Lanera en 1967, la Central Coopera 
tiva de Granos y más recientemente la Central de Carnes 
con su anterior inserción en el sector industrial apoyada 
por este Gobierno y por todos los sectores políticos. 
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Digo con absoluta seguridad que huy CALFORU nu- 
ciea a 80 sociedades de fomento y cooperativas que cuen- 
tan con 30.000 socios. De acuerdo a estas cifras se puedo 
afirmar que esta cooperativa de segundo grado agrupa 
vasi cl 50% de las sociedades cooperativas existentes en 
+*l ámbito agropecuario y a más del 60 '£ de los asociados 
a institucioves de este carácter. 


Luego de definir la esencia de CALFORU creo que 
es importante delallar las actividades desarrolladas pm: 
ella en la planta de Puntas de Sayago. 


No puede dejar de reconocerse las dificultades «que 
ira enfrentado esta cooperativa y que nu son Otra cosa 
que el reflejo de las que sufrió el sector, que fue absolu- 
tamente abandonado a su suerte —no se estableció nin- 
gún tipo de politica a su favor— agredido por importa- 
ciones de sustitutos, favorecidos por un atiaso cambiario 
de años anteriores, 


Las «estadísticas demuestran que ha sido el secior 
granjero el que ha experimentado una mayor emigración 
de familias rurales. Entre el censo de 1970 y el de 1980 
aparece una caida de 10.000 productores rurales, la que. 
como se ha comprobado, corresponde en su mayor paste 
a dicho sector, 


Entonces, señor Presidente, con un sector en esias 
condiciones, ¿podía haber una cooperativa rica? La coope- 
rativa, ¿puede ser otra cosa que un fiel reflejo de la pa- 
sada situación general del sector granjero? 


Desde la toma de posesión —por parte de CALFORU--- 
de las instalaciones del Frigorifico Naciomal, la coopera- 
tiva desarrolló las siguientes actividades, trascendentes 
pura el desenvolvimiento del sector granjero, a través del 
procesamiento de producciones provenientes de cooperati- 
vas de primer grado del sistema con destino, en algunos 
casos a la exportación. y en otros, al mercado interno. 


Por ejempio, en el rubro miel, el volumen exportado 
por CALFORU representó el 37 % del total a nive) nacio- 
mal. La miej que exportó CALFORU en 1986 provino de 
1.300 productores apícolas. La remisión promedio fur de 
590 kilos. Si no fuera a través de la acción de una coupe 
rativa que ha Jogrado la valorización de este producio. 
vanalizándolo hacia la exportación, ¿quién podría comer- 
clalizar 590 kilos? ¿De dónde proviene esa consignación 
de 1.300 productores? De 24 cooperativas y sociedades 
de fomento de Y departamentos. Ej destino de las expor- 
taciones de ese año fue Alemania, Brasil y Suiza. O seu 
que el trabajo de pequeños productores con establecimien- 
tos de una, dos, tres y cinco hecláreas, están llegando a 
Alemania y Suiza, el que se valoriza a través de esta 
cooperativa de segundo grado. 


Entiendo que es importante para el Ministerio desta. 
var esto, señor Presidente, para hacer una justa valora- 
ción política de su conducta. 


En el tema citrus, señalo que la cooperativa, en las 
instalaciones del Frigorifico Nacional, en una área de 4.000 
metros cuadrados techados, ubicó una planta de “packing” 
de procedencia española, adquirida en 1981, a un costo 
de U$S 350.000. En 1987 esta planta fue ampliada a un 
costo de USS 170.000. La misma da trabajo a 180 ope- 
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rarios durante el periodo de zafra, que va de mayo a nu- 
viembre. La exportación ha sido el destino de la fruta 
procesada. En 1987 los volúmenes exportados han llegao 
a USS 1:218.000. Esta cifra ha ido a parar, en forma di- 
recta y transparente, a la economía de 350 pequeños pro- 
ductores, que significan prácticamente el 20% del total 
de los citricolas del país. 


La importancia de esta actividad citrícola, señor Pre- 
sidente, fue expresamente reconocida en el documento 
preparado por las Cooperativas Agrarias Federadas para 
e! Primer Encuentro Cooperativo realizado en la ciudad 
de Melo, en 1986. Me estoy refiriendo al año pasado y a 
la organización que está en la cúspide de la pirámide del 
organigrama del sistema cooperativo nacional y que es, 
diríamos, su brazo político. 


En su Declaración de Melo, de 1936, las Cooperativas 
Agrarias Federadas dijeron lo siguiente: “Los productores 
citrícolas pequeños han logrado su inserción en el canal 
comercial, uniticándose en una £ola marca hacia afuera 
del país, que lo identifica a través del sistema cooperativo. 


El movimiento cooperativo, a través de la acción de 
CALFORU, se mostró sensible al problema de los pegue- 
ños productores; a tal punto que si no hubiera realizado 
un importante esfuerzo en el año 1983, para colocar los 
limones, un importante número de productores hubiera 
tenido que retirarse de la producción. La cooperativa ha 
realizado inversiones en un “packing” y plantea la ins 

lación de una agroindustria de forma de permanecer en 
la producción, posibilitando a productores de menores re- 
cursos incorporarse a un esquema productivo exportador” 


Estas palabras, señor Presidente, no son mías sino del 
Congreso Nacional de Cooperativas Agrarias Federadas 
celebrado en 1986. 


En materia de hortalizas y frutas la cooperativa re- 
tomó la operación de la planta industrial existente. Los 
productos procesados han sido, principalmente, tomate, 
membrillo, durazno, arvejas, maíz dulce y otros. En el 
mismo periodo se exportó un total de 8.900 toneladas. Lus 
productos fueron remitidos por 18 cooperativas de base y 
consignadas por pequeños y medianos productores del área 
hortifrutícola del sur del país. Basta citar los nombres 
de las sociedades que han remitido tomate, para visuali- 
zar la importancia que socialmente, reviste esta actividad: 
Sociedad Fomento Rural de Migues, Sociedad Fomernio 
Rural de Tapiales, Sociedad Fomento Rural de San Bau- 
tista, Sociedad Fomento Rural “Los Arenales”, Socied.:l 
Fomento Rural “Puente de Las Brujas”, Sociedad Fomen- 
to Rural “Defensa Agraria”, Sociedad Fomento Rural 
“Colonia Wilson”, Sociedad Fomento Rural “Orillas del 
Plata”, Sociedad Fomento Rural de Santa Rosa, Coopera- 
tiva Calmayo y Sociedad Fomento Rural de San Antonio. 
Todas ellas están vinculadas a la problemática —creo qt:e 
por todos conocida— del noreste de Canelones. 


Me voy a referir ahora a los servicios de trio. El arren- 
damiento a terceros ha sido permanente. Según el informe 
de la Comisión designada a efectos de estudiar la situa- 
ción económico-financiera de la cooperativa, esta activided 
ha sido, no obstante, permanentemente deficitaria en fun- 
ción de los altos costos de mantenimiento que ha rcque- 
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principio-— de los análisis llevados a cabo por las suce- 
sivas misiones del Banco Mundial y de otros organismos 
internacionales con respecto de la situación de las insta- 
laciones del Frigorífico. 


Otra de las actividades de la cooperativa ha sido la 
comercialización de insumos. Desde 1979 la cooperativa 
cumple, en cuanto a venta de fertilizantes, una tarea muy 
importante, no tanto por el volumen comercializado sino 
por la función testigo que, en materia de precios, ha sig- 
nificado su participación en el mercado. El volumen ope- 
rado ha sido del orden de las 10.000 toneladas anuales. 
Esto hay que compararlo con el de aproximadamente 
100.000 toneladas que se comercializan en el país. 


También, señor Presidente, corresponde hacer una 
breve mención a las inversiones que se realizaron. Esto 
es muy importante tenerlo en cuenta al analizar las al- 
ternativas que se pudieron manejar con relación a la 
situación, que se fue acumulando a la situación límite 
a la cual se llegó con respecto a esta compañía, en el 
momento en que la Justicia pide, precisamente, una tran- 
sacción o una posibilidad de transacción, en el juicio. 


Decía, entonces, que se había hecho un importante 
vúmero de inversiones. No voy a referirme a todas ellas 
porque tengo el propósito de agilitar el tratamiento del 
tema y en lo posible, resumir. Pero entre el empaque de 
cítricos, más la incorporación de un galpón anexo, la em- 
pacadora de film termocontraíble, nuevas máquinas para 
el procesamiento de arvejas, y las nuevas líneas de pro- 
cesamiento de tomate, recientemente instaladas, se ha rea- 
¡izado una inversión que está inserta en ese núcleo que 
en las bases de acuerdo se aconseja debe quedar para la 
cooperativa y que no está en situación de ser trasladada 
--me refiero a ese corazón, que se deja, de 8 hectáres, en 
un total de 95— que llega a la suma de U$S 694.000. 


Con respecto al incumplimiento de CALFORU ¿quién 
puede negar que hubo incumplimiento por parte de esta 
institución? Ello es consecuencia de muchas causas. La 
primera de ellas es el reflejo, la prolongación de la situa- 
ción que vivió el sector granjero abandonado en una au- 
sencla total de politicas de desarrollo y a una agresión 
con un sistema de cambio que lo enfrentaba a una com- 
petencia muy desfavorable con respecto al producto im- 
portado. 


Creemos que también hay que señalar algunas causas 
importantes de su imposibilidad de cumplir. 


Disminución del consumo interno: a partir de 1980 
se operó una pérdida del poder adquisitivo de la pobla- 
ción, consecuencia de una sostenida disminución del sala- 
rio real que afectó el consumo interno de productos de 
granja elaborados —y sabemos que existían muy pocas 
posibilidades de exportación—— como, por ejemplo, con- 
servas y dulces, agravada por una política monetaria, que 
a través de una moneda sobrevaluada, favoreció la com- 
petencia de productos importados. 


Pese a ello la cooperativa inició y operó en forma 
continuada, recibiendo la producción de miles de trabaja- 
dores del campo, tal como hemos señalado. 


Otras causas fueron: las dificultades del sector agri- 
cola-granjero y la falta de rentabilidad, especialmente por 
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ser, pequeños y medianos los productores que se nuclean 
en las sociedades que integran CALFORU y la variación 
de la política cambiaria de noviembre de 1982. Siendo 
importante el endeudamiento en moneda extranjera de 
CALFORU, al romperse la “tablita”, se le originó una 
pérdida, por diferencia de cambio, que al cierre de ese 
ejercicio significó N$ 160:000.000. También las altas ta- 
sas de interés influyeron negativamente en los resullados 
económicos de CALFORU, dado que a efectos de desarro- 
lar su actividad y por carecer de capital propio, siempre 
trabajó en base a préstamos para financiar sus operacio- 
nes con los productores, tanto en su actividad industrial - 
como en el abastecimiento de insumos y bienes de capital. 


Pero —y para seguir abreviando— simplemente digo 
que es muy importante destacar que esos números rojos 
que figuran en la Cooperativa, no están en la economía 
de los pequeños productores que la integran y ello fue 
en función de la actividad de esta cooperativa. 


Por otra parte es muy importante destacar que esu 
deuda que impidió el cumplimiento y que generó el pa- 
sivo que hoy tiene, debería ser considerada a otros nive- 
les, como el de la Corporación para el Desarrollo. A efec- 
tos de ser coherentes con este paso que damos hoy. 
pensamos que esa deuda que actualmente figura cn 
CALFORU, deberá ser considerada —y está siendo consi- 
derada— en la Corporación para el Desarrollo. Hay defi- 
nición política a nivel del Gobierno para que esta Ins- 
titución se agregue a la solución que se intenta en estas 
bases de acuerdo para resolver la problemática en la plan- 
ta del Frigorífico Nacional y que, junto con esta solución, 
se arbitren otras con el resto del endeudamiento, porque 
de lo contrario de nada sirviría. 


Conclusiones. La Cooperativa, con muchas dificulta- 
des, ha desempeñado desde que concentra su actividad 
agroindustrial en la planta de Sayago, un rol especial- 
mente significativo en lo que tiene que ver con la viabili 
dad productiva y económica de, por lo menos, diez o quin- 
ce mil pequeñas unidades granjeras, agrupadas en socie- 
dades de fomento rural, con especial vinculación a las 
zonas críticas, como el Noreste de Canelones. 


Estas funciones pueden resumirse en compra conjun- 
ta de insumos, asistencia técnica, recibo y procesamiento 
de pequeñisimos volúmenes de producción, imposibles de 
de comercializar decorosamente en forma individual y de 
importantes inversiones, que ya fueron señaladas, en los 
sectores de la planta que tenían que ver con la agroin- 
dustria. Todo esto fue realizado con las dificultades antes 
mencionadas y que, al concentrarse en la cooperativa de 
segundo grado, entraron un mayor deterioro de la situa- 
ción de las granjas familiares individuales. 


Si se analizan en conjunto los aspectos referidos, tal 
como lo hizo expresamente el Grupo de Trabajo Especial 
del Ministerio, se visualiza que si se pretende un cambio 
profundo en el sector granjero, viabilizando el cambio 
tecnológico y una orientación exportadora, será necesa- 
rio, entre otras cosas, fortalecer el rol de las organizacio- 
nes de productores, respetando su actual estructura or- 
gánica que empieza con la unidad familiar agrupada en 
cooperativas de primer grado o sociedades de fomento 
rural y éstas apoyadas en estructuras de segundo y ter- 
cer grado, como CALFORU y CAFU. Ya se han realizado 
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interacciones concretas, como el Acuerdo Intercooperativo 
de las Cooperativas Hortíicolas del Norte CALAGUA Y 
CALNU, eon las sociedades de fomento del Noreste de 
Canelones, y en donde se asigna a CALFORU una función 
muy concreta de abastecimiento, procesamiento y comet- 
vialización. 


Todo esto que expresamos aquí y que para nosotros 
es vital en relación a las explicaciones que se nos piden. 
no quiere decir que sea la única línea de acción del Go- 
bierno en materia de politica granjera sino que habrá 
muchas otras que ya han sido publicitadas. Por ejemplo. 
la Ley de Creación del Plan Granjero, créditos subsidia- 
dos para reconversión, Ley de Riego, Ley de Investiga- 
ción, cooperación técnica internacional y a esta última nos 
vamos a referir cuando digamos el por qué de la necesi- 
dad de la escritura de las ocho hectáreas. No puede ha- 
ber cooperación técnica internacional, si no hay una es- 
critura realizada legitimamente, con todas las garantias 
gue quieran establecer ambas partes y que libremente 
pueden hacerlo, porque todo lo que ha hecho el Ministe- 
rio es dar instrucción en respuesta a un pedido de esta 
naturaleza. 


Indudablemente, dentro de una política orgánica, el 
rol del cooperativismo en el futuro desarrollo de los pe- 
queños y medianos productores granjeros, es algo que no 
sólo impulsa el Gobierno sino que estoy seguro —y quie- 
ro decirlo expresamente— que comparten todos los par- 
tidos politicos, todos los señores senadores que me hacen 
el honor de escucharme. El Gobierno ha llevado esta po- 
lítica, no como filosofía propia sino compartida por to- 
dos los sectores políticos, a todas las áreas del cooperati- 
vismo, como por ejemplo, entregar la nueva infraestruc- 
tura de silos en el Noreste del país a incipientes núcleos 
de productores que se consolidaron y que hoy conforman 
cooperativas en pleno desarrollo; quitar el lastre a un 
endeudamiento que frenaba su acción a tres importanti- 
simas cooperativas del litoral, mediante la acción conjun- 
ta del Banco de la República y el Plan de Silos, que in- 
volucra al Ministerio de Transporte y Obras Públicas y 
al de Ganadería, Agricultura y Pesca. Con esta orienta- 
ción se va a posibilitar el futuro de dichas cooperativas. 
Desconozco si a esto se le ha dado difusión o es secreto. 
pero sí sé que se está haciendo y es conocido por la gente 
a la que le interesa el quehacer agropecuario. Asimismo 
se facilita la participación del sistema cooperativo en el 
sector de industrialización de carnes, lo que se ha hecho 
sin regalias —que a nadie les sirve-— pero con condicio- 
nes adecuadas, integrando el Frigorífico INPROGRAN a 
la Central de Carnes, y que. por otra parte, todos cono- 
cen los plazos que se le ha dado a esta Cooperativa de 
segundo grado, homóloga en sus funciones de lo gue debe 
ser CALFORU en el sector granjero. 


Esto compone, señor Presidente, un organigrama glo- 
bal del sistema cooperativo nacional que, con una estruc- 
tura piramidal, tiene en su base a los productores, luego 
a las cooperativas primarias que los agrupan regional- 
mente; posteriormente, a las cooperativas de segundo gra- 
do, que cumplen la gestión de comercialización y proce- 
samiento. Todas ellas están agrupadas por medio de una 
entidad, que es su brazo politico, es decir, Cooperativas 
Agrarias Federadas. 


Por su parte, 'as estructuras intermedias de segundo 
grado están compuestas por Central de Carnes, Central 
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Lanera y Central de Granos; es aquí donde debe estar 
CALFORU, en lo que hace a la granja. Ese es su papel 
futuro. Por sus antecedentes, por la experiencia capitali- 
zada, por la cantidad de cooperativas primarias que la 
integran, por la masa de productores granjeros que hay 
detrás de ellas, por las transformaciones que requerirá y 
que han sido expresamente reconocidas por sus propios 
integrantes, y por la consideración de su endeudamiento 
extra Frigorifico Nacional, debe estar a nivel de la Cor. 
poración para el Desarrollo. Pero, señor Presidente, si re- 
conocemos esto articulado en una política sectorial gram- 
jera vital para el pais, debemos empezar por llevarla a la 
práctica. Cuando un juez convoca a las partes a una ins- 
tancia de conciliación, y éstas le piden al Ministerio un 
marco político, que inevitablemente tiene que darlo, pues- 
to que debe estar presente en la negociación —ya que 10 
podia hacerlo ni CALFORU por ser parte interesada, ni 
tampoco la Dirección General Interventora, porque no es 
ni su competencia ni su área específica— no podia mirar 
para el costado, sino que asumiendo una responsabi'idad 
que es una obligación de gobierno, debía aportar ese mar- 
co sin que ello significara desmedro o disminución algu- 
na para las partes actoras. Y esto, señor Presidente, fue 
lo que hicimos. 


Pido disculpas a los señores senadores, pero me veo 
obligado a continuar con esta exposición —que a lo me 
jor se hace muy sobrecargada— porque en las preguntas 
gue formuló e” señor senador Aguirre hay, realmente, un 
énfasis muy importante en lo que tiene que ver con 1os 
aspectos juridicos, A nadie escapa que yo no soy jurista 
y que, por Jo tanto, tengo que apoyarme en la ayuda que 
me brinda la Asesoría Jurídica del Ministerio, liderada 
por su Director General, el doctor Carlos Delpiazzo, reco- 
nocido especialista en Derecho Administrativo y, también, 
Catedrático de 'a Facultad de Derecho y Ciencias So- 
ciales, 


A continuación, señor Presidente, voy a hacer una !i- 
gera cronología de cómo se producen los hechos, para po 
der llegar a las bases del acuerdo, a fin de que se vea 
bien claro que el protagonismo que adquiere el Ministerlo 
para dar ese encuadramiento político a la negociación, 
proviene de un pedido de las partes. 


Debo señalar que el doctor Gelsi Bidart —-por quien 
tengo el más profundo respecto, y a quien me une una 
profunda amistad de muchos años-— concurrió más de una 
vez a mi despacho, y que sus propuestas, incluso, fueron 
trasladadas a la Presidencia de la Repúbiica para ser con- 
sideradas, dado el prestigio y la validez de sus asevera- 
ciones. Este proceso transcurre desde la primera instancia 
en que e' juez pide intervención a las partes, convocando 
A una audiencia el 19 de febrero, realizando otra el 18 
de marzo. Las autoridades de] Frigorifico y el Ministro, 
prosiguieron con un contacto permanente que se hizo bajo 
la conducción y el protagonismo del Ministerio, del cual 
hoy no me voy a desdecir, porque creo que correspondía 
realizarlo, ya que estábamos ante una situación limite 
que había que reso'ver. Dicho proceso culmina con el dic. 
tado de una sentencia, 


Ante los reiterados incumplimientos de CALFORU en 
lo que refiere a sus obligaciones contractuales, el ex Fri- 
gorífico Nacional promovió la demanda rescisoria del con. 
trato oportunamente celebrado. En ese momento, el Juez 
interviniente, por decisión propia, resuelve llamar a las 
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partes para efectuar una audiencia previa al dictado de 
la sentencia, Entonces, por decisión exclusiva del Juez, las 
partes son convocadas el 19 de febrero. Notificados el ex 
Frigorifico Nacional como parte actora de la audiencia, 
el Director General Interventor y Liquidador del ex Fri- 
gorítico Nacional, doctor Santiago Geninazza y el Asesor 
Letrado, doctor Gelsi Bidart, solicitan audiencia con el 
señor Ministro de Ganadería, Agricultura y Pesca, a efec- 
tas de determinar conjuntamente cuál habria de ser la 
posición a Adaptar. 


Esto pone de manifiesto que la primera intervención 
del señor Ministro de Ganadería, Agricultura y Pesca es 
a requerimiento de 'a propia Dirección General Interven- 
tora y Líquidadora del ex Frigorífico Nacional, frente a 
la decisión judicial de llamar a las partes a un compa- 
rendo conciliatorio. 


Al celebrarse la reunión entre el Director General In- 
terventor y Liquidador de' ex Frigorifico Nacioral y el 
Asesor Letrado con el señor Ministro, y estando presente 
el Director General de Secretaría, el doctor Gelsi Bidart 
propuso que la única alternativa a plantear era que 
CALFORU abandonara el predio de Puntas de Sayago a 
cambio de la renuncia por el ex Frigorífico Nacional a 
su crédito y a su demanda rescisoria, Esto demuestra cla- 
ramente 'a intervención y el protagonismo que tuvo di- 
cho Frigorífico. 


Es evidente que no habia una obligación a que cl 
ácuerdo final al que liegan jas partes fuera el deseado. 
Ls. propuesta era que CALFORU abandonara la planta; 
esto significaba Su cierre, puesto que no podía afrontar 
esa responsabilidad; con el endeudamiento que entrenta- 
bi y no tenía posibilidad de Mevar a cabo un traslado. 


Me importa significar que la propuesta que hace el 
Asesor Juridico del Frigorífico consiste en aceptar la de- 
valución contía hada, renunciando a todos los derechos 
par daños y perjuicios. Esa propuesta fue trasladada al 
Ministerio el 18 de marzo de este año. Posteriormente, voy 
a solicitar al contador Lombardo --que maneja mejor los 
números que yo-- que haga un cotejo entre 'o que se lo- 
fra 0 pretende lograr, devolviendo al patrimonio del ex 
Frigorifico Nacional y, por lo tanto, a la sociedad, ochen- 
ta y cinco hectáreas, con las condiciones a las cuales nos 
referimos anles, más el pago de un precio por las ocho 
hectáreas en donde quedaría instalada la cooperativa. 
Comparemos esto con la entrega de las noventa y cinco 
hectáreas contra absolutamente nada y la renuncia de 
toos las derechos por daños y perjuicios. 


Este criterio fue valorado por el Ministerio, se efec- 
tunron las consuitas pertinentes a nivel dei Poder Eje- 
cutivo y, finalmente, se estimó que no ¡e correspondía a 
Aquél intervenir en el curso de un juicio proto a ser sall- 
cionado, para acompañar o avalar un criterio tendiente 
á que CALFORU abandonara la planta de Puntas de Sa- 
yago, cuando muy presumiblemente, ése sería el conte- 
nido de la sentencia a recaer en el ¿uicio rescisorio. Dicho 
de otra forma: sí la sentencia se dictara frente al incum- 
mimiento c'aro, liso y llano de CALFORU, seguramente 
€ fallo condenaría a esta empresa a dejar la planta de 
Puntas de Sayago. Si el Juez convocaba a las partes para 
buscar una solución o un acercamiento, no parecia Opor- 
tuno ofrecer como transacción adelantar lo que habria 
de cer el fal'o judicial, y contra nada. Así se le comunicó 
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al Director General Interventor y Liquidador do] Frigor:- 
fico Nacional y a su asesor letrado, de mecdo que éste 
concurrió a la audiencia con la posición de no interferir 
en el fallo judicial, si de expu'sar a CALFORU se trataba 


En esa audiencia, cl apoderado de CALFORU, el dos 
to: Carlos Payssé Cash, planteó la necesidad de buscar 
una alternativa de soiución que viabilizara la continuidad 
de CALFORU en 'a explotación de la planta ya referida. 
No ob:tante, no formuló ninguna propuesta concreta, por 
lo cual el apoderado del ex Frigorífico Nacional, dector 
Gelej Bidart, se limitó a una actitud de expectativa, ante 
lo que el Juez resolvió fijar una nueva audiencia, a efec 
tos de posibilitar que CALFORU planteara «'guna alter 
nativa concreta que pudiera ser trasladada a la otra par- 
te y, eventualmente, aceptada por ésta, para solucionar 
él diferendo. 


La descripción de los hechos ocurridos hasta la tina- 
iización de esta primera audiencia y la inquietud del Jurz 
de realizar una segunda, ratiíican 'a conclusión ya ex- 
puesta de que la iniciativa para buscar una solución con- 
vencional fue originalmente judicial. 


Planteada, entonces, la posibilidad de esta segunda 
audiencia, CALFORU se presenta ante las autoridades del 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, a efectos 
de promover algunas de !as soluciones para la permanen- 
cia de la planta de Puntas de Sayago, que habian sido 
objeto de análisis por parte de los distirtos grupos d* 
trabajo que sucesivamente habian examinado la situación 
feonómico. financiera de la empresa. No obstante su in- 
tegración con representantes del Ministerio de Economia 
y Finanzas y del Banco de la República, siempre habían 
funcionado en el Ministerio de Ganadería, Agricultura y 
Pesca. 


Frente a! requerimiento de CALFORU, el Ministerio 
adoptó una actitud de expectativa. Es decir, sí CALFORU 
entendia viable una solución negociada, ella debia propo- 
nerle las alternativas al ex Frigorifico Nacionai. El Mi 
nisterio de Ganaderia, Agricultura y Pesca ofrecia, en 
todo caso, sus buenos oficios para analizar la viabilidad 
«de esa propuesta, si la misma se enmarcaba en la política 
de fomento del cooperativismo que él tiene trazada y que 
tundamentamos extensamente en Ja primera parte de 
nuestra exposición. Coadyuvaba, así, a la iniciativa judi- 
cial de aproximar a las partes, de por sí muy alejadas, 
luego de un ¿uicio 'argo y duro en los términos trami. 
tados por ellas. 


Luego de varias visitas de los directivos de CALFORU, 
éstos concretaron en una suerte de memorándum de in- 
tención, algunas de las posibilidades que considoraban que 
podían viabilizar un acuerdo. En general, todas ellas se 
apoyaban en la posibilidad de realizar inversiones con 
cretas en determinadas árcas que posibilitaran atender las 
deudas de la empresa con acreedores bancarios y no ban. 
carios. Apuntaban a devolver todas aguellas partes del 
predio del ex Frigorifico Nacional no utilizadas por la 
cooperativa, asi como a regu'arizar, desde cl punto de vis. 
ta juridico, la titularidad de la porción del predio que 
ellos conservaran a efectos de mostrar, desde ese ángulo, 
una situación saneada frente a los órganos de crédito y 
de cooperación internacionales, de los cuales tenian ofer- 
tas, como ocurría con la Agencia para el Desarro'lo, con 
<dzcblerno francés y algunas otras iniciativas similares. 
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También se planteaba por la cooperativa un periodo 
úe gracia y largos plazos para pagar. Respecto a esta úl- 
tima parte, desde un principio, el Ministerio señaló su in- 
conveniencia, dado el tiempo que CALFORU llevaba ins- 
talado en Puntas de Sayago sin habsr cumplido sus cbli- 
caciones y atendiendo a que los plazcs originalmente re 
ciamados por esta empresa eran, inclusive, superiores a los 
p.cvistos por la Ley de Refinanciación del Endeudamitn 
to Interno y Otras pautas que podían tomarse en cuenta 
frente a una situación como la que se estaba estudiando. 


Te 'o que hasta aqui se ha expuesto, surge ccn cla- 
ridad un par de conclusiones que es conveniento subrayur. 


En primer lugar, que la iniciativa para buscar un 
acuerdo entre CALFORU y el ex Frigorifico Nacional fue 
promovida por el Juez que entendió en el juicio rescisorio. 


En segundo término, que la actuación del Ministerio 
Ge Ganadería, Agricultura y Pesca fue promovida por 
CALFORU, primero frente al Juez, al realizarse a segun- 
da audiencia, y, luego, ante las autoridades del Ministe- 
rio al plantear la alternativa de solución, siendo enca- 
rada su intervención por parte del Ministerio. En ese en- 
tendido fue que a “a luz de los antecedentes derivadus 
de las actuaciones de los distintos grupos de trabajo que 
habian actuado, el Ministerio se permitió opinar acerca 
de las distintas alternativas presentadas por CALFORU. 
De ese intercambio de ideas surgieron algunas pautas O 
bases sobre las cuales trabajaron. Ellas consistieron, bási- 
camente. en la devolución al ex Frigorifico Naciona' del 
predio no utilizado de Puntas de Sayago y el pago del 
saldo en efectivo o' mediante la prestación de servicios. 


Respecto a estas pautas, el siguiente aspecto a anali- 
zar fue el de determinar criterios de valoración, tanto de 
los bienes que se devo'vian como de los que CALFORU 
conservaba. A ese efecto, y dada la premura con que se 
trabajó, se recabó oficiosamente por parte de las auto- 
ridades del Ministerio la opinión de distintas Direcciones 
del mismo, a las cuales se refirió hoy el propio señor se- 
nador Aguirre. Se trata de nuestras oficinas especializadas 
en materla de instalaciones, como son Tecnología, en lo 
que tiene que ver con valores de predios industriales, la 
Dirección de Fstadistica y Censos y la propia Dirección 
de Economia. Todos estos datos básicos súbre valores de 
mercado en la zona y atendiendo a las particulares cir- 
cunstancias del predio de Puntas de Sayago cuya ubica- 
-ción estratégica es indiscutib.e, así como las condiciones 
por acceso y por disponibilidad de energía eléctrica —l0 
que va hemos señalado— lo hacen de especia” interés pa- 
ra desarrollar distintas iniciativas y proyectos. 


De este modo, se fue avanzando en el perfecciona- 
miento de las bases para un futuro acuerdo, mantenien- 
do un contacto fluido y permanente, no sólo con los Ci- 
rectivos de CALFORU, sino también con las autoridades 
liquidadoras e interventoras del ex Frigorifico Naciona! y 
su asesor letrado. 


En este sentido, es importante destacar que, lamen- 
tablemente, el doctor Gelsi Bidart no pudo participar ae- 
tivamente en la redacción final del documento de base, 
por cuanto debió trasladarse a la República Argentina en 
oportunidad de ce'ebrarse un evento cientifico de carác- 
ter internacional, vinculado al Derecho Procesal, en el 
que tiene larga vinculación. 5 
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Sin embargo, con anterioridad a su partida, y ape- 
nas hubo regresado, el doctor Gelsi Bidart, fue impuesto 
de los avances y las pautas sobre las cuales se estaba 
trabajando. Inc uso, muchos de sus comentarios y Suge- 
rencias, tal como lo expresó el señor senador Aguirre, fue- 
ron recogidos en el documento finalmente presentado a 
la consideración judicial. 


A cste respecto, es importante subrayar que, en opi- 
nión del doctor Geli Bidart, no era conveniente una so- 
lución de acuerdo, por cuanto él era partidario de res- 
cindir el contrato y promover una nueva licitación. Pero, 
frente a 'a alternativa concreta de buscar un acuerdo, e! 
doctor Gelsi Bidart sugirió no clausurar el juicio sino sus- 
penderlo. Esta inquietud está recogida en las bases pre- 
sentadas a] Juez competente. 


Igualmente -—quiero destacar esto en especial, porque 
fue reiterado en varias oportunidades por el señor sena- 
dor Aguirre e integra el conjunto de inquietudes finales 
que él manifestó— el doctor Ge/si Bidart sugirió que los 
avales y garantías Gel cumplimiento de! contrato no fue- 
ran levantados ni devueltos hasta tanto se veriflcaran 
actos concretos de cumplimiento de este nuevo acuerdo 
por parte de CALFORU, razón por la cual se eliminó toda 
referencia a los mismcs, modificando, en lo pertinente, el 
borrador.proyecto. Yo diría, los" varios borradores-proyec- 
tos, que fueron modificados en base a los aspectos y Con- 
sideraciones de orden procesal gue en su propia carta ma. 
rifiesta el doctor Gelsi Bidart, que discute a lo largo del 
proceso con el doctor Delpiazzo. 


Igualmente, dado el nive! de detalle que suponía rea- 
lizar un acuerdo de esta envergadura, el doctor Gelsi Bi- 
dart sugirió denominar este convenio a presentar al Juez, 
“principio de acuerdo” o “bases para un acuerdo”, de mo- 
do de posibilitar la realización posterior de un convenio 
definitivo, en cl cual se regularan todos los aspectos de 
detalle, en virtud de las pautas consignadas en este pri. 
mer consenso. 


También en el documento fueron recogidas otras apre. 
ciacicnes en cuanto al alcance del petitorio, que no es de 
homologación definitiva de una transacción poniendo fin 
al juicio, sino, simplemente, de recabar del Juez su con- 
formidad y suspender la tramitación del juicio hasta el 
30 de setiembre de 1987, plazo en el cua! CALFORU de- 
berá dar cumplimiento a una serie de obligaciones que 
aparecen consignadas en el documento. 


Es bueno advertir, entonces, cómo el documento es 
presentado a la homologación judicial. No es una homo- 
logación definitiva sino --como lo sugirió el propio Gelsi 
Bidart-- un principio de acuerdo, es decir, yn documento 
en e' cual se sientan las bases generales sobre las cuales 
luego, en caso de cumplirse determinadas obligaciones por 
parte de CALFORU, se acordará el negocio definitivo, ese 
sí con carácter de transacción y posibilitando poner fin 
al juicio rescisorio. 


El cumplimiento de las obligaciones establecidas en 
estas bases corresponde a CALFORU y el contralor de esas 
ob igaciones al ex Frigorífico Nacional, tal cual está con- 
signado en la comunicación que leyó el propio señer se. 
nador Aguirre. No podria ser de otra manera por cuanto 
CALFORU y el ex Frigorifico Nacional son las partes del 
contrato en el juicio rescisorio y, por lo tanto, las partes 
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en todo acuerdo, en toda negociación que posibilite sin 
necesidad de ley forma] a'guna que lo faculte a ello, ya 
que queda sobreentendido que al ejercer esa atribución, 
lo hace teniendo en cuenta los requerimientos del inte- 
rés público y ejerciendo atribuciones propias pertenecien- 
tes a la zona de reserva de la Administración. 


Coincide con esta opinión el profesor argentino Héc- 
tor Jorge Escola —Tratado Integral de los Contratos Ad- 
ministrativos, 1977— quien reconoce que el Estado y las 
Personas Públicas puedan celebrar transacciones respecto 
a los contratos en los que sean partes, aun en cuestiones 
que estén regidas por el Derecho Público y ya no sólo en 
contratos regulados por el Derecho Privado, como puede 
ocurrir en la especie en que nos encontramos, frente a 
un típico negocio de compromiso de compraventa. 


Quiere decir que no existen dudas acerca de la re- 
gularidad jurídica de buscar acuerdos que permitan tran- 
sar determinadas situaciones en pleito judicia'. De acuer- 
do a estas opiniones, la Dirección General Interventora 
y Liquidadora del ex Frigorífico Nacional ha actuado, en 
este caso, con arreglo a sus facultades y, por ende, no 
puede asignársele responsabilidad alguna por ello. 


Pero, además, existe un segundo orden de razonamien. 
tos que conducen a esta misma conclusión. En efecto, po- 
dría pensarse que la modificación del acuerdo base entre 
el ex Frigorífico Nacional y CALFORU supone una modi- 
ficación de las reglas en virtud de las cuales se mate- 
rializó la licitación pública que culminó con la adjudi- 
cación a CALFORU de la p'anta y terrenos de Puntas de 
Sayago. Sin embargo, tal punto de vista supondría des- 
conocer reencauzamiento del contrato originalmente ce- 
lebrado, 


¿Por qué aparece mencionado en el mismo, en más de 
una Oportunidad, el Ministerio de Ganadería, Agricultura 
y Pesca? La respuesta a esta pregunta parece bastante 
clara, a poco que se advierta que el plazo de ejecución 
de las bases proyectadas se extiende a siete años y en 
ese periodo puede haberse verificado la lógica desapari- 
ción de la Dirección General Interventora y Liquidadora 
del ex Frigorífico Nacional. A este respecto no debe Olvi- 
darse que el propio Decreto-Ley N? 14.810 suprimió al Fri- 
gorífico Nacional y creó esa Dirección General a los solos 
efectos de realizar la liquidación de su patrimonio. 


Obvio resulta, entonces, que si se verifica el fin de 
la liquidación desaparece quien la tiene a su cargo. Si tal 
extremo se efectúa es nesesario prever que alguien con- 
trole el cumplimiento de cualquier obligación que pueda 
quedar pendiente por parle de CALFORU en e! marco de 
las bases del acuerdo proyectado. Por esa razón es que 
el Ministerio de Ganaderia, Agricultura y Pesca aparcce 
mencionado en un par de oportunidades en dicho texto. 
En el petitorio del mismo se le solicita al Juez —por las 
parte:— que expida testimonio, no sólo para elias, sino 
también para el Ministerio de Ganadería, Agricultura y 
Pesca a efectos de que éste se encuentre debidamente 
informado, aspecto que, como dije a] principio, seguimos 
esperando. 


Lo hasta aquí expuesto permite adelantar una nueva 
conclusión acerca del carácter en que actuó en la emer- 
gencia el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. 
En ningún momento presionó a las partes para este acuer- 


CAMARA DE SENADORES 


24 y 25 de Setiembre de 1987 


do, ni ejercitó ningún poder que, por otra parte no tenía, 
para que el mismo se concretara. Lo que sí ocurrió - y 
esto fue a requerimiento expreso del doctor Gelsi Bidart—- 
fue la documentación, a través de una mota, de la comu- 
nicación 2 la Dirección General Interventora y Liquida 
dora del ex Frigorífico Nacional de que el acuerdo se ha- 
bía alcanzado y podría ser presentado. También el Direc. 
tor General Interventor pudo no haberlo hecho si no es- 
taba de acuerdo con eso. 


Dicha nota tiene singular relevancia, porque en ja 
misma se ratifica el carácter transitorio de las bases del 
acuerdo, eXpresándose de modo concreto que, si a' 30 de 
setiembre CALFORU no ha cumplido con todas y cada 
una de sus obligaciones, el doctor Gelsi Bidart deberá 
continuar, en su carácter de apoderado del ex Frigorifico 
Nacional, el juicio rescisorio en el estado en que éste se 
encontraba en el momento de realizarse la primera au 
diencia. 


SEÑOR AGUIRRE. — Deberá, n0; podrá. 


SEÑOR MINISTRO DE GANADERIA, AGRICULTURA 
Y PESCA. -- Perdón, :eñor senador; usted solicitó no 
conceder audiencias... 


(Hilaridad) 


—Son tantas 'as audiencias que he mencionado aqui 
que demuestran el seguimiento que tuvieron las partes 
en este asunto, que pretendía, también, al señor senador 
Aguirre darle una audiencia en lugar de una intervención. 


Le voy a solicitar al contador Lombardo que expli- 
cite aspectos más concretos o de detalle sobre la parte 
numérica. Aqui, simplemente, voy a dar un pantallazo de 
lo que es el acuerdo, que parece haber sido descripto co- 
mo algo insólito desde el punto de vista económico. Ana- 
lizado desde una óptica común, 95 hectáreas es lodo el 
patrimonio. Se devueiven 85, más un conjunto de insta- 
laciones muy importantes, como los edificios de la Admi- 
nistración y de los comedores que están avaluados en de- 
terminada suma y que luego el contador Lombardo se 
extenderá sobre ello; cinco galpones de depósito, el fren. 
te sobre la bahía y el muelle, con el que, en el correr de 
la tramitación, CALFORU pretendía quedarse. Se recono- 
ció la necesidad de que el Frigorífico Nacional integrara, 
para el uso futuro de ese predio, ese importante valor 
estratégico. 


Esas 85 hectáreas están valoradas a U$S 1.50 el me- 
tro cuadrado y ya he mencionado que se han realizado 
operaciones concretas a U$S 3, en zonas muy próximas y 
similares, pero por menores extensiones, 


Creo que el error de la cifra que manejó el señor se. 
nador Aguirre está en que él no computa el valor de las 
me'oras que hay arriba de las 85 hectáreas. Si se deduce 
esto, el cálculo que se efectuó es de UsS 1.50 el metro 
cuadrado y, de ninguna manera, arrojan el valor de 
U$S 30.000 sino de U$S 15.000. Obviamente, aquí no se 
puede hablar de hectáreas, porque no se compran terre- 
nos para fábricas en hectáreas. Nunca vi eso. 


Cómo se abate el resto de la obligación, ya lo ha des- 
cripto extensamente el señor senador Aguirre: con pres. 
tación de servicios y con un saldo de precio que, en la 
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escritura final, quedará condicionado a todas las garan- 
as que se usan en cualquier escritura que queda con un 
saldo pendiente. 


Me permito discrepar con el señor senador Aguirre 
con respecto a lo que él dice, que fueron levantados 'oS 
avales. Precisamente, por aporte del doctor Gelsi Bidart, 
fueron respetados todos los avales y garantias. Es decir 
que el aval bancario va a quedar garantizando el saldo 
de precio en e! futuro. Eso es perfectamente posible y es 
lo que se ha pensado al perfeccionar la escritura que se 
haga en el momento de culminar lo que hoy son bases 
para un acuerdo. 


¿Por qué se pide que se escriture el 1% de octubre? 
Como mencioné anteriormente, si no se escritura —den- 
tro de un contexto de politica general para decidir la 
permanencia y e' futuro desarrollo granjero de esta em. 
presa— esta cooperativa no podrá ser tenida en cuenta 
por la Corporación para el Desarrollo ni por ninguno de 
los convenios de cooperación técnica que se están trami 
tando. Debe tener para ello una base juridica, un asen. 
tamiento y una clarificación, aunque sea en esas 8 ó 10 
hectáreas que se le pretenden dejar. 


Voy a consullar al señor Presidente, porque en este 
punto nos vemos enfrentados a dos posibilidades, y quien 
habla carece de experiencia en e' manejo de este tipo de 
asuntos parlamentarios. 


Como expresé anteriormente, no soy un experto ni 
nada que se le parezca cn materia jurídica; por el con- 
Lrario, soy un neófito total en estos temas. Por lo tanto, 
a efecios de responder a las preguntas formuladas por el 
señor senador Aguirre, debo recurrir a la lectura de un 
informe jurídico elaborado por el Ministerio, que demues- 
tra, en forma contundente, 'a legalidad de los actos que 
se han realizado. 


Como sé que estamos en una hora muy avanzada de 
la noche, dejo a criterio de la Mesa si debo proceder a 
la lectura de este informe. la que insumirá por lo menos 
15 minutos. 


SEÑOR PRESIDENTE, -- La Mesa desea aclarar al 
señor Ministro que esta es una sesión extraordinaria y, 
per ende, no tiene hora de finalización. Lo lógico es que 
concluya con una decisión del Senado respecto al tema 
que motivó el llamado a Sala. Por otra parte, el regla- 
mento establece que, en este caso, el señor Ministro pue- 
de hacer uso de la palabra en régimen de debate libre, 
por lo que puede disponer de todo el tiempo que desee. 


En conscuencia, puede continuar en uso de la pala. 
bra el señor Ministro. 


SEÑOR MINISTRO DE GANADERIA, AGRICULTURA 
Y PESCA. -— Me voy a referir a dos aspectos muy con- 
rretos: el tema de las eventuales responsabilidades y la 
viabilidad jurídica de modificar el contrato. 


Con respecto al primer tema, el informe citado ex- 
presa: “La cuestión de las eventua'es responsabilidades. 
El tema de las responsabilidades que puedan emerger de 
la modificación del contrato originalmente celebrado en- 
tre CALFORU y el ex Frigorífico Nacional, admite ser 
analizado desde una doble perspectiva, analizando en pri- 
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mer lugar qué responsabilidad podría corresponder al Es- 
tado y, en segundo lugar, qué responsabilidad podría ca- 
ber al ex Frigorifico Nacional. 


A) Responsabilidad del Estado. En lo que tiene que 
ver con la responsabilidad del Estado, parece claro que la 
misma no existe, por cuanto el Estado no es ni ha sido 
parte en e' contrato y tampoco en la modificación del 
contrato entre el ex Frigorífico Nacional y CALFORU, 


B) Responsabilidad del ex Frigorífico Nacional. En 
lo que tiene que ver con la responsabilidad del ex Frigo- 
rífico Nacional, por haber arribado a unas bases de acuer. 
do sobre las cuales reencausar la re'ación contractual ori- 
ginal, también parece claro que de ella no pueda deri- 
varse responsabilidad alguna. En primer lugar, correspon- 
de precisar que, en puridad, la persona pública no esta. 
tal Frigorífico Nacional fue suprimida por el artículo 2% 
del Decreto-Ley N* 14.810, cuyo texto es claro al respecto: 
“Suprimese el Frigorífico Nacional creado por la Ley nú- 
mero 8.282, de 6 de setiembre de 1928”. El inciso 2% del 
mismo artículo 22 dispone que el Poder Ejecutivo deslg- 
nará una Dirección General Interventora y Liquidadora 
de las actividades atribuidas a dicho organismo. Obsér- 
vese que se refiere a las “actividades” y no al “organis- 
mo” en sí, lo que permite inferir fácilmente gue el Ente 
—la persona juridica— fue suprimida y no subsiste nj si- 
quiera a los efectos de la liquidación. En consecuencia, 
mal puede hablarse de la responsabilidad de un sujeto 
de derecho que ya no existe; sólo podrá indagarse la res- 
ponsabilidad de su Dirección General Interventora y Li- 
quidadora como órgano encargado de cumplir las activi 
dades que la ley le comete. 


Por otra parte, de lo que se trató en este caso fue, 
en definitiva, buscar una transacción que posibilitara po- 
ner fin a un juicio rescisorio y habilitar el cumplimiento 
del contrato origina'mente previsto sobre una ecuación 
económico-financiera adaptada a las posibilidades de eje- 
cución de ambas partes. 


En ese sentido, la doctrina moderna es conteste y 
unánime en la posibilidad de que el Estado y las personas 
públicas pueden celebrar transacciones de esta naturaleza. 
El reconocido profesor argentino Marien Hoff —Tratado 
de Derecho Administrativo— llega a la conclusión de que 
el Estado tiene competencia para transigir libremente cuál 
cs la esencia y la finalidad de la licitación pública y con- 
fundirla con el contrato, que es una cosa distinta a la 
“icitación pública. Enrique Sayagués Laso, en su “Tratado 
de Derecho Administrativo”, define a la licitación como 
procedimiento relativo a la forma de celebración de cier- 
tos contratos, cuya finalidad es determinar la persona 
que o!rece condiciones más ventajosas. Consiste en una 
invitación a los interesados para que, sujetándose a las 
bases preparadas, formulen propuestas de las cuales 'a 
Administración selecciona y acepta la más ventajosa. Tc- 
do el procedimiento se funda en los principios de igual. 
dad de los licitantes y cumplimiento estricto de los p'ie- 
gos de condiciones. Obsérvese que se define a la licitación 
como un procedimiento administrativo para la selección 
del co.contratante. Por eso, la doctrina ha insistido en 
que la licitación no es el contrato, ni viceversa. Así lo 
destaca, por ejemplo, el profesor José Roberto Dromi, La 
Licitación Pública”, quien sostiene que el contrato surge 
de la licitación o, más bien dicho, su celebración puede 
tener lugar por licitación, pero no es la licitación misma. 
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Por ende, la licitación no es un contrato, sino que por 
licitación pueden celebrarse contratos de toda clase: ven- 
tas, arrendamientos, suministros, obras, concesiones, etcé- 
tera. 


Quiere decir que la licitación es un procedimiento 
administrativo preparatorio de la voluntad contractua”, El 
profesor Alberto Ramón Real, en su trabajo 'La Licita- 
ción Pública. Adjudicación y Contratos. Vicics”, publicado 
en La Justicia Uruguaya”, distingue entre la fase esencial 
de la licitación en la cual se verifica e' llamado, la aper- 
tura, el estudio de las propuestas y la llamada parte inte- 
grativa, en la cual separa conceptualmente el acto de ad- 
judicación y e: contrato. 


De acuerdo a estas opiniones, en la fase integrativa 
del procedimiento de la licitación pública, pueden distin- 
guirse tres actos diferentes: el acto administrativo de ad- 
judicación; la notificación de dicho acto; y el contrato a 
través del cual se documentan los derechos y obligacio- 
nes recíprocas de las partes. La conclusión es que la licl- 
tación y el contrato som dos cosas radicalmente distintas 
y perfectamente separables. 


Una separación bien tajante del procedimiento de la 
licitación que culmina en la adjudicación y el posterior 
contrato, la tenemos en el Derecho uruguayo, en el Plie- 
go General de Obras Públicas de la Intendencia de Mon- 
tevideo, redactado originalmente en 1943 por el entonces 
Asesor Letrado de dicho gobierno departamental y des- 
tacado profesor de Derecho Administrativo, doctor Juan 
José Carbajal Victorica, quien en ese pliego concretó esa 
concepción y enseñanza doctrinaria diciendo en el articulo 
respectivo lo siguiente: “La licitación pública es un pro- 
cedimiento administrativo, previo y distinto a la contra- 
tación. Su objetivo es la selección del mejor candidato 
contratante —con el Municipio, en ese caso— en razón 
de las propuestas presentadas en forma, de acuerdo con 
el Derecho Departamental y la apreciación del interés pú- 
blico que realice la Intendencia”. 


Esta opinión de Carbajal Victorica, plasmada en dl- 
cho pliego de condiciones y que separa el acto de adjui- 
dicación del contrato, es desarrollada por este profesor 
en un trabajo publicado en la Revista de Derecho Púb!ico 
y Privado, año 1938, bajo el título “Valor y eficacia ju- 
ridica del acto de adjudicación de la licitación”. 


Lo expuesto permite concluir que la adjudicación es 
una etapa previa al contrato y que éste se formalizará 
de acuerdo a la técnica dispuesta por el ordenamiento 
jurídico respectivo, según el tipo de contrato de que se 
trata. Esta conclusión conlleva, inmediatamente, otra: no 
es posible trasladar a la ejecución del contrato los prin- 
cipios que presiden el procedimiento licitatorio. Es decir 
que las reglas de respeto al pliego y de igualdad de los 
oferentes, típicas del procedimiento licitario, son aplicables 
al procedimiento licitatorio, pero de ninguna mancra pue- 
den proyectarse indefinidamente, e, incluso, varios años 
después, a un contrato en plena ejecución, aun cuando el 
mismo haya sido celebrado en virtud de un procedimiento 
licitatorio, por la sencilla razón de que el contrato se rige 
por las normas sustanciales y procesales relativas a la 
materia a que el contrato se refiere y no por las reglas 
y principios relativos al procedimiento por el cual se arri- 
bó a la celebración del contrato. Así, por ejemplo, en el 
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caso ocurrente, tratándose de una compra-venta, resulta 
ilógico concluir que dicha compra-venta (contrato) se rige 
por las reglas de la licitación pública. 


No; por las reglas de la licitación pública podrá re- 
querirse la selección del oferente con el cual la Adminis- 
tración va a realizar un contrato de compra-venta, pero 
el contrato de compra-venta va a estar regido por las notr- 
mas contenidas en el Código Civil, en el Código de Co 
mercio, en las disposiciones registrales y en las demás 
normas aplicables a la propia sustancia del ¿Pontrato, 


Así lo ha reconocido ampliamente la jurisprudencia, 
donde en muchos fallos se ha sostenido que la licitación 
es un procedimiento tendiente a la celebración de un con- 
trato, por lo que no debe confundirse con éste, que es 
un acto jurídico formalmente bilateral y posterior. Asi 
lo sostuvo, por ejemplo, la Suprema Corte de Tucumán, por 
sentencia del 19 de marzo de 1963. 


En otro pronunciamiento, la Cámara de Apelaciones 
de Rosario, por sentencia del Y de setiembre de 1958, pro 
clamó que “...en las compras que realiza la Administra 
ción Pública mediante llamados a licitación, deberán dis- 
tinguirse los actos jurídicos conexos, pero independientes. 
como lo son la licitación, (acto regido por la ley admi- 
nistrativa) y el negocio jurídico celebrado en su conse- 
cuencia (regulado por la ley civil)”. 


Las citas jurisprudenciales podrian repetirse, por 
cuanto son muy numerosos los fallos en los que se ha 
recogido este criterio, pero lo que interesa subrayar aquí 
es cómo una cosa es el régimen jurídico de procedimiento 
licitatorio y otra es el régimen jurídico del contrato al 
cual se arriba en virtud de la licitación pública. 


En el caso de las bases de acuerdo presentadas a la 
homologación judicial por CALFORU y el ex Frigorífico 
Nacional, ambas partes han actuado en ejercicio de legi- 
timas potestades que tienen, para ajustar el acuerdo que 
las vincula. Prueba de ello es la circunstancia de que di 
chas bases han contado con la homologación judicial, pre- 
vio e] debido contralor de regularidad juridica. Resulta 0b- 
vio destacar que ningún Juez habría homologado un con- 
trato celebrado en violación o fraude de la ley. Pero, ade- 
más, para que pudiera generarse responsabilidad para la 
Dirección General Interventora y Liquidadora del ex Fri- 
gorífico Nacional por su actuación en estas bases de 
acuerdo, debería haberse violado alguna disposición te- 
guladora del contrato de compra-venta o de las potesta: 
des que la Dirección General Liquidadora y Administra- 
dora del ex Frigorífico Nacional tiene legalmente asigna- 
das, Nada de eso ha ocurrido. Tampoco se han violado 
los principios de la licitación pública. Mal podrían habet- 
se violado, cuando la licitación pública culminó -—hace 
ya varios años— con el acto de adjudicación respectivo. 


De modo que ninguno de los oferentes que concurrie- 
ran a dicha licitación podrían sentirse ahora agraviados 
por una modificación contractual a muchos años de haber 
culminado el procedimiento licitatorio y teniendo en cuen 
ta que el mismo fue realizado en un todo de acuerdo con 
las normas legales reglamentarias y del pliego respectivo. 


Afirmar lo contrario supone confundir a la adjudica- 
ción, que es un acto administrativo unilateral y precon- 
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tractual, con el contrato mismo, negocio jurídico bilateral 
y que no guarda relación íntima con el acto de adjudi- 
cación que lo precede. 


Así lo postula con totu! claridad el profesor de De- 
recho Administrativo, doctor Julio Prat, en su “Derecho 
Administrativo”, Tomo IM, Voluúnen 2”. Y hay otras re- 
ferencias. 


De las consideraciones hasta aquí expuestas, puede 
extraerse, a modo de conclusión, que ni el Estado, a tra: 
vés del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, 
ni el ex Frigorifico Nacional, a través de la Dirección 
General Interventora y Liquidadora del mismo, han in- 
curvido en responsabilidad por violación de las normas ¡e- 
yales o contractuales reguiadoras en la especie del nego- 
cio de compromiso de compra-venta celebrado entre 
CALFORU y el ex Frigorifico Nacional, para la celebra- 
ción del cual CALFORU resuitó seleccionada entre otros 
oferentes, al cabo de un procedimiento licitatorio que 
también se cumplió con ajuste y respeto a las reglas y 
principios normatizadores del procedimiento de la lici- 
tación. 


Lo dicho es muy claro desde el punto de vista juridi- 
co formal, pero aun desde el punto de vista material, es 
decir, atendiendo al contenido de las bases de acuerdo pac- 
tados entre el ex Frigorífico Nacional y CALFORU, tam- 
poco puede advertirse allí la existencia de ninguna res- 
ponsabilidad por parte del ex Frigorifico Nacional y me- 
nos aun por parte del Estado. 


En efecto, debe observarse que la suma para la cual 
se establecen determinadas reglas de pago es la suma 
total adeudada por CALFORU, sin que se lé haya efec- 
tuado a la misma ni una sola quita por ningún concepto. 


Quiero decir, señor Presidente, que luego presentare- 
mos la evaluación del monto de la deuda aportada a la 
negociación de estas bases para el acuerdo, hecha por el 
propio Frigorífico Nacional. Es el ex Frigorífico Nacional. 
con la firma de su Gerente General, de su Director Gene- 
ral y de su Contador, el que establece el precio para esta 
transacción que se buscaba culminara en bases para un 
acuerdo, Eso prueba el protagonismo, la intervención de 
las autoridades de la Dirección General Interventora y 
rechaza, digamos, las afirmaciones de que el Ministerio 
marginó a esa Dirección General, a las autoridades ac- 
tuales del ex Frigorífico Nacional, e hizo una transacción 
unilateral y directa con la otra parte actora. 


A este respecto, es bueno tener en cuenta que du- 
rante toda la tramitación del juicio, CALFORU impug- 
nó las multas que se le pretendían aplicar. Sin embargo, 
en estas bases de acuerdo, terminó admitiéndolas, y en 
eso radica también la esencia de la transacción, que su- 
pone la existencia de recíprocas concesiones. 


Aquí han existido concesiones por parte de CALFORU, 
que ha reconocido el total de la deuda liquidada por el 
ex Frigorífico Nacional, y han existido concesiones por 
parte de la Dirección General Interventora y Liquidadora, 
que ha habilitado un reencuadramiento a más largo plazo 
que posibilite el cumplimiento por parte de CALFORU 
de las obligaciones originalmente establecidas y sin que 
las mismas se hayan visto retaceadas en un ápice. 
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Por oira parte, el apartamiento del dictamen de: doc- 
tor Adolío Gelsi Bidart, tampoco puede considerarse una 
irregularidad ni aparejar responsabilidad alguna. Además, 
tal apartamiento no debe llamar la atención en cuanto 
a la materialidad o contenido de las bases de acuerdo y 
de las responsabilidades emergentes. En efecto, dicho dic- 
tamen —como todo dictamen-— no deja de ser más que 
una opinión, calificada en el caso por la jerarquía de su 
autor, pero de ninguna manera vinculante para la Direc- 
ción General Administradora y Liquidadora del ex Frigo- 
rífico Nacional y menos aun para el Estado. 


“Es de la esencia de los dictámenes y particularmente 
de los dictámenes jurídicos, el que los mismos sean emi- 
tidos en función de una autonomía técnica que el profe- 
sionaj tiene reconocida, pero que, al mismo tiempo, nv 
abligan a la Administración...” ---nos referimos a la Di- 
rección General Interventora— “...a actuar de confor- 
midad con dicho dictamen, más aun cuando dicho dicta- 
men es emitido de oficio por el Asesor y sin haberle sido 
requerida su upinión” 


“Por Otra parte, es bueno tener en cuenta que en di- 
cho dictamen se formulan (por parte de su autor) consi- 
deraciones acerca de la conveniencia y de la oportunidad 
de la modificación del contrato. No existen, en el mismo, 
reparos jurídicos serios a dichas bases de acuerdo, y es 
más: en el mismo se reconoce que han sido tomadas en 
consideración algunas de las opiniones emitidas por su 
autor con carácter previo”. Esto demuestra, también, co- 
mao dijimos al principio, la participación y el protagonismo 
de las distirtas partes. 


“Por lo tanto, de ninguna forma la materialización 
de un acuerdo siguiendo una opinión distinta a la del 
Asesor Letrado, puede considerarse una irregularidad in- 
validante del acuerdo o que apareje responsabilidad paru 
quien actuó lícitamente apartándose de dicho dictamen”, 
nos referimos a la Dirección General Interventora. 


El otro aspecto que hace a las consideraciones jurí- 
dicas -—y es mucho más breve— se refiere a la “Viabili- 
dad Juridica de modificar el contrato”. 


Ya nos hemos referido a la distinción entre la licita- 
ción —<que es un procedimiento administrativo, que cul- 
mina con un acto administrativo unilateral y el contra- 
to— que es un negocio bilateral. 


Corresponde entonces indagar acerca de las posibili- 
dades que, desde el punto de vista jurídico, existen para 
modificar ese contrato. 


En lo que se refiere a los llamados contratos admi- 
nistrativos, el Prof. Enrique Sayagués Laso, en su '“Tra- 
tado de Derecho Administrativo", Tomo 1, págs. 569 y si- 
guientes, admite expresamente la posibilidad de introdu- 
cir modificaciones en el contenido de los contratos. 


Según Sayagués, esta posibilidad es más o menos am 
plia según el tipo contractual, pero en los contratos a 
largo plazo, la potestad de introducir modificaciones se 
admite con facilidad, alcanzando máxima amplitud cuan 
do se funda en la alteración de las circunstancias de he- 
cho que existian en el momento de celebrarse. Cita abun- 
dante doctrina coincidente a este respecto. 
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Quiere decir que la posibilidad de introducir modifi- 
caciones en los contratos administrativos es indiscutible y 
particularmente cuando se han producido alteraciones en 
las circunstancias de hechos existentes al momento de ce- 
lebrarse el convenio. 


En el caso del compromiso de compra-venta entre el 
ex Frigorífico Nacional y CALFORU, es evidente que han 
ocurrido hechos de suma trascendencia en el período que 
medió entre la celebración del contrato y el momento en 
que se aprueban las bases para un acuerdo modificativo. 
Entre esos hechos basta referirse a la ruptura de la “ta- 
blita”, a la modificación de los precios de los insumos y 
productos agropecuarios, a la situación general de los pe- 
queños productores en el área de actuación de la Coope- 
rativa, etc. 


Pero además de ser destacada la viabilidad juridica 
de la modificación de los contratos desde el punto de vis- 
ta doctrinal, es importante sybrayar que la legislación 
aplicable al contrato entre el ex Frigorífico Nacional y 
CALFORU no prohíbe la modificación del mismo, y por 
otra parte es inherente a los poderes jurídicos del órgano 
liquidador del ex Frigorífico Nacional gozar de las facul- 
tades necesarias para cumplir cabalmente su cometido de 
liquidación, entre las cuales se cuenta naturalmente la de 
efectuar aquellos ajustes en las convenciones que cele- 
bre, que le permitan alcanzar del modo más efectivo el 
tin úitimo de la liquidación del patrimonio que le fue 
confiado. 


En consecuencia, siendo legalmente admisible y doe- 
trinariamente reconocida la posibilidad de modificar los 
contratos durante su ejecución, corresponde anaiizar cuá- 
tes son y cuál es la trascendencia de los aspectos que fue- 
ron modificados en las “bases de acuerdo” pactadas entre 
CALFORU y el ex Frigorífico Nacional. 

A este respecto, es importante señalar como primer 
aspecto remarcable, que el contrato original subsiste, es 
decir, que no existe rescisión del contrato original sino 
que subsiste en la integralidad de sus elementos funda- 
mentales. Así: son los sujetos tel ex Frigorífico Nacional 
y CALFORU) los que intervienen; se trata del mismo 
objeto contractual (la planta industrial de Puntas de Sa- 
yago), se mantiene el mismo precio más todos los acce- 
sorios pactados, en el momento del contrato original, y 
se mantiene el mismo régimen juridico regulador de la 
convención. 


Quiere decir que lo que varía es exclusivamente la 
forma en que habrá de verificarse el cumplimiento de las 
obligaciones originalmente asumidas por las partes. Esto 
vale la pena destacarlo por cuanto no se trata de una res- 
cisión del contrato sino de una modificación de un con- 
trato que subsiste, a los efectos de facilitar y posibilitar 
el cumplimiento de las obligaciones contraídas por las 
partes, 


Por otro Jado, no podría tratarse de una rescisión ya 
que justamente el objetivo buscado fue el contrario, es 
decir habilitar el cumplimiento de quien se vio afectado 
por circunstancia de hechos tales en el periodo que me- 
dió entre la celebración del contrato y el presente, que 
se hacía imprescindible ajustar el modo como habrán de 
cumplirse tales obligaciones. 
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Hecha esta explicación, acerca de la índole de las 
modificaciones que se producen al contrato, corresponde 
referirse a ellas. Y ellas son fundamentalmente tres: 


La primera modificación está dada por el llamado 
“pago por entrega de bienes”, que no es estrictamente tal 
desde el punto de vista jurídico (por eso se lo pone en- 
tre comillas) sino que consiste en la reducción del área 
objeto del contrato original, con la consiguiente disminu- 
ción del precio debido a efectos de viabilizar cl pago de! 
precio resultante por parte de CALFORU, el asentamiento 
de esta cooperativa en la planta industrial de Puntas de 
Sayago, y la posibilidad de encarar en el área cuya te- 
nencia CALFORU devuelve, nuevos emprendimientos in- 
dustriales (para los cuales sí será necesario proceder por 
licitación en el momento en que la Dirección General In- 
terventora y Liquidadora de! ex Frigorifico Nacional re- 
suelva seleccionar oferentes para proceder a su adjudica- 
ción). 


La segunda modificación, es el pago de otra parte del 
precio debido mediante la prestación de servicios de frio 
a cualquiera institución que se le indique. 


La tercera modificación a las reglas del contrato Ori- 
ginal, consiste en el establecimiento de una serie de 
cuotas anuales fijadas en dólares, a través de las cuales 
CALFORU abonará en numerario el saldo debido del pre- 
cio pactado en el compromiso de compra-venta original- 
mente suscrito, 


Estas y no otras son básicamente las modificaciones 
introducidas en el principio de acuerdo sometido por las 
partes a la homologación judicial. 


Su propia indole está demostrando que no se está en 
presencia de un nuevo contrato y que no se está dejando 
sin efecto el contrato anterior sino que, por el contrario 
está habilitando mecanismos que, sin alterar el precio, 
permitan a la Cooperativa poder cumplir cabalmente 
con él. 


Puesto que como ya se ha destacado muchas veces, 
se trata de bases o pautas de acuerdo, nada impide que 
en el acuerdo definitivo, en el momento de efectivizarse 
el cumplimiento de lo acordado en estas bases, puedan a 
su vez introducirse nuevos ajustes en aspectos formales 
y regulares temas no previstos como el de las garantias 
y otros, para lo que será nuevamente imprescindible el 
acuerdo de ambas partes en el contrato, es decir CALFORU 
y la Dirección General Interventora y Liquidadora del ex 
Frigorífico Nacional. 


Bueno resulta subrayar que con la intervención del 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca o sin la 
intervención del mismo, este acuerdo sólo podrá conver- 
tirse en realidad, mediante la prestación del consentimien- 
to concurrente de las dos partes, vinculadas por el con- 
venio original, que no son otras que el ex Frigorífico Na- 
cional y CALFORU. 


Señor Presidente: con esto culmino el análisis que 
ha hecho la Asesoría del Ministerio de los aspectos ju- 
rídicos. Por razones de cansancio personal, preferiría dar 
oportunidad de que se aclaren algunos aspectos de valo- 
res que solicitó el señor senador Aguirre y que creo que 
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no están suficientemente destacados y detallados en este 
análisis que acabo de hacer. Básicamente, lo que ha he- 
cho el Ministerio es dar las razones por las cuales inter- 
viene. Lo hace en función de una instrucción que le pi- 
den ambas partes, en base a una convocatoria de audien- 
cla de conciliación, para lo cual el Ministerio suministra el 
encuadre político, de acuerdo a su idea y a los cometidos 
de las partes actoras en el futuro desarrollo agropecuario. 


Si es necesario, volveremos a realizar otros análisis 
para, finalmente, resumir la posición de nuestra Cartera. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE GANADERIA, AGRI- 
CULTURA Y PESCA. -- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. -— Tiene la palabra el señor 
Subsecretario. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE GANADERIA, AGRI- 
CULTURA Y PESCA. — Señor Presidente: el señor Mi- 
nistro ha sido muy explícito al analizar las razones que 
motivaron la intervención del Ministerio en este problema. 


Se trata de una instancia que tiene iniciativa judi- 
clal en la que las dos partes intervinientes recurren ai 
consejo del propio Ministerio, el que asume de esa forma 
la responsabilidad política que le corresponde. No se tra- 
ta de un tema para mirar fríamente, en base a considera- 
ciones de carácter jurídico, sino que se debe ser com- 
prensivo, de acuerdo a las circunstancias y teniendo en 
cuenta la amplia gama de valores que se manejan. 


El planteamiento formulado por el señor senador in- 
terpelante se basa, en buena parte, en el informe elabo- 
rado por el doctor Gelsi Bidart, a posteriori de la cele- 
bración de este principio de acuerdo. Gran parte de los 
elementos que contiene este informe tienen que ver con 
los cuestionamientos que hoy se han realizado en Sala. 


Creo que es necesario, desde el punto de vista del con- 
tenido material de este acuerdo, estudiar puntualmente 
el informe del doctor Gelsi Bidart. Pero, previamente, en- 
tiendo que se debe analizar algunos de jos antecedentes 
que se remontan a los orígenes de esta situación. Tanto 
en las instancias iniciales como en las actuales, el doctor 
Gelsi Bidart tuvo una activa participación. 


El señor senador Aguirre ha expresado que CALFORU 
procede como un contumaz incumplidor, como si se tra- 
tara del villano de la película. La presenta como incapaz 
de encauzar aquellas situaciones imprevistas que se plan- 
teaban para dar cumplimiento a un contrato. Estas cir- 
cunstancias se dieron en parte, pero también existe una 
responsabilidad compartida con el asesor jurídico del Fri- 
gorífico Nacional, doctor Gelsi Bidart, a raíz del primer 
atraso en los pagos por parte de CALFORU, que se debe 
tener en cuenta al tomar una decisión sobre este tema. 


Los informes proporcionados por las tres Comisiones 
designadas en respectivos períodos por el Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca, ratifican que al 30 de 
abril de 1982 CALFORU tenía una posición fuertemente 
acreedora en dólares, alcanzando su exposición a dólares 
9:000.000. Según la Comisión que elaboró el informe el 
pasivo de CALFORU era perfectamente cubierto por el 
activo. Esto sucedía cl 30 de abril de 1982, antes de que 
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se generaran los acontecimientos que derivan luego en 
esta situación. 


La Comisión que redacta el informe está integrada 
por el distinguido economista Ramiro Núñez. Quiero des- 
tacar este hecho porque le tengo un particular aprecio y 
creo que se trata de una persona de confianza del Partido 
Nacional. 


Se hace un informe muy prolijo y acabado de la si- 
tuación de CALFORU en aquel momento, dondé se de- 
muestra que siendo una organización cooperativa de se- 
gundo grado, que prestaba servicios, era muy vulnerable 
desde el punto de vista de su perfil de endeudamiento, es 
decir, de los créditos que había asumido respecto del 
capital propio. En esa situación equilibrada, como la pro- 
pia Comisión lo determina, estaba expuesta en dólares 
9:000.000 por los créditos comerciales que había adqui- 
rido. Todos los señores senadores recordarán que eran 
justamente los bancos quienes inducían a obrar de esa 
forma, antes de la caída de “la tablita”, por la particular 
situación de la economía nacional. 


El señor senador Aguirre también hacía referencia á 
los pagos que se han realizado hasta el momento. Es cier- 
to que CALFORU ha incumplido una gran cantidad de 
cuotas, pero también lo es, que al caer “la tablita”, al mo- 
mento de distorsionarse los activos y pasivos de la gran 
mayoría de las empresas de este país, el atraso era de 
sólo una cuota en los intereses. 


El 25 de octubre, el 9 y 15 de noviembre, el 2 y 10 
de diciembre de 1982, son todas fechas en las cualés 
CALFORU elevó al Ministerio memorandos indicando que 
se encontraba en serias dificultades para poder dar cum- 
Plimiento a las cuotas siguientes. 


Todo lo expuesto demuestra que no es tan malo el 
villano de la película, sino que debió asumir dificultades 
muy serias, sobrevinientes de una situación muy especial 
de la economía y la política del país. Debemos tener en 
cuenta, además, por supuesto, los importantes errores de 
CALFORU. 


En esos dias surge un primer informe del doctor Gel- 
si Bidart, que lleva la fecha del 29 de noviembre de 1982. 
Admitimos que pocos días después de la caída de “la ta- 
blita” algunas personas no tuvieran total conciencia de 
la gravedad de los hechos. 


En esa circunstancia, el doctor Gelsi realiza un infor- 
me en el que rechaza por completo toda posibilidad de 
reencauzamiento de la deuda de CALFORU, que tenía una 
cuota de atraso, entre otras razones, porque entiende que 
dejaría en desigualdad de condiciones a los otros oferen- 
tes y porque en las propuestas que se hacían se planteaba 
siempre una quita en el precio. El doctor Gelsi considera, 
en ese momento, que no había necesidad de efectuar tal 
quita. Es bueno destacar lo que señala en su primer in- 
forme relativo a la posibilidad de que reclamen los otros 
oferentes. Dice así: 


“Entiendo, como entendía en su oportunidad, que tos 
grupos de productores nacionales a que se refiere la Ley 
N? 14.810 son productores agrarios, a pesar de la inter- 
pretación contraria que diera en su momento SEPLACOD!. 
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Vale decir que estimo que podría descartarse judicialmen- 
te la intervención de quienes participaron en la licitación 
y que carecían de la referida calidad. Claro está que en 
un juicio nunca puede decirse con seguridad que el éxito 
acompañaria nuestro punto de vista”. 


Luego agrega que, a pesar de que por esas circuns- 
tancias no existirian posibilidades de reclamo por los otros 
oferentes, no es ése el problema principal y que no debe 
hacerse o no hacerse algo simplemente porque no sobre- 
vengan sanciones, sino porque corresponde o no según 
el Derecho. 


Por esos dias —y como ya vimos en varios memorán- 
dum— se insiste por parte de CALFORU y se reclama un 
dictamen del doctor José Roberto Figueroa, actual Minis- 
tro del Tribunal de lo Contencioso Administrativo. 


SEÑOR AGUIRRE. — Padre del Presidente de CAL- 
FORU. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE GANADERIA, AGRI- 
CULTURA Y PESCA. — Es buena la aclaración. El doc- 
tor José Roberto Figueroa es padre del actual Presidente 
de CALFORU, que en aquel momento no tenía absoluta- 
mente nada que ver con la Cooperativa. Por lo tanto, no 
creo que esa acotación venga al caso. 


El informe del doctor José Roberto Figueroa dice asi: 
“Carecería de sentido, en esta emergencia, que el propio 
Estado, con frio automatismo, pusiera en compromiso su 
continuidad operatoria, centrando su determinación en con- 
sideraciones abstractas e interpretaciones teóricas de larga 
data, no compatibles con los argumentos de verdadera 
significación y que no dan respuesta a la idea de razona- 
bilidad que corresponde a los tiempos y problemas actua- 
les, que deben presidir la interpretación de la normativa 
inherente. Un convenio transaccional que, conciliando los 
intereses nacionales concurrentes, facilitara el cumplimiento 
de CALFORU y la prosecución de sus actividades, no se- 
ría en definitiva violatorio de la Ley N?% 14.810”. 


SEÑOR BATLLE. — ¿Me permite, señor Subsecreta- 
rio? 


¿De qué fecha es ese dictamen? 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE GANADERIA, AGRI- 
CULTURA Y PESCA. — Es de 1982. 


SEÑOR BATLLE. -— Quiere decir, entonces, que el 
doctor José Roberto Figueroa, en 1982, ya sabia que su 
hijo, cinco años más tarde, iba a ser Presidente de CAL- 
FORU. 


(Hilaridad) 


SEÑOR AGUIRRE. — Ya era integrante de CALFO- 
RU, señor senador. 


SEÑOR BATLLE. — Considero que el señor senador 
debe hacer una acusación formal al señor Ministro del 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo, por implican- 
cia, porque sí no, es echar sombras sobre la conducta y 
la moral de las personas y esa no es una buena forma 
de actuar. 
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SEÑOR AGUIRRE. — ¡Yo no he echado sombras sobre 
la conducta de nadie! 


(Dialogados) 
(Campana de orden) 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
Subsecretario de Ganadería, Agricultura y Pesca. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE GANADERIA, AGRI- 
CULTURA Y PESCA, — Señor Presidente: al igual que 
el señor Ministro, tampoco soy experto en temas juridi- 
cos. En esta Sala hay gente mucho más versada que yo 
en la materia. Pero es bueno analizar los elementos que, 
aún un lego, tiene delante de si cuando toma decisiones. 


Quiero dar lectura, muy brevemente, a algunos párra- 
fos de un libro del profesor Sayagués Laso, en los que se- 
fala lo siguiente: “Los contratos que realiza la Adminis: 
tración presentan, en mayor o menor grado, características 
diferenciales respecto a los contratos de derecho privado. 
Esto se justifica por la manera peculiar como actúa la 
Administración y el fin público que persigue siempre, in- 
cluso cuando contrata con particulares. Por las mismas 
razones expuestas, la Administración tiene cierto poder 
de dirección y de contralor sobre la ejecución del con- 
trato. Ese poder de dirección supone la posibilidad de 
introducir unilateralmente modificaciones en el contenido 
del contrato. En los contratos a largo plazo, la potestad 
de introducir modificaciones se admite con facilidad, al- 
canzando máxima amplitud cuando se fundamenta en la 
alteración de las circunstancias de hecho que existían en 
el momento de celebrarse”. 


Sé que el tema es muy complicado y que de é! se de- 
riva una serie de elementos de carácter jurídico muy im- 
portantes. Pero son elementos que se tienen en cuenta 
cuando alguien toma una decisión. El Decreto 104, 
por ejemplo, en los artículos 54 al 56, establece la posibi 
lidad de modificar los contratos que surgen de licitación. 


No quiero profundizar en esto porque, repito, no soy 
el más indicado para hacerlo. Pero sí quiero señalar que 
en esa circunstancia, cuando se derumbaba la economía 
del país, cuando gran cantidad de empresas estaban pa- 
gando las consecuencias del quiebre de la “tablita” y el 
fin de una política económica nefasta, surge un nuevo in 
forme del doctor Adolfo Gelsi, ahora sí más completo y 
que tiene presentes el documento del doctor Figueroa y 
algunos de los memorándum planteados por CALFORU. 


En ese informe, a 16 de diciembre de 1982, cuando se 
habia derrumbado medio país, el doctor Gelsi insiste en 
mantener una postura extremadamente fria en materia 
legal; insiste en que una alternativa de variación del pre- 
cio es perjudicial y violaría la Ley N?% 14.810. En el li 
teral C) de dicho informe señala que “el “¡us variandi' 
que puede tomar en cuenta el Estado para su compotta- 
miento no sería de aplicación aquí, por cuanto las circuns- 
tancias que se aducen ya existían al realizarse la licita- 
ción, agravadas no sólo por el deterioro general de la 
economía mundial, sino también por el quietismo que pre 
sidió las actividades de CALFORU después de la !icita- 
ción”. 
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Pregunto, entonces, si en este proceso de la caída de 
la “tablita” no hubo una variación fundamental y deci- 
siva en una empresa que tenía una posición acreedora de 
U$S 8:000.000 y que en ese Ejercicio tuvo una pérdida 
de N$ 162:000.000, es decir, casi tres veces el valor que 
habia licitado para la compra del Frigorifico Nacional. 
Sin embargo, en ese momento se seguía manteniendo la 
fría —insensible, diría— interpretación de que este tema 
no tenía solución. Y no importaba, entonces, qué le ha- 
bía pasado a una Cooperativa que había ganado una li 
citación, que había tenido un incumplimiento en el pago 
de una cuota y que pedía que se modificaran las condi- 
ciones del contrato porque se habían modificado las con- 
diciones generales de la economia. Ello no se podia hacer 
porque, ¡qué dirían los demás licitantes! 


Todo ésto ha sido explicitado por el señor Ministro 
a través del informe al que dió lectura. Seguramente, ha- 
brá señores senadores que tengan otros argumentos, pero 
es evidente que no hacen al fondo de la cuestión. 


Es bien clara la separación existente entre el contrato 
y la licitación; también lo es el hecho de que era posible 
—y lo es, de acuerdo al derecho positivo del Decreto 
104— modificar las condiciones del contrato. 


Estas eran las decisiones que se adoptaban en la dic- 
tadura y que hacian derrumbar a empresas. Por supuesto 
que éstas cometían sus errores y, en ese sentido, si fuera 
necesario podría profundizar en ellos, puesto que hemos 
estado analizando con bastante detenimiento los informes 
que se han hecho en este pedido. Pero hay que mencionar 
un factor que consideramos letal, como fue la caida de 
la “tablita”. Las condiciones imperantes entonces se pro- 
yectan, por ejemplo, sobre la producción granjera, que es 
la que en ese momento había sufrido el golpe de gracia 
con la política arancelaria y de atraso del tipo de cambio. 
En los informes a que hice referencia, se estima una dis- 
minución de venta de los enlatados de alrededor del 30%, 
como consecuencia del aumento de las importaciones de 
estos productos, 


Con esos antecedentes, señor Presidente, es que apa- 
rece el tercer informe del doctor Gelsi Bidart, que el se 
ñor senador Aguirre ha calificado de lapidario. Yo no lo 
voy a calificar por respeto a esta persona y también al 
Cuerpo. No obstante, me permito señalar que este informe 
fue escrito con el corazón y por alguien que ha sido, a 
lo largo de 40 años, asesor de una organización que qui- 
zás no la pueda mirar con la objetividad con que lo ha- 
ría un profesional independiente. En este informe se in- 
curre en errores de interpretación y de evaluación, no 
sólo desde el punto de vista jurídico, tema este que ya 
ha sido analizado y que seguramente continuará siéndolo. 
Es más: diría que esos errores no se condicen con el pres- 
tigio que el doctor Gelsi Bidart tlene. En ese sentido, po- 
demos admitir un mal momento, una circunstancia espe- 
cial. 


Algunos de los detalles a los que quiero referirme y 
que aparecen en este informe, contestan de alguna ma- 
nera parte de las preguntas que el señor senador Aguirre 
ha formulado. 


Uno de los capítulos que plantea el doctor Gelsi Bi- 
dart es la analogía entre la Ley de Refinanciación de Deu- 
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das y este acuerdo al que se ha llegado; y arriba a la con- 
Cclusión de que no hay ninguna anología. En realidad, uno 
puede preguntarse por qué no se comparó con la Ley de 
Restituidos o la Ley de Alquileres. Seguramente, se llega- 
ría a la misma conclusión, es decir, que no había ninguna 
analogía. Sin embargo, ¿por qué el doctor Gelsi Bidart in- 
cluye en ese informe la alusión a la Ley de Refinanciación 
de Deudas? Porque, sin duda, el endeudamiento era una 
situación muy especial que la legislación, a través de esta 
nueva ley había contemplado, y había contemplado a tra- 
vés de la acción del Banco de la República y de otras en- 
tidades bancarias privadas. ¿Cuál es la diferencia? Está- 
bamos ante un caso en el cual el Estado era acreedor y 
a la vez iba a transformarse en ejecutor. Por lo tanto, no 
se podía plantear en una forma tan disímil este problema 
al resto del endeudamiento; por más que el Estado fuera 
acreedor, No podía considerarse con una falta de equidad 
tal una situación de esta naturaleza. 


Vamos a aceptar el reto; hagamos la analogía entre 
la Ley de Refinanciación de Deudas y estas bases para el 
acuerdo a que se arriba, como bien lo señalaba el señor 
Ministro. 


A modo de objeción, el doctor Gelsi Bidart manifiesta 
que la diferencia es clara; que “la Ley de Refinanciación de 
Deudas comprende a deudores del sistema financiero, es 
decir, a quienes recibieron préstamos en dinero y los tie- 
nen que devolver en igual moneda. En el presente caso, 
se trata de quien adquiere bienes por un precio aceptado, 
que el mismo fijó —la licitación no tiene base mínima-— 
y que utilizó y/o vendió en su beneficio durante seis años 
y medio sin pagar nada”. 


En cuanto a esto último que expresa, es decir, “sin 
pagar nada”, creo que no es correcto porque vimos qué 
pagó dos cuotas de intereses y algo más de una cuota 
de los productos terminados que compró. Pero además 
cabe preguntarse por qué alguien contrae un crédito en 
moneda nacional si no es para comprar bienes materiales. 
De lo contrario, ¿para qué se generaron los créditos en esta 
moneda? ¿Por qué se diferencia un crédito en dinero de 
una deuda de otra naturaleza? ¿Por qué se diferencian 
esas deudas si es el Estado el que está actuando? Porque 
es evidente que no se va a negar a actuar. En una palabra, 
es el Ministerio el que no se va a negar a actuar, porque 
así debe ser. 


El segundo aspecto que cuestiona el señor Gelsi Bi- 
dart es con relación al período de gracia en la Ley de Re- 
financiación de Deudas. Esta habla de dos años y, en este 
£aso, los plazos de gracia no son menores —él manifiesta 
que sí lo son— por cuanto, de hecho, CALFORU ya ha 
tenido ——dice-— 78 meses. 


Me resulta difícil poder explicar esto sin incorporar al- 
gún elemento de ironía; no obstante, voy a tratar de ha- 
cerlo. 


Los períodos de gracia corren desde el momento de 
la aprobación de la ley o de la instancia en la que se 
aprueban dichos períodos; no se computa el periodo de 
deuda que tiene el deudor que está con dificultades. Cuan- 
do se dictó la Ley de Refinanciación de Deudas y se esta- 
bleció un período de gracia de dos años, no se fue hacia 
zirás para ver en qué año se habia generado la deuda, a 
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los efectos de si la gracia había ya operado. Reitero que 
la gracia de los dos años es a partir del momento de la apro- 
bación de la mencionada ley. Pero en este acuerdo ni si- 
quiera eso se le hace a CALFORU. Lo que se está ha- 
ciendo es tomar los dos años de gracia a partir de 1980 
como consecuencia de la licitación y desde ese momento 
se le aplican a CALFORU, como corresponde intereses 
moratorios; y ese importe se computa en la determinación 
de la deuda global. Por lo tanto, aquí no hay periodo de 
gracia; ni de 78 meses, ni de 52, ni de 3. 


Esta ley, de acuerdo a como sigue el informe del doc- 
tor Gelsi Bidart, “prevé el pago integro de la deuda y 
sus intereses con facilidades y, en ciertos casos, con al 
guna quita, mientras que el acuerdo prevé una drástica 
disminución del precio pactado, no establece intereses y 
premia el atraso en el pago o en la escrituración inme- 
diata de todo lo que importe en la licitación al deudor”. 
Digo, señor Presidente, que esto es falso de toda falsedad 
y no me sorprende que ésto haya inducido a error al se- 
hor senador Aguirre. De ahí que hoy haya solicitado la 
interrupción a efectos de que el error no siguiera alimen- 
tando otros razonamientos, puesto que el señor senador 
no tiene por que poseer toda la información. Era en ese 
momento que queríamos proporcionársela. 


El cálculo de la deuda, al momento del acuerdo, está 
compuesto por los siguientes items: las cuotas impagas, 
los intereses normales que involucran éstas, el reajuste 
a que obligan las cuotas impagas y los intereses morato- 
rios que genera el atraso de cada una de ellas. 


SEÑOR AGUIRRE. — Por supuesto. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE GANADERIA, AGRI- 
CULTURA Y PESCA, — ¡Ah, lo sabía! Lo que sucede es 
que lo que no sabía el señor senador es que cuando el doc- 
tor Gelsi Bidart habla de una drástica disminución de los 
intereses, quiere decir que estos —tal como lo establece 
el acuerdo-— no se generan a partir de ese momento. 


En la actualidad, al determinarse la deuda se están 
computando ocho cuotas que no han vencido y que tienen 
incluidos intereses. Por lo tanto, al fijarse el valor actual 
de esas cuotas se están computando intereses que no han 
devengado ni vencido, pero que igualmente han sido in- 
cluidos al determinar el monto de la deuda. 


SEÑOR AGUIRRE. — No es así. Hay que hacer el 
reajuste de esas cuotas no vencidas. 


(Ocupa la Presidencia el señor senador Cersósimo) 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE GANADERIA, AGRI- 
CULTURA Y PESCA. — Estos datos tengo que aclarar- 
los porque son muy importantes y aquí se ha incurrido en 
un error. Cuando inicialmente se determinó el cá:culo de 
la cuota, se fijó a valores de diciembre de 1980, y alcan- 
zaba a N$ 4:307.812, de los cuales hay N$ 3:750.000 que 
es amortización de capital y N$ 557.812,50 que son inte- 
reses. Quiere decir que cada una de las cuotas impagas, 
así como las que están determinadas hacia adelante, in- 
cluye el valor de los intereses y estas cuotas han sido to- 
das reajustadas. 


Por el reajuste de esas cuotas se llega a un total de 
N$ 465:000.000 que constituyen prácticamente la mitad 
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de la deuda. O sea que son ocho cuotas que se deben y 
que son iguales a las que no se pagaron. Por lo tanto si 
alguien pretendiera incluir en el acuerdo intereses en las 
cuotas en dólares que están fijadas, estaria incurriendo 
hasta en un delito de usura porque el interés sería tan 
formidable que quedaría fuera de las posibilidades de 
pago. 


Dije que estos intereses hacia adelante están compu- 
tados por la mitad de la deuda y que es lo que todavia 
no ha vencido. Sin embargo -—como muy bien lo señalaba 
el señor senador Aguirre-— los otros intereses, los que no 
se incluyen en el acuerdo son por un sexto. Esto quiere 
decir que los intereses que estamos cobrando por adelan- 
tado son mayores que los que eventualmente se dejan de 
pagar por la cláusula que se establece en el contrato. 


Quiero señalar que los números que estoy manejando 
son proporcionados por la Comisión Interventora y Liqui 
dadora del Frigorifico Nacional. 


El informe del doctor Gelsi Bidart plantea que el pro- 
yecto resuelve “restituir una parte de los bienes. Pero 
en el proyecto no dice que esto se debe hacer en el mismo 
estado en que se entregó”. ¿A quién se le puede ocurrir 
que siete años después se pueden recuperar los bienes en 
las mismas condiciones? También se dice que CALFORU 
utilizó esos bienes durante seis años y medio, y nada pa 
ga por esa ocupación. Es como si a un acreedor dei Banco 
Hipotecario le cobráramos por las cuotas atrasadas, las 
multas, los recargos, los reajustes y, además, un alquiler 
por esos meses. Una idea de esta naturaleza no se puede 
plantear. En esta parte del informe hay algo muy intere- 
sante y lo voy a mencionar así como lo hizo el señor se 
nador Aguirre. Ahí se señala que en cuanto al precio. 
“cuando se hicieron las facturas de adjudicación se esta- 
bleció el valor de todo el terreno con edificación y mejo 
ras, en N$ 31:200.000 y N$ 28:800.000 por equipo e ins 
talaciones, marcas de fábrica, patentes, etcétera. Vale de 
cir que teniendo en cuenta la parte del terreno, construc- 
ciones y mejoras que compra CALFORU, más del 50% 
del precio corresponderá a este segundo rubro, que es el 
fundamental. Las 84 hectáreas que se entregan están en 
una proporción de 5 a 1 con respecto a dicho rubro”. 


Quiero hacer la aclaración de que cuando se separa- 
ron en la factura inicial Jos dos elementos a que hace alu: 
sión el señor senador Aguirre, se hizo solamente por una 
razón contable. En la transacción había algunos elemen 
tos que tenian IVA y otros que no. Por lo tanto, se se- 
paró: en una factura se incluyeron los importes con IVA 
y en la otra, los que no tenían esa obligación. La primera 
es por equipos e instalaciones de la planta, marcas de fá- 
brica, patentes de invención y fórmulas inherentes a la 
industrialización. Y la última, es por las fracciones del 
terreno y sus edificaciones. Se nos pregunta cómo es po- 
sible que en aquel momento estuvieran prácticamente 
50% a 50% y ahora estén en proporción de 5 a 1. Eso és 
lógico, porque lo que se devuelve es esta factura que no 
tiene IVA y una parte de los equipos e instalaciones, pero 
no las patentes de invención, ni fórmulas, ni marcas de fá- 
brica, ni una buena parte de los equipos. Por lo tanto, re- 
pito que es lógico que se produzca una proporción de 5 
a 1. Si dividimos diez en dos, y de un lado tomamos la 
totalidad y de la otra solamente el 20%; es natural que 
de un lado va a haber 5 y del otro 1. Eso es lo que ocurre 
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en este caso —a pesar de que el señor senador Aguirre 
dice que no— y nadie puede extrañarse por esa proporción. 


También se plantea que “el precio que se da a tales 
hectáreas de campo de inferior calidad, cuya venta se 
licitó durante mucho tiempo sin éxito alguno, no se com- 
padece en mucho con la realidad, al menos asi le parece a 
un profano como el suscrito. Creo que sería indispensa- 
ble que organismos técnicos como DIPIPA, CONEAT o 
la Dirección General del Catastro Nacional y Administra- 
ción de Inmuebles del Estado indicaran cuál es el valor 
rea] de tal predio”. 


Según los asesores legales que hemos consultado, no 
existe ninguna disposición al respecto. Más adelante, re- 
firiéndose al mismo tema, el doctor Gelsi Bidart dice que 
“No parece lógico proceder a una avaluación convencional. 
Todo hace suponer que, o no se ajusta a la realidad, o al 
menos, no da fundamentos suficientes para tal resultado”. 
Esto es una tautología, es solamente una presunción de 
que todo está mal. ¿Por qué no parece lógico proceder a 
una avaluación convencional? 


En consecuencia a continuación, pasaré a hablar del 
capítulo relativo a la evaluación de los activos o de los 
bienes de que se trate. 


Li señor senador Aguirre señalaba hoy, con razón, que 
el resultado de las ccnsultas a las inmobiliarias con rela- 
ción al valor de ¿os predios en la zona, fue que el valor 
promedio es de USS 1.50 el metro cuadrado. Justamente 
ese es el valor que se tomó en consideración al hacer el 
avalúo de estas hectáreas. Entonces, no es por pura coin- 
cidencia que el señor senador Aguirre tomó esa cifra, En 
estos dias él también se asesoró lo mismo que en su 
oportunidad hizo el Ministerio, y que luego ratificó. 


El señor Ministro, en forma correcta, señaló que este 
bien tiene caracteristicas muy especiales. No se trata de 
un campo para plantar trigo, sino de 84 hectáreas sobre 
el Rio de la Plata sobre las que hay una base de edifi- 
cación que ha recibido una serie de mejoras, que en se- 
guida enumeraré, y además un muelle. 


Entonces, en un momento en el que la agroindustria 
se presenta como una de las actividades con mayores pers- 
pectivas, en el que todos somos conscientes del vue'co del 
país hacia la exportación y el tema de las zonas fran. 
cas cobra vigencia gracias a la actividad parlamentaria, 
¿Cuánto vale un predio de 84 hectáreas, con un muelle, a 
escasos metros de los accesos a Montevideo —cosa que 
no existía en el año 1980-— de la Ruta 1, con camineria, 
con entrada de energía eléctrica y de agua? Se trata de 
una serie de elementos a todas luces inestimables, 


Una buena pregunta para hacer, señor Presidente, es 
cómo se hace para valorar todo esto. El criterio que usan 
quienes rea izan este tipo de avalúo es analizar opera- 
ciones similares, que se hallan llevado a cabo en períodos 
cercanos, etcétera. El Ministerio tiene un detalle comple- 
to acerca de las lransacciones realizadas. No sé si vale la 
pena informar sobre qué empresas se compraron y ven. 
dieron, porque creo que es un tema que entra más bien 
en el terreno de lo privado, pero sí digo que hay casos 
en los que se pagó US5S 3 el metro cuadrado. Además, por 
Pajas Blancas, muy cerca de ahi, por un predio que tam. 
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bién tiene un muelle, se hizo una oferta de más de UgS 4 
el metro cuadrado; pero la venta no se concretó. 


Por consiguiente, es austera la estimación de U$S 1.50 
el metro cuadrado. Aquí no se manejó el disparate de 
U$S 3 por metro cuadrado, como supuso el señor senador 
Aguirre, sino la conservadora cifra -—repito— de U$S 1.50 
el metro cuadrado. Entonces, ¿dónde está la diferencia 
que indujo al señor senador Aguirre al error de llegar a 
esa cifra de U$S 3 el metro cuadrado, a través de una 
simple división? Dicha diferencia forma parte de los seis- 
cientos millones y pico de nuevos pesos que integran par- 
te del pago, o rescisión parcial, o como sea que los Juris- 
tas hayan resuelto 'lamarlos, Dentro de ese importe pue- 
den discriminarse, por lo menos, tres cosas. En primer 
término, el terreno. Los 844.349 metros cuadrados —o sea 
las aproximadamente 84 hectáreas— por U$S 1.50, arroja 
una cifra de alrededor de USS 1:266.500. Ese es el valor 
con que se avalúa el terreno a los efectos del acuerdo. 


En segundo lugar, las construcciones y mejoras rea- 
lizadas en el predio, que enumeraré a continuación en 
forma parcial y son las siguientes: la administración, el 
comedor, la ex jabonería, el Departamento Fiscal, los al- 
macenes para productos terminados, el almacén de mate- 
riales, el laboratorio, la Oficina Técnica, talleres, el de- 
pósito de vehiculos, el “galpón de piedra”, la ex-carpin- 
teria, guano, conserva y desosado. Todo el perímetro in- 
cluye una superficie edificada de 16.645 metros cuadrados. 
El señor senador Aguirre dirá que todo eso está deterio- 
rado. A esa hipotética pregunta digo que algunos locales 
si y otros no. 


Ahora voy a decir cómo se efectuó el ava ú0 de esos 
locales: se estableció contacto con una compañía de se- 
guros que hizo un informe —que tengo aquí sobre la me- 
sa— sobre cuáles eran los valores por metro cuadrado de 
las distintas categorias de edificación. Por ejemplo, un 
grupo 1, formado por piso revestido, planchada, paredes, 
mampostería y servicios sanitarios, etc.; un grupo 2, 
por piso de hormigón, planchada, techo liviano, muros, 
mamposteria, construcción pesada y servicios higiénicos; 
un grupo 3, por piso de hormigón, techo liviano, muros, 
mampostería, etcétera. No voy a continuar con este deta- 
ile, para no abusar del tiempo de los señores senadores; 
pero se trata de cinco categorias en total. Lo importante 
es que a su vez el valor del metro cuadrado que fijó di. 
cha compañía a los efectos del.seguro, de acuerdo con el 
mismo criterio, conservador con que se ha manejado todo 
el problema, se dividió a la mitad. ¿Por qué? Por la sen- 
cilla razón de que la compañía de seguros se refería a 
construcción recién hecha y la construcción era de mu- 
chos años atrás. 


Además, del informe proporcionado por dicha compa- 
ñía de seguros, se establece un factor de corrección con 
base en la depreciación sufrida por las construcciones, a 
tener en cuenta en los metros cuadrados de que se trate. 
Es así, pues, que se llega a un valor promedio de U$S 67.7 
el metro cuadrado para la parte que se recupera. La base 
sobre la que se manejó la aseguradora fue de U$S 360 y 
tantos el metro cuadrado. Quiere decir entonces que se 
hizo la avaluación en función de la sexta parte del valor 
de una construcción. En consecuencia, por concepto de 
construcciones, se l'ega a un total de U$S 1:126.865. 


En tercer término, otro de los capítulos que integran 
el costo de esos seiscientos y tantos millones, es el de las 
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mejoras, ¿En qué consisten? Son: la Caminería, los mue- 
lles, los tanques de agua, y los cerramientos, incluidos en 
las 84 hectáreas que se devuelven. ¿Cómo se estimó esto? 
Como era dificil establecer un criterio similar al emplea- 
do en el caso anterior, en forma conservadora se fue al 
valor estimado en 1980, que era de U$S 444,444, tasación 
que había sido rea'izada por el Banco Hipotecario. 


De acuerdo con dicha tasación, se estimó que la cuota 
parte correspondiente de todas las mejoras —el 60 %— pa. 
saba a la parte que se entregaba de vuelta. Sobre esa 
cifra se tomó en cuenta, además, una depreciación, a la 
fecha, del 20%. De esta manera se llega a un total, por 
concepto de mejoras, de U$S 213.333. 


(Ocupa la Presidencia el doctor Tarigo) 


—En estos días nos tomamos el trabajo de solicitar 
una tasación del valor del muelle, porque quisimos com- 
pararlo específicamente con la tasación general ya que 
entendemos que es un bien muy especial porque tiene 
fines determinados. 


El costo de construcción del muelle sería U$S 400.000, 
por lo tanto, a través de la tasación que se hizo habría 
que incluir actualmente U$S 120.000 que fue en lo que se 
avaluó. Quiere decir que este bien está incluido en e! to- 
tal de las mejoras que es del orden de los U$S 213.000, 
suma fijada como devolución. Quizás alguien pueda in- 
terpretar que aquí hubo un error en el avalúo a favor del 
Estado y que CALFORU ha sido perjudicada. 


¿Cómo tasar la playa de faena, teniendo en cuenta 
que está deteriorada? En 1986, los técnicos del Frigorífico 
Nacional, realizaron un avalúo determinando un valor de 
U$S 668.437. En consecuencia, se asumió una depreciación 
del 85 % de ese valor y este rubro quedó en un total de 
U$S 100.000. 


En este rubro que incluye la parte de maquinaria, 
equipos e instalaciones, también se realizó un estimativo 
de su valor. El tota! de este rubro tasado en 1980 por 
los técnicos del Frigorífico Nacional fue de U$S 2:806.500. 
Se estableció una depreciación global con respecto al pe- 
ríodo transcurrido de un 40% y se estimó que la cuota 
parte de los equipos instalados en el área que se da de 
vue'ta, es de un 29 %, por lo que se incluye U$S 336.000. 


También tenemos el detalle del avalúo del servicio 
de frío. 


En el informe, el doctor Gelsi Bidart se pregunta cCó- 
mo se establece el servicio de frio, Al respecto dice: “Du- 
rante seis años y medio, el deudor utilizó el servicio de 
frío por 4.000 toneladas, sin pagar nada por el mismo. 
Ahora, con los mismos bienes que recibe, destinará 1.000 
toneladas durante 8 años. ¿Cómo se hace el cálculo de 
lo que vale esto durante 8 años? ¿Cómo se da por pagada 
ahora, una cifra que se abonará en 8 años con prestación 
de servicios? 


Creo que éste también es un tema tomado bastante a 
la ligera. 


Por ejemplo, si a'guien compra un camión y para ello 
pide un crédito, ya a pagar los intereses o las cuotas con 
el producido de la actividad que genere con ese vehículo. 


CAMARA DE SENADORES 


24 y 25 de Setiembre de 1987 


Considero que esto no sólo no es inmoral ni llega! sino 
que es lógico que si alguien adquiere un bien para traba- 
jar vaya pugando la deuda con 'o que produce, Por lo 
tanto no entiendo por qué no se admite que un servicio, 
que el Estado tiene que Contratar de cualquier manera, 
sea imputado como parte del pago de este acuerdo. Per. 
sonalmente no veo en esto ninguna razón ilógica, porque 
es habitual en este tipo de transacciones. 


Entonces, ¿cómo se ha estabiecido el monto? En el 
año 1986 el Instituto Nacional de Carnes, adjudicó a 
CALFORU el depósito de! stock regulador por un total 
de 2.650 toneladas. En ese contrato se estableció un valor 
—real, constatado— que fue tomado al 1% de marzo de 
1987 ——o sea unos días antes del acuerdo—— y se fijó por 
un período de ocho años. Por lo tanto los N$ 2:391.047 
por mes que implica el depósito de las 1.000 toneladas se 
multiplicó por los ocho años, se realizó la conversión a 
dólares, lo que da la cifra de N$ 222:463.500 que figuran 
en el acuerdo establecido. 


El pago de la deuda se perfecciona a medida que se 
presta el servicio. 


Este informe del doctor Gelsi Bidart que lamentable- 
mente plantea —creo que con ma'icia y malevolencia - - 
algunas sugerencias, termina con una inconsistencia bas. 
tante rara en la medida que está fechado el 27 de mayo 
y hace alusión a una reunión con el señor Ministro el 
26 de junio, no sé si previendo algo o se trata simple- 
mente de un error. 


SEÑOR TOURNE. — ¿Me permite una interrupción? 


No se puede hacer una afirmación como la que ha 
hecho sobre una persona de la honorabilidad del doctor 
Ge'si Bidart, diciendo que con malicia pueda finalizar un 
informe, Por lo tanto, es correcto que emplee otros tér- 
minos por respecto a que él no está presente aquí para 
contestarle. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE GANADERIA, AGRI- 
CULTURA Y PESCA. — Tiene razón el señor senador. 
Creo que hoy somos varios los que hemos perdido el estilo 
y pido disculpas a la Mesa por ello. 


Aunque quiero proseguir con la 'ectura de una inter- 
vención que realizara el señor diputado Prieto en una 
Comisión de la Cámara de Representantes. Sus expresi0- 
nes nos han dolido mucho por lo que llevan implícito y 
son, quizás, la razón de la pérdida de estilo. 


En ese entonces el señor diputado expresó: “nos sen- 
timos realmente satisfectos de haber planteado esta ini. 
ciativa, de haber requerido de parte del Ministerio de 
Ganader.a, Agricultura y Pesca el esclarecimiento de un 
tema que, desde el punto de vista social y del de la valo- 
ración de la correcta administración de los bienes del 
Estado, estaba en duda en un sector de la opinión púbii- 
éa, porque esa opinión pública ha sido una vez más in- 
debidamente informada”. 


Más adelante agrega: “Tal vez tenga en su descar- 
go” —y se refiere a esa opinión pública mal informada— 
“el hecho de que acá hay aspectos muy delicados que no 
necesariamente tienen que tomar estado público a través 
de los medios de prensa, pero el hecho es que sectores 
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que están muy cercanos a este tema, que juegan intere- 
ses no siempre de frente y no siempre desde las mejores 
de las disposiciones, han querido enlodar lo que acá el 
señor Subsecretario de Ganadería, Agricultura y Pesca 
destacó desde el primer momento de su exposición, cuan- 
do señalaba las responsabilidades del Estado”. 


No puedo admitir, en ningún ámbito, que se quiera 
enlodar una transferencia tan clara y en donde existen 
todos los antecedentes hechos con las cooperativas; ade- 
más, si algo garantiza dicha transparencia es la realiza- 
ción de una operación de esta naturaleza con las coope- 
rativas. En lo que me es personal, no comparto este tipo 
de presunciones. 


SEÑOR AGUIRRE. — ¿Cuál es la presunción? 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE GANADERIA, AGRI- 
CULTURA Y PESCA. — Agradezco por lo tanto al señor 
diputado Prieto el haber pronunciado esas pa'abras acla- 
ratorias en la Cámara de Representantes. 


Por otra parte, deseo manifestar que sobre este tema 
tenemos muchos más datos y números que, de ser preci- 
5O, podremos aportar. Al menos, creo que hemos podido 
esclarecer unos cuantos de ellos. 


Muchas gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador Ricaldoni. 


SEÑOR RICALDONI. — Señor Presidente: antes de 
hacer uso de la palabra para referirme al tema que nos 
convoca en la noche de hoy, quiero manifestar que esta- 
mos conversando entre las distintas bancadas acerca del 
destino de esta sesión. 


Mi exposición puede tener un carácier de dos variables 
en función de si el acuerdo existe para resumir al máximo 
las manifestaciones, una por Partido, con un resumen fi- 
nal del señor miembro interpelante, y otro si no existe 
ese acuerdo, Quisiera, por una regla de juego equitativa, 
saberlo antes de hacer uso de la palabra, aunque esto, 
en puridad, no encaje dentro de lo que es la mecánica 
habitual de un llamado a Sala. 


Me permitiría exhortar a los demás integrantes del 
Senado para que me indicaran a lo que debo atenerme 
antes de hacer uso de la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Salvo que el señor senador 
proponga un brevísimo cuarto intermedio, es imposible 
hacerlo en Sala. 


SEÑOR RICALDONI. -—- Propongo hacer un cuarto in. 
termedio de cinco o de diez minutos. 


SEÑOR ORTIZ. — Hay cuartos intermedios de cinco 
minutos. 


SEÑOR PRESIDENTE. -- Si no se hace uso de la pa- 
labra, se va a votar la moción formulada por el señor 
senador Ricaldoni en el sentido de pasar a cuarto inter- 
medio por diez minutos. 
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(Se vota:) 

—23 en 24. Afirmativa. 

El Senado pasa a cuarto intermedio. 
(Así se hace. Es la hora 22 y 57 minutos) 
(Vueltos a Sala) 


SEÑOR PRESIDENTE. — Vencido el término del cuar- 
to intermedio, continúa la sesión. 


(Es la hora 23 y 04 minutos) 


—Reconozto que tenía razón el señor senador Ortiz, 
pues hay cuartos intermedios de cinco minutos. 


El acuerdo es que haga uso de la palabra un orador 
en nombre de cada una de las tres fuerzas políticas re- 
presentadas en el Senado: señores senadores Ricaldoni, 
Olazábal y Aguirre. 


Tiene la palabra e! señor senador Ricaldoni. 


SEÑOR RICALDONI. -- Señor Presidente: en esta sin. 
tesis forzada que vamos a hacer en aras de terminar A 
una hora razonable la sesión, mi primera reflexión es la 
de señalar que hubiera sido realmente preocupante la hi- 
pótesis inversa a la que motiva el llamado a Sa'a, Seria 
difícil imaginarse al Poder Ejecutivo dando explicaciones 
en una situación opuesta a la que está planteada. O sea, 
que se hubiera llamado a Sala aj Ministro de Ganadería, 
Agricultura y Pesca para que explicara por qué no se 
había buscado una fórmula que contemplara la grave si- 
tuación de CALFORU. Ese hubiera sido, realmente, señor 
Presidente, el tema, y no éste en el que se ha visto que 
la fórmula existe y se ha instrumentado. 


Después de las demoledoras explicaciones que han 
dado los señores Ministros y Subsecretario, no existe ra- 
zón alguna para la preocupación, que sí pudo existir an- 
tes de conocerse la versión fidedigna y oficial de los 
hechos. 


Puedo imaginarme qué hubiera pasado en el Parla: 
mento, qué se hubiera propuesto, qué decisión se hubiera 
tomado por cualquiera de las Cámaras, que actividad se 
le podria haber encomendado a las distintas Comisiones 
del Parlamento, si CALFORU, en lugar de hallar una 
salida para la situación en que se encuentra, estuviera 
amenazada por una sentencia desfavorable, como la que 
estima el señor miembro interpelante podría haberle re- 
caido a dicha Cooperativa CALFORU. 


Todo el movimiento cooperativista se ha sentido con. 
movido y sensibilizado por la consideración del acuerdo a 
que llegó la intervención del ex-Frigorífico Nacional y 
CALFORU. 


Debido a la brevedad del tiempo de que dispongo, no 
voy a hacer la lectura, ni el comentario del remitido que 
hoy ha sa'ido en los diarios firmado por un amplio sec. 
tor de sociedades de fomento rural y de cooperativas vin- 
culadas a CALFORU, que da la clara pauta respecto al es- 
tado de legitima preocupación del movimiento cooperati. 
vo agrario del país, frente a la posibilidad de un cuestio- 
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namiento parlamentario de la medida adoptada por el 
Poder Ejecutivo. 


No está demás recordar que esta situación de 
CALFORU ya era conocida por todos los partidos politicos 
en la época de la Concertación Nacional Programática. 


La CONAPRO, en el año 1984, en un largo capitulo des- 
tinado a los problemas por los que atravesaba CALFORU, 
terminaba diciendo que “La CONAPRO recomienda al pró- 
ximo Gobierno tener especial consideración para la so'u- 
ción de los problemas que afronta el cooperativismo agro- 
pecuario agro industrial que involucra a pequeños y me- 
dianos agricultores. Agregaba, que “En este contexto se 
enmarca la situación respecto a CALFORU, planteada por 
las entidades rurales, inc'uyendo los planes y proyectos 
que plantean para la reactivación del sector granjero”. 


En una palabra, señor Presidente, el tema no es nue- 
wo, Lo conocían en 1984 todos los partidos políticos que 
están en el Senado e, inclusive, la Unión Cívica que inte- 
gra 'a Cámara de Representantes. Desde aquel momento, 
hubo un consenso indiscutido que ya estaba creando el am- 
biente propicio para esta solución a la que felizmente ha 
Megado el Poder Ejecutivo y que hoy se ha cuestionado 
en el Cuerpo. 


En orden a estas idcas, señor Presidente, no deja de 
constituir una amarga parado,a que el Estado, y especial- 
mente el Parlamento, que ha venido tomando mú'tiples 
decisiones en directo beneficio de sectores productivos en 
dificultades que se arrastran desde la época del periodo 
militar, sin un anális siempre adecuado de la situación 
concreta sobre la que se legislo —me remito a la Ley de 
Refinarciación de la Deuda Interna— cuestionen hoy una 
solución concreta, enmarcada en lo que son las legítimas 
potestades legales del Estado. 


Creo, además, señor Presidente, que éste no es el 
tiempo político, el momento adecuado, para objetar lo ac- 
tuado. Esa oportunidad legará —y estoy convencido que 
ello no ocurrirá— si se comprueba que este acuerdo, una 
vez puesto en marcha, no se cumple. Mientras tanto, lo 
que han manifestado el señor Ministro y el señor Subse- 
erctario, debe merecer la aprobación del Senado. 


Vale la pena analizar de qué manera comienza este 
tlamado a Sala y en qué forma termina. Se llama a Sala 
al señor Ministro para que explique un acuerdo “destina- 
do a paralizar un juicio de rescisión contra el pago de 
U$S 40.000” y el “cumplimiento de obligaciones materia 
les accesorias”. Hago la cita textual. 


A este respecto, señor Presidente, señalo muy rápida- 
mente, en lo que tiene re ación con la “paralización”, qut 
sí, que ello ocurre, que se suspende el juicio, pero con la 
debida protección del Estado para el caso de incumpll- 
miento —-lo ha dicho el señor Ministro— pues ya que se 
mantienen todas las garantías originales. 


Además, en este mismo acuerdo, homo'ogado judicial. 
mente, se establece en el párrafo 11, letra d), que las 
garantías están establecidas en el sentido de que, para el 
caso de que CALFORU no cumpliera con algunas de las 
obligaciones precedentes, o con la imp'ementación y pues- 
ta en marcha de los proyectos, el Ministerio podrá reque- 
rir de CALFORU la entrega inmediata de la parte de la 
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planta del ex-Frigorifico Nacional que conserva en su po- 
der, según el acuerdo, por incumplimiento de lo prome- 
tido. 


Luego agrega que CALFORU no podrá gravar ni ena- 
jenar la planta sin previa autorización del Ministerio. 


Después, en el petitorio del escrito, se dice que “se 
suspenden los procedimientos, debiendo continuarse cn 
caso de incumplimiento de las bases acordadas”. Y a ma- 
yor abundamiento, repito, siguen vigentes las actuales ga- 
rantías. 


Respecto al pago de los U$S 40.000, creo que las ex- 
plicaciones dadas en Sala son harto elocuentes. No se tra- 
ta con ese pago de entregar el 1% de lo adeudado, contra 
cuya entrega se escritura, sino de la entrega de esa can- 
tidad de dólares, más el cumplimiento de una serie de 
obligaciones, que no son “accesorias”, sino principales y 
de extraordinaria importancia. 


Por otra parte, la llamada “paga por entrega de bie- 
nes” importa N$ 639:190,440, que al tipo de cambio to 
mado en el momento en que se hizo el acuerdo, equivalen 
a U$S 3:043.764. El suministro de servicio de frío, que 
se está comprometiendo desde ahora, importa nuevos pe- 
sos 222:000.000, en números redondos, lo que significa algo 
más de U$S 1:000.000. Habida cuenta del pago de los 
U$S 40.000. El saldo es de U$S 575.000 que se cancelará 
en siete años. 


Entonces, señor Presidente, nada más que por la lla- 
mada paga por entrega de bienes se están ahorrando 
U$S 3:000.000, que se suman a los U$S 40.000. Todo ello 
concomitantemente con la escritura. De manera que no 
se puede hablar del 1%, sino todo lo contrario. Se está 
percibiendo la mayor parte del monto de la operación 
renegociada sin quita alguna. 


Por otra parte, no hay duda de que caben algunas re- 
flexiones sobre la responsabilidad del Estado y del ex- 
Frigorífico Nacional que alega el señor senador Aguirre. 
Se habla de responsabilidad por la rescisión del contrato 
entre el ex Frigorífico Nacional y CALFORU. 


Ya se ha dicho -——no me voy a extender en elo— 
que no hay tal rescisión. A lo sumo, lo que se puede ad- 
mitir es que existe un fenómeno de rescisión parcial que 
se traduce en una forma de pago como la acordada. So 
bre las consecuencias de ello, me remito al dictamen ju- 
rídico que ha leído el señor Ministro. 


Además, se hace referencia a una transferencia de 
bienes del Frigorífico Nacional, sin previa licitación, y 
en violación del Decreto-Ley N% 14.810. 


Debido al acuerdo que me limita a una exposición de 
veinte minutos, meramente, vey a hacer algunas breves 
referencias al respecto. 


En primer lugar, ¿cuáles son las normas vigentes? 
Las del Decreto 104 del año 1968, que se han repetido 
exactamente en esta Rendición de Cuentas que hemos vo- 
tado todos recientemente incluido el señor miembro in 
terpelante. Dichas normas tienen una serie de disposicio- 
nes en las cuales se prevén casos en los que es imposible 
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la Jicitación, porque no hay más que un posible oferente, 
o por cualquier otra razón. Son situaciones análogas a la 
que se plantea en este caso. 


Además, señor Presidente, la propia normativa de! 
Decreto 104 determina claramente que un contrato de- 
rivado de Una licitación ganada, es algo sustancialmente 
distinto del llamado a licitación, porque aquél es la con- 
secuencia de ésta, y ésta es la que habilita la posibilidad 
de hacerlo, El articulo 54 del Decreto 104/968 establece 
que los contratos podrán aumentarse o disminuirse res- 
petando sus condiciones y modalidades, y con adecuación 
de los plazos respectivos. Y en el párrafo 22 concretamen- 
te, se señala que también podrán aumentarse o disminuirse 
los contratos en las proporciones que sean de interés para 
la Administración, y que excedan de las antes indicadas 
“con acuerdo del adjudicatario y en las mismas condicio- 
nes preestablecidas en materia de su aprobación”. 


En consecuencia, señor Presidente, no se ha violado 
ningún principio legal relativo a la licitación. Ni de ahí 
debe deducirse que haya que repetir un procedimiento de 
licitación. 


Se ha dicho que el Director Interventor y Liquidador 
tiene una situación de autonomía frente al Poder Ejecu- 
tivo y eso es tremendamente equivocado. No me impre- 
sionan algunas citas que se han formulado, de especialis- 
tas en la materia, porque realmente cuando la ley cs 
clara no se puede forzar su texto con la intención de apo- 
yar ciertas argumentaciones. 


El artículo 2% del Decreto-Ley N% 14.810 dispuso: 
“Suprimese el Frigorífico Nacional”. Y se le dan una serie 
de amplias competencias al Director Interventor y se di- 
ce, a mayor abundamiento, que tendrá las competencias a 
que se refiere el artículo 32 del Decreto-Ley N* 14.774. 
Este artículo —que es de una amplitud cuya extensión 
mayor no podria concebirse, porque lo dice todo en esta 
materia-— establece que para el cumplimiento de sus 
cometidos, dispondrá “de los más amplios poderes de ad- 
ministración y disposición, sin limitación de especie al- 
guna”, y “tendrá las demás competencias necesarias para 
el logro de sus fines”. 


No entiendo, señor Presidente, cómo si quien inter- 
viene es el Poder Ejecutivo, se puede sostener que lo úni- 
co que éste puede hazer es nombrar o destituir al inter- 
ventor, porque realmente ello no tiene ninguna lógica 
dado el carácter de la relación juridica que existe entre 
quien decreta la intervención y el titular que la ejerce 
materialmente. 


Más aún. Poco tiempo después el Decreto-Ley nú: 
mero 14.816, que autorizó la venta de la Planta Casablan- 
ca por intermedio del Banco de la República dice en sus 
dos articulos: Autorízase al Poder Ejecutivo en su ca- 
lidad de interventor a proceder a la venta de la planta Ca- 
sablanca”, etcétera, El artículo 2% expresa: “Se autoriza 
igualmente al Poder Ejecutivo, en la misma calidad, a 
vender al Goblerno Departamental de Paysandú hasta un 
máximo de 150 hectáreas”, etcétera. Entonces, por un 
camino o por el otro, por el Decreto-Ley N* 14.810 o por 
el N9% 14.816, el Poder Ejecutivo, sin ninguna duda, es el 
interventor liquidador del Frigorifico Nacional, y, cuan- 
do toma contacto con el funcionario que cumple la in- 
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tervención, y le marca pautas, no sólo está haciendo uso 
de legítimas facultades, sino que también está cumpliendo 
con su responsabilidad de jerarca del interventor. 


Quiero señalar, además, que participo de las críticas 
que ha hecho el señor Subsecretario al último informe de! 
doctor Gelsi Bidart. No está en juego su honorabilidad, 
pero sí el derecho que todos tenemos de juzgar objetiva- 
meate lo que es el contenido de este último informe, que 
realmente no puedo compartir. 


Muy rápidamente, quiero decir que tampoco es de 
recibo la crítica que se ha venido señalando en Sala por 
el señor miembro interpelante en cuanto a que aquí exis- 
te una “paga por entrega de bienes”, que no se puede ha- 
cer jurídicamente, porque dichos bienes siguen siendo de 
propiedad del ex-Frigorífico Nacional. En primer lugar, 
este instituto de la paga por entrega de bienes es un ins- 
tituto cuyos alcances y naturaleza jurídica han dado lu- 
gar a tremendas vacilaciones en la doctrina nacional. Es 
algo propio del derecho uruguayo y del argentino, con ca 
si ningún otro antecedente en el derecho comparado. 


La paga por entrega de bienes puede referirse, efec- 
tivamente, a inmuebles, pero también a derechos, y nada 
impide hacer un pago con bienes que, en lugar de ser 
inmuebles, sean de otra naturaleza, como los derechos que 
tiene un promitente comprador respecto de esos mismos 
bienes inmuebles. Lo que en puridad —más allá de una 
redacción, que podrá ser o no del agrado de alguno de 
los presentes— se le está entregando al Estado, es el va- 
lor estimado, exacta y justamente, de parte de los dere- 
chos emergentes del compromiso oportunamente celebra 
do, En este sentido quiero llamar la atención de que no 
es como dijo el señor senador Aguirre, en cuanto a que 
CALFORU €s un mero tenedor de estos bienes. Así se 
dice en el literal F), número 1 del pliego de la licitación 
oportunamente celebrada. Pero en el literal E), numeral 
2%, se establece —y eso no se leyó en Sala— que “la no- 
tificación de la adjudicación hecha al adjudicatario, será 
considerada como suficiente requisito para el perfeccio- 
namiento del compromiso de compra-venta de los bienes 
comprendidos en esta operación”. 


También deseo referirme, señor Presidente, a la ob 
jeción formulada por el señor miembro interpelante en 
cuanto a que no se puede disponer lo que se dispuso por 
el Ministerio sin dictar un acto administrativo previo y 
que se procedió ilegalmente dictando una mera nota del 
Ministerio al Director Interventor Liquidador. Considero 
que es como se debe actuar en un juicio. 


SEÑOR AGUIRRE. — Eso no es un juicio, señor se- 
nador. 


SEÑOR RICALDONI. — Sería risible suponer que 
cada acto procesal de un juicio de la Administración re 
quiera un decreto de Poder Ejecutivo diciendo, por ejem- 
plo, “Vistos y Considerando... el Ministro... decreta” que 
se conteste la demanda o que se presenten pruebas, o un 
alegato. Dentro de un juicio no cabe exigir el dictado de 
un acto administrativo, antes de cada acto procesal. A lo 
que agrego que, aunque se discrepara con este punto de 
vista es evidente, existen mecanismos —como todos los 
hombres familiarizados con el Derecho sabemos-— para 
provocar el acto administrativo, Así, si éste acto no existe, 
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basta el planteo que a la Administración haga quien ten- 
ga un interés directo y legítimo para producirlo real o 
fictamente lo que habilita luego la continuación del pro- 
ceso administrativo correspondiente. 


Es, pues, casi una discusión bizantina, propia más 
bien de medios académicos, la que hemos presenciado en 
la noche de hoy. Existe un problema de otra índole, de 
naturaleza social, que tiene que ver con el desarrollo del 
país, y, en suma, con una gran parte del movimiento coo- 
perativista de la República que, sin este socorro del Go- 
bierno, terminaría en una crisis prácticamente irreversible. 


Más allá de lo que son estas discusiones enfocadas 
con criterios muy especializados en zonas de discusión 
frecuentemente grises, lo que debe verse no son los ár- 
boles sino el bosque y, en definitiva, pensar que hay hom- 
bres y mujeres de carne y hueso detrás de este asunto 
—alrededor de cien mil personas, entre los 30 mil pro- 
ductores vinculados a CALFORU y quienes dependen de 
ellos— y no cuestiones teóricas que, en definitiva, poco le 
importan al país. 


Por lo tanto, señor Presidente, considero que las ex- 
plicaciones que hemos escuchado en Sala son absoluta- 
mente satisfactorias, y así deberá constar en la resolución 
gue oportunamente adopte el Senado. 


Muchas gracias. 


4) COMISION PREINVESTIGADORA 
PARA ANALIZAR LA ACTUACION DE LOS 
SUCESIVOS DIRECTORIOS DE ILPE DESDE 
1975 A LA FECHA. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Dése cuenta de una solici- 
tud llegada a la Mesa. 


(Se da de la siguiente: ) 


“El señor senador Olazábal solicita, de conformidad 
con lo dispuesto por los artículos 129 y siguientes del 
Reglamento del Cuerpo, la formación de una Comi- 
slón Preinvestigadora para analizar la actuación de 
los sucesivos Directorios de ILPE desde 1975 a la 
fecha”. 


-—En consulta con la bancada la Mesa ha designado 
a los señores senadores Batlle, Ortiz y Gargano para in- 
tegrar la respectiva Comisión Preinvestigadora. 


5) LLAMADO A SALA AL SEÑOR MINISTRO DE 
GANADERIA, AGRICULTURA Y PESCA. 
Acuerdo celebrado entre dicho Ministerio y 
CALFORU. 


SEÑOR PRESIDENTE. -— Continúa en consideración 
el tema motivo de la convocatoria. 


Tiene la palabra el señor senador Olazábal. 


SEÑOR OLAZABAL. — Señor Presidente: evidente- 
mente, las formas no nos son indiferentes. En este caso 
particular, hubiéramos deseado fervientemente que la 
forma utilizada para solucionar el nroblema de CALFORU 
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fuera la más transparente, la más pública y la más aplau- 
dida de las imaginables que puede tener el Gobierno para 
actuar. 


Somos fervientes partidarios de dar a CALFORU -——y 
no sólo a esta empresa sino, quizá, al sistema cooperativo 
en su conjunto-— una determinada seguridad que le per- 
mita no solamente mantener la influencia que ahora po- 
see en el pais sino también acrecentarla porgue pensamos 
que es una necesidad de los productores, y de toda la ac- 
tividad agropecuaria así como un bien para el Uruguay. 


Como mencioné, las formas no nos son indiferentes, 
pero en esta oportunidad no podemos entrar a juzgarlas 
y a apoyar o no aprobar determinadas acciones del Poder 
Ejecutivo, Y no podemos hacerlo porque la única posibi- 
lidad de juzgar los acuerdos es contar con una solución 
alternativa, es decir, opinar en el sentido de que no nos 
satisface tal fórmula, pero sí consideramos conveniente 
tal otra. Por ejemplo, en la instancia de la Rendición de 
Cuentas, habríamos votado con enorme satisfacción una 
subvención o una donación que ayudara a CALFORU a 
salir de la situación legal y económica en que se encuen- 
tra. Pero, repito, no podemos juzgar lo actuado porque no 
tenemos ninguna alternativa que plantear y, además, por- 
que entendemos que desaprobar la actitud o lo actuado 
por el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca en 
este caso, significa en los hechos estar coadyuvando a la 
desaparición o el cierre de CALFORU, 


Por otra parte, más allá de toda otra consideración 
tanto juridica como económica, estimamos que la presen- 
cia de CALFORU en parte de lo que fue el Frigorifico 
Nacional puede ser perfectamente contrastable con lo que 
ha sido el destino del Frigorífico Fray Bentos. Más o me- 
nos en la misma época, aunque en un nivel restringido 
que no es el que deseamos, y utilizando partes mínimas 
de las instalaciones del ex Frigorífico Nacional, CALFORU 
se ha convertido en una entidad pujante, que sirve a mu- 
chos miles de personas y que seguramente, de una u otra 
forma, todos estamos dispuestos a apoyar, mientras en el 
Frigorífico Fray Bentos se cometió, en cierta manera, lo 
que podemos considerar una afrenta, no ya a la economía 
del Estado sino a la misma dignidad nacional. Empresas 
fantasmas, que merodeaban constantemente en torno de 
determinados aparatos industriales que en ese momento 
se encontraban en crisis, constituían un peligro absoluta- 
mente cierto para todas las industrias que el Estado in- 
tentaba negociar. 


En ese sentido, tenemos dos ejemplos absolutamente 
diferentes, y por eso es que más aplaudimos el hecho de 
que CALFORU siga trabajando donde está. 


No podemos evitar la comparación con aquellos pre- 
suntos inversores árabes llenos de petrodólares, que hicie- 
ron surgir esperanzas a un departamento entero, a una 
ciudad que festejó su venida, para luego terminar todo 
esto en la forma que conocemos. Aún hoy, y a pesar de 
que recientemente ha habido alguna novedad respecto de 
la que nos alegramos, la situación del Frigorífico Fray 
Bentos sigue siendo la de una paralización por la que 
atraviesan tantas empresas que directa o indirectamente 
son propiedad del Estado. Se trata de empresas que, en 
su inmensa mayoría se encuentran sujetas a! proceso de 
oxidación o a la destrucción natural que el tiempo impone 
sobre sus instalaciones. 
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Conocimos el local actual que ocupa CALFORU 
—concretamente, el lugar que van a ocupar sus oficinas 
luego de la devolución del local principal que por este 
arreglo judicial pasa otra vez a la jurisdicción de la Co- 
misión Liquidadora del Frigorífico Nacional— después de 
haberse producido en él un incendio, cuando todavía 
existían dudas en cuanto a si podía o no realizarse el tras 
lado de todas las oficinas, porque era un verdadero dra- 
ma para CALFORU tratar de ubicarse en lo que estaba 
adquiriendo: instalaciones descuidadas, abandonadas, en 
proceso absoluto de deterioro y, repito, luego de haber su- 
frido un incendio. 


Reconocemos en CALFORU la institución que ocupa 
casi 500 trabajadores pero la reconocemos también como 
un instrumento imprescindible en el abastecimiento y 
comercialización para la granja, en el apoyo a los peque- 
ños y medianos productores, en la formación incipiente de 
una agroindustria cooperativa, en su actuación, tanto en 
el mercado interno como en el externo, en su atención a 
aproximadamente 30 mil productores. Como dato signifi- 
cativo quiero señalar que el año pasado exportó por va- 
lor de U$S 9:500.000. 


No obstante ello, sabemos que la situación económica 
que debió afrontar y, en cierta manera, sigue enfrentando, 
implica dificultades de cumplimiento de sus obligaciones, 
pero también justifica que este apoyo brindado quizá no 
sea el último que debamos prestarle, Sentimos que la pri- 
mera vez que el Estado apoya a CALFORU tengamos que 
estar discutiendo si se actuó bien o mal, porque mucho 
nos tememos que esto pueda ser una limitación futura 
para un apoyo que, evidentemente, necesita CALFORU y 
no por ella misma sino por el sector social que representa 
y defiende, para el que trabaja y en el que basa su razón 
de existir. 


En la Concertación tuvimos oportunidad de participar 
en la redacción de algunas frases que en ese momento 
fueron aprobadas por la unanimidad de los Partidos Polí- 
ticos. En esta Sala ya se han mencionado algunas, pero 
me voy a referir a otras que creo que no han sido citadas. 


Dice así: “Recomendar al próximo Gobierno tener es- 
pecialmente en cuenta, en la búsqueda de soluciones para 
esta Cooperativa, el interés nacional de los objetivos de la 
misma, su importancia en el abastecimiento de insumos, 
en la comercialización de la producción y en el desarrollo 
agroindustrial que encara en su planta de procesamiento”. 


Inclusive, durante mucho tiempo hubo una falsa opo- 
sición entre lo que podía ser el renacimiento o la reinsti- 
tucionalización del Frigorifico Nacional y la ocupación de 
parte del predio por CALFORU. Nosotros, que fuimos fir- 
mes defensores e impulsores en la Cámara de Represen- 
tantes, de! proyecto de reinstitucionalización del proyecto 
del Frigorífico Nacional, que hoy duerme en una Comisión 
de] Senado, acordamos con sectores de otros partidos una 
redacción para el articulo 2% inciso c) que, hablando de 
las facultades que se le darían al nuevo Frigorífico, dice 
asi: “Resolver a través de los mecanismos contractua'es, 
administrativos y jurisdiccionales correspondientes, la si. 
tuación jurídica de la planta de Puntas de Sayago y de 
las relaciones con su actual ocupante. En particular, se 
le encomienda acordar con la promitente compradora de 
lá planta las modificaciones al compromiso de compra 
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venta oportunamente suscrito, considerando el interés na- 
cional de incentivar la producción hortifrutícola del pais 
y su correspondiente industrialización y comercialización 
y la utilización parcial del predio e instalaciones de la 
planta industrial”. 


Quiere decir, señor Presidente, que desde siempre he- 
mos considerado que nuestro ferviente deseo de que el Fri- 
gorífico Nacional vuelva a ser lo que era, que 'a necesi. 
dad que yemos de que en el pais se alcancen niveles de 
industrialización para la carne a los que hoy no se !le- 
ga, no se contrapone, de ninguna manera, con la utiliza. 
ción por CALFORU de !a planta. Por el contrario, la con. 
sideramos un ejemplo si comparamos su situación con la 
de otros y tendría casi una decena de frigoríficos impor- 
tantes para nombrar, en estos momentos. En las zonas de 
Canelones, en Las Piedras, decenas de miles de obreros de 
los frigoríficos están hoy desocupados, y sin esperanzas 
están hoy mirando instalaciones cuyas paredes se resque- 
brajan, Instalaciones de frío y de todo tipo que van per- 
diendo día a día su valor en medio de la inacción total 
de este Gobierno y de este Parlamento con respecto a la 
profunda crisis por la que atraviesa esta industria frigo- 
rífica, 


Traigo esto a Colación, señor Presidente, no porque 
quiera desviarme del tema sino, por el contrario, pen- 
sando en los motivos por los que nosotros hubiéramos que- 
tido tener esta noche aqui al señor Ministro de Ganade- 
ría, Agricultura y Pesca. Con el respeto que me merece, le 
debo decir que por lo menos hay tres motivos que, a nues- 
tro juicio, hubieran justificado una interpelación y quizá 
un voto de no aprobación a su gestión, y son: la politica 
de carnes que se ha impulsado desde el Ministerio, en 
materia de comercialización e industrialización; la polí- 
tica que hace que vaya desapareciendo, día a día, la yia- 
bilidad de la producción tríguera y cerealera en general, 
en nuestro pais; y, la situación insólita de desmantela- 
miento y cierre de ILPE. 


Digo todo esto no porque intente abrir la discusión 
sobre estos temas, sino porque pensando realmente en 
una crítica a la gestión de Gobierno tenemos decenas de 
hechos fundamentales para la población, de medidas del 
Gobierno que nos enfrentan radicalmente desde el punto 
de vista de nuestra posición politica. Este hecho concreto 
que analizamos en la noche de hoy, seguramente, no es 
uno de ellos. Por lo tanto -—y esto lo manifiesto en nom- 
bre del Frente Amplio— de nuestra parte no va a haber 
un voto de desaprobación a la gestión del señor Ministro 
por este tema. 


En aras de la brevedad y de los acuerdos que hemos 
hecho, señor Presidente, voy a terminar aquí mi exposi. 
ción, en la seguridad de que, por lo menos los elementos 
sustanciales que animan nuestra posición política en la 
noche de hoy, han sido mencionados. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador Aguirre. 


SEÑOR AGUIRRE. — Señor Presidente: creo que en 
la noche de hoy se ha dado una situación totalmente 
inusual en materia de interpelaciones. Generalmente una 
interpelación es un debate, un enfrentamiento entre el 
interpelante y el Ministro. En cambio, yo he tenido que 
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enfrentar por lo menos a tres funcionarios del Gobierno 
que se dieron por interpelados: el señor Ministro, el señor 
Subsecretario y el señor Director General, a quien mucho 
respeto por sus conocimientos jurídicos, que no estuvo en 
Sala, pero habló largamente por boca del titular de la 
Cartera. 


Es imposible que en el breve lapso de veimte minutos 
que se ha acordado, por razones políticas, les pueda con- 
testar a los tres. Pero quiero hacer algunas precisiones de 
carácter fundamental. 


En primer lugar, no he hablado de negociado alguno 
ni he sugerido que haya existido nada oscuro o malevo- 
lente en lo actuado por e! Poder Ejecutivo. No he emplea- 
do ningún adjetivo ni calificativo que pueda arrojar som- 
bras sobre la moral de nadie. Por lo tanto, creo que mo 
estuvo feliz el señor Ministro —quizá involuntariamente-- 
cuando dijo que se había hablado de negociado. Esa pa- 
labra no estuvo en mis labios ni en mi mente. 


En segundo término, como !o había supuesto, si bien 
el tema de la interpelación desde el punto de vista juri- 
dico se debatió a ratos, así como en las apreciaciones que 
hizo el señor Subsecretario sobre la estimación de los 
bienes en el acuerdo famoso, el señor Ministro trajo a la 
discusión el problema del Frigorifico Nacional, el del ré 
gimen cooperativo en general —y el de CALFORU en 
particular— a pesar de que, como ya habia dicho, este 
no era el tema de la interpelación. Por lo tanto, no voy 
a entrar en él. No tengo que defender al Frigorifico Na- 
cional, que creo que se defiende solo con su larga his- 
toria, porque yo no hice su elogio. De modo que el ataque 
al Frigorífico Nacional o la demostración de que sus equi- 
pos son obsoletos y que no pueden volver a funcionar, es 
un tema que no está en discusión, que puedo admitir que 
sea asi, ya que es de carácter técnico y no tiene nada 
que ver con la operación que aquí se cuestiona. 


Luego, como era de prever, queriendo poner al sena- 
dor interpelante en una posición incómoda respecto de un 
sector de la vida nacional que el que habla considera po- 
sitivo para el país, y no sólo en el ámbito agropecuario, 
se puso en victimas a las cooperativas y se hizo su encen- 
dido elogio, el que comparto al igual que el apoyo al sis- 
tema cooperativo, y no voy a reiterar ahora lo que ex- 
presan al respecto los programas de nuestro Partido, que 
yo he suscrito. No he atacado a las cooperativas ni a 
CALFORU como entidad cooperativa; lo que he atacado 
es un acuerdo que, por decisión del Poder E/ecutivo y 
según la nota cursada por el señor Ministro con fecha 
29 de mayo, se determinó llevar adelante contra la vo- 
luntad del Frigorífico Nacional y en forma lesiva para 
sus intereses. Que ese acuerdo beneficie a CALFORU 1o 
quiere decir que yo ataque a esta entidad, lo único que 
significa es que no estoy de acuerdo con los términos y la 
forma de encarar el problema, porque no la considero 
arreglada a Derecho ni conveniente para los intereses de 
la comunidad. De ahí a que yo no esté de acuerdo con 
todo lo que se pueda hacer, por la vía legal y no por la 
administrativa, para defender a las cooperativas en gene- 
ral y a CALFORU en particular, media un abismo. 


Lo contrario no se puede poner en mis labios y en 
mi pensamiento. 


Por otra parte, cuando se expresa que el Goblerno y 
el Ministerio están a favor de! sistema cooperativo y se 
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hace toda la apología de su política en favor de las coo- 
perativas agropecuarias y se manifiesta que esta decisión 
en favor de CALFORU es un capítulo de ella, debo decir 
que esa política no la he visto aplicar, desarrollar o ins- 
trumentar a través de ninguna medida ni acto jurídico 
concreto del Gobierno. 


En Jos últimos meses del periodo de la dictadura, más 
precisamente en octubre, se dictó el Decreto-Ley núme- 
ro 15.645 —en aquella incontinencia legislativa que le vi 
no al régimen que agonizaba— referente a las cooperati- 
vas agrarias. En ese sentido, he preguntado a amigos coo. 
perativistas si, a su juicio, se trata de un buen instru- 
mento 'egal, respondiéndome que sí, que es mejor que el 
anterior y que les permite funcionar bien. Ese instrumen- 
to legal tiene un capítulo —el décimo— que se llama 
“Fomento, Beneficios y Franquicias”. Allí se dice, en su 
artículo 48, que las “cooperativas agrarias gozarán de los 
siguientes beneficios: A) De un tratamiento preferencial 
por parte de los organismos oficiales de créditos en la tasa 
de interés y demás condiciones de los préstamos otorgados 
para el cumplimiento de su objeto. B) Estarán exentas, en 
un 50 % de todo gravamen, contribución, impuestos nacio- 
nales directos o indirectos de cualquier naturaleza, con 
excepción del Impuesto al Valor Agregado e Impuesto Es- 
pecífico Interno; C) El Estado, por intermedio de sus or. 
ganismos, deberá facilitar los medios y conceder todos los 
beneficios posibles para la exportación directa de los pro. 
ductos por las cooperativas. El Poder Ejecutivo podrá exo- 
nerar a éstas de todo tributo a la exportación creado 0 
por crearse”. 


Más adelante, el artículo 49 dice: “El Poder Ejecuti- 
vo, a través del Ministerio de Agricultura y Pesca” —hoy 
de Ganadería, Agricultura y Pesca— “fomentará la erea- 
ción de cooperativas agrarlas y dispondrá la realización 
de una intensa propaganda a ese fin. Asimismo, desarro- 
Mará programas de capacitación cooperativa en los dife- 
rentes niveles que corresponda”. 


A este respecto, señor Presidente, debo decir que no 
conozco las medidas que adoptó el Gobierno; no ya el 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, en función 
de estas amplísimas facultades que le da el articulo 48 
de la ley vigente, para defender al sistema cooperativo y 
promoverlo. Tampoco sé que se le haya exonerado del: 
50% de los impuesto a las cooperativas agrarias, ni que 
el Poder Ejecutivo haya exonerado a éstas de todo tri. 
buto 'a la exportación, creado o a crearse. Quisiera que se 
me Citaran los actos concretos de Gobierno y no que se' 
venga aquí a decir que esto se hace en defensa del sis- 
tema cooperativo, puesto que hay instrumentos legales 
para defenderlo y promoverlo, pero que sin embargo no se 
utilizan. ¿Cuál es la campaña que ha hecho el Ministerio 
para fomentar la creación de cooperativas agrarias? ¿Cuál 
es la intensa propaganda que la ley dice debe realizar % 
ese fin? ¿Dónde está? Yo no la conozco mi creo que na- 
die la conozca en este país. De manera que vamos a poner 
las cosas en sus justos términos. ¿ 


Hoy venía bien hablar de la po'ítica de promoción del 
sistema cooperativo porque era una manera de desviar la 
atención del punto concreto que teníamos que discutir. 


Bienvenido sea el debate y la interpelación, si condu- 
ce a que efectivamente se cobre conciencia de que hay 
que apoyar al sistema cooperativo y de que los artículos 
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48 y 49 del mencionado decreto-ley, referente a las CGo- 
perativas agrarias, dejen de ser letra muerta; como asi 
lambién, a que el Ministerio de Economía y Finanzas 
también conceda las exoneraciones tributarias a que tie- 
nen derecho estas cooperativas. 


Ya manifesté al inicio de mi exposición, que tenía 
elementos de juicio para manejar, es decir, los mismos 
de que dispone el Goblerno, atinentes a la situación de 
CALFORU, que es muy compleja, que se arrastra de la 
época de la dictadura, porque fue víctima, en parte, de la 
erisis económica, tal como lo mencionó e' señor Subsecre- 
tario; pero que tiene determinadas características que 
no la hacen fácil de solucionar. Al respecto, debo decir 
que obran en mi poder tres informes —-no voy a leerlos 
porque no tengo tiempo para ello— pero sí digo que ellos 
no coinciden, en cuanto a las soluciones que proponen 
para CALFORU, con la medida que ha tomado el Minís- 
terio. Por ejemplo, se aconsejan otros caminos, según 
surge del informe en mayoría del propio delegado del 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca y también 
del representante del Banco de la República; asimismo, se 
aconseja, en el último informe, una medida drástica por 
parte de la Comisión de Análisis Financiero del Banco 
Central. No lo voy a leer porque no es mi intención di- 
fundir estas cosas para perjudicar a nadie, pero sí diré 
que se aconseja otra medida —ésta, si, conceptual y a la 
que voy a dar lectura— por parte del delegado del Mi- 
nisterio de Economía y Finanzas, que es un distinguido 
técnico: no en economía, sino en materia agropecuaria, 
según se me ha informado, pues no tengo el gusto de 
conocer o. No sé quien es. En ese informe se dice que 
“E] predio del ex Frigorifico Nacional, que actualmente 
ocupa CALFORU y sus respectivas instalaciones, Consti- 
tuye una localización totalmente inadecuada para el Co- 
rrecto iuncionamiento de las actividades que realiza la 
cooperativa, en función del excesivo tamaño e inadecua- 
ción de la infraestructura, asi como por la obsolescencia 
de los equipos utilizados, lo cual resulta en un costoso ma- 
nejo operativo de la planta”. Esto no lo digo yo, sino téc- 
nicos del Gobierno que han estudiado el tema. Ninguno 
de ellos coincide con lo que ha hecho e” Ministerio, es 
decir, que se quede allí CALFORU y que pague lo que 
queda debiendo en siete u ocho años. 


Por otra parte, se ha necho capitulo especial de la 
réplica al informe del doctor Gelsi Bidart en términos 
que, honestamente, no considero los más respetuosos. 


Se ha dicho que el doctor Gelsi Bidart hizo este in- 
forme con el corazón más que con el cerebro y, en ese 
sentido, digo que la réplica que aquí se ha hecho, eviden- 
temente defendiendo posiciones políticas —lo que concep- 
túo como legítimo— fue, esa sí, hecha con el corazón y 
con sobra de pasión. No creo que sea lo más razonable 
que el señor Subsecretario --y se lo digo con todo res- 
peto— que no es jurista, porque no tiene un título expe- 
dido por la Facultad de Derecho, se ponga a replicar en el 
terreno juridico al Decano de esa Facultad, que es uno 
de los juristas más distinguidos que tiene nuestro pais. 
Realmente, no creo que sea una cosa que corresponda; sí, 
es admisible su incursión acerca de cómo se avaluaron 
los bienes y qué criterios se utilizaron al respecto. Eso 
me parece comprensible. Pero lo otro, evidentemente no 
correspondía. 
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Por otro lado, señor Presidente, se ha dicho que de 
acuerdo co: el Decreto 104 lo que se hizo está bien y 
que hemos votado disposiciones en la Rendición de Cuen- 
tas que autorizan lo que se acaba de realizar. En ese 
sentido, voy a leer una sola de ellas, que establece pre- 
cisamente lo contrario de lo que se ha hecho. El artículo 
367 de la Rendición de Cuentas que acabamos de votar, 
dice que “El incumplimiento total o parcial del contrato 
será causal de rescisión” —lamentablemente la cooperati. 
va había incumplido totalmente el contrato— “sin perjui 
cio de la acción del organismo contratante” —es decir, 
del Frigorifico Nacional— “para, además de la pérdida del 
depósito de garantía, exigir por la vía correspondiente los 
daños y perjuicios emergentes del incumplimiento e, in- 
cluso, para encomendar la realización del objeto del con- 
trato por cuenta del ad;udicatario omiso”. 


¿No es esto, acaso, lo que acabamos de votar el vier 
nes pasado en el Senado? ¿Y no es esto todo io contra.- 
rio de lo que se acaba de sostener, de las opiniones que, 
con exceso de citas doctrinarias, se nos leyeron del doc- 
tor Delpiazzo? Es decir, ¿que se puede modificar el co. 
trato, que se puede incumplir o hacer lo que se quiere 
una vez adjudicada una licitación? Lo primero que hay que 
hacer es cumplir los contratos y, al respecto, podría rea. 
lizar no sé cuantas citas del Dr. Sayagués Laso, ya que 
se han hecho algunas. Pero la hora es tardía y aburre 
realmente seguir citando juristas, por más autorizados que 
sean, 


Debo decir, señor Presidente, que las preguntas que 
formulé no fueron contestadas; la gran mayoría no lo 
¿ueron. Pregunté quién tomó la decisión de celebrar este 
acuerdo con CALFORU, si e! Ministerio o el Poder Ejecu- 
tivo, y no se contestó. Que la decisión se tomó en cono- 
cimiento del informe contrario del asesor letrado del Pri- 
gorifico Nacional, sí se respondió. Se tenia conocimiento 
y, a pesar de eso, se hizo lo contrario. 


¿Se tuvo conciencia de que los bienes con qu 
CALFORU pagaba dos terceras partes de su deuda per- 
tenecen al acreedor, al Frigorifico Nacional? Esto no se 
contestó. Si se respondió lo de con qué criterio se avaluó 
en N$ 639:000.000 los bienes que se entregaban, pero a 
eso me voy a referir antes de terminar mi intervención. 


¿Por qué el Ministerio se inclinó por la tesis de 
CALFORU respecto al pago por entrega de bienes y no 
por la del doctor Gelsi Bidart, que lo consideraba una 
rescisión del contrato? Tampoco se contestó. ¿Por qué no 
se estipularon intereses, ni 'os vigentes en plaza, ni el 
modesto 6% de la Ley N? 14.500, para los pagos en efec- 
tivo que CALFORU se obliga a hacer durante siete años? 
Tampoco se respondió. ¿Por qué se suprimieron las ga- 
rantías existentes en el contrato y no se exigieron otras 
garantías sustitutivas? Se dijo que no se habian supri- 
mido las garantías; en ese sentido, la opinión del doctor 
Gelsi Bidart es terminante, pero además he leído todo el 
acuerdo y allí no se expresa nada sobre la garantía ni el 
aval Ante la inexistencia de garantía, ¿tiene el Ministe- 
rio la seguridad de que CALFORU podrá cumplir las obli- 
gaciones que asume para el futuro? ¿Tiene esa seguridad 
el Ministerio? Eso no se contestó. ¿Se tuvo conciencia de 
las consecuencias jurídicas de la homologación judicial de 
la transacción, planteada por CALFORU y resistida por 
el doctor Gelsi Bidartí? Tampoco se respondió. ¿Por qué 
se aceptó, contra la práctica constante en los negocios in. 
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mobiliarios, escriturar los bienes a favor de un compra- 
dor que queda debiendo el 99% del precio? Se dijo que 
era porque eso habilitaba a obtener determinados crédi- 
tos internacionales. Claro está que eso no es razón para 
violar la ley vigente, ni para dejar de cumplir con las 
exigencias de la legislación. 


¿Por qué se hizo un acuerdo tan generoso para el 
deudor, siendo que éste nada había pago durante seis años 
y medio y estaba enfrentado a una inminente sentencia 
rescisoria y no tenía ningún poder de negociación? Tam- 
poco se respondió. ¿Con qué asesoramiento jurídico contó 
el Ministerio? Obviamente, el del doctor Delpiazzo y qui- 
zás el de algún otro jurista, 


En opinión del Ministerio —y esto es fundamental— 
¿qué normas lo autorizan a dar órdenes a la Dirección 
General Interventora y Liquidadora del Frigorífico Na: 
cional? Esto fue respondido por parte del señor Ministro 
en forma totalmente contraría a lo que expresó el señor 
senador Ricaldoni. Reconoció el Ministro que no tiene 
facultades para dar órdenes a dicho Frigorífico; manlfes- 
tó que le había dado simplemente una instrucción, Con 
todos los respetos que me merece el señor senador Rical- 
doni y por la amistad que él sabe le profeso, creo que su 
opinión en este aspecto —otro dia podremos discutirlo— 
es totalmente equivocada. Pero el señor Ministro no tuvo 
empacho en reconocerlo; dijo que el Ministerio no susti- 
tuye ni obliga a las partes, porque no tiene facultades 
para hacerlo. 


Lo único que hizo —según él— fue dar una instruc- 
ción, en respuesta a un pedido. Y yo pregunto, ¿esto es 
una instrucción o una orden? Piénsese en la nota del se- 
ñor Ministro: “De conformidad con las pautas aprobadas 
por el Poder Ejecutivo, esta Secretaría de Estado ha lle- 
gado a un principio de acuerdo con CALFORU”. No obs- 
tante, se dijo que no intervino el Ministerio, sino el Fri- 
gorífico. Creo que no es asi. La Secretaría de Estado, el 
Ministerio, fue la que realizó el acuerdo con CALFORU. 
El Frigorífico Nacional no estaba de acuerdo, y el Asesor 
Letrado del mismo así lo manifestó, pero igual tuvo que 
cumplir la orden que le dieron, porque el señor Ministro 
expresó: “En tal sentido, cúmpleme instruir al señor Di- 
rector para que en la forma pertinente proceda a la in- 
mediata presentación del escrito correspondiente ante el 
Juzgado competente”, Eso, en buen romance, ¿no es una 
orden? Se le dice que de inmediato presente el escrito 
porque el Poder Ejecutivo dictó pautas y se ha acordado 
que las cosas se hagan de esta manera y de ninguna otra. 


La última pregunta, que tampoco se contestó, es ¿por 
qué la orden se dio en una nota privada y no se instru- 
mentó con la debida fundamentación en una resolución 
formal del Poder Ejecutivo o del Ministerio”? 


El señor senador Ricaldoni acaba de decir que no se 
podía dictar una resolución, porque no es forma de inter- 
venir en un juicio. No entiendo el argumento, porque el 
Ministerio no es parte en el juicio. El Ministerio le dice al 
Frigorífico Nacional que haga algo determinado en el jui- 
clo en el que él sí es parte. Eso no significa intervenir en 
el juicio; es un acto administrativo o de Gobierno —como 
se le quiera llamar— del Ministerio, una decisión política 
que no se instrumentó en un acto jurídico. Yo pregunté 
eso y no se me dio ninguna respuesta satisfactoria. 
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El último punto, que es el meollo del asunto, es :0 
que explica por qué se avaluó este predio en nuevos pe- 
sos 639:000.000, Este es un predio rural y no urbano o 
suburbano, y debe avaluarse por hectárea y no por metro 
cuadrado; lo sabe cualquier persona que esté en negocios 
rurales o inmobiliarios. El predio del Frigorifico es rural: 
ni siquiera es suburbano. Lo que sucedió es que el Minis- 
terio entendió que este predio era muy valioso para el Es 
tado pero, naturalmente, no vuelve al Estado sino que 
sigue siendo del Frigorífico Nacional, pues mientras no 
se dicte una ley que traspase todo su patrimonio, no se 
puede disponer de él, 


Con toda franqueza, tratando de descubrir qué es to 
que hay detrás de esto —que quizá no sea algo malo, de- 
pende del criterio que cada uno tenga, pero revela pour 
qué el Ministerio hizo esto—encontré gue el señor Subse: 
cretario, el día en que vino a la comisión de la Cámara, 
dijo: “La Comisión Administradora no solamente no ne- 
cesita de CALFORU, sino que la propia naturaleza del 
predio, la importancia que tiene, la infraestructura del 
lugar en que está ubicada, hacían que el predio fuera un 
elemento de extraordinaria importancia. Si nosotros bus 
camos la instalación de zonas agroindustriales, si estamos 
discutiendo la posibilidad de zonas francas, la posibilidad 
del desarrollo agroindustrial y de integración de distintos 
sectores, ese Jugar, ese predio, tiene una importancia estra- 
tégica como muy pocos en el país”. Ese es un criterio. De 
pronto tiene razón el señor Subsecretario; quizá se apruebe 
el proyecto de ley de Zonas Francas con el mismo texlo 
que vino de la Cámara de Diputados, aunque algunos se- 
fñores senadores tenemos reservas y objeciones fundadas, 
no en cuanto al proyecto en general pero sí en lo que re- 
fiere a algunos de sus artículos. De pronto, ese predio que- 
da libre y vienen algunos magnates o inversores extran- 
jeros interesados y dicen que allí van a instalar industrias. 
y el Estado les dice que en ese lugar hagan una zona 
franca, al lado del Puerto de Montevideo. Mañana la harán 
adentro del Puerto de Montevideo. Tal vez eso es lo que 
se está buscando. Por eso digo que para el Ministerio tiec- 
ne mucho valor, en esa concepción, porque es difícil cn 
contrar otro predio tan amplio como para instalar una 
zona franca, inclusive con un muelle, con lo que ya casi 
tienen el Puerto. Solamente tendrán que dragarlo bien, 
porque actualmente sólo tiene dos o tres metros de pro 
fundidad. Eso es un negocio redondo. 


Pero esto no tiene nada que ver con el problema entro 
el Frigorífico Nacional y CALFORU; ese predio no valia 
NS 639:000.000, sólo puede valerlos para eso. Si ese es el 
fin, de pronto el precio es justo, pero para CALFORU ese 
predio no valía un vintén, y nunca lo utilizó. Sin embar- 
go, se le permitió abatir las dos terceras partes de la 
deuda, en perjuicio del Frigorifico Nacional, porque se 
tenía interés en instalar allí una zona franca y en poner 
un polo de desarrollo industrial, como ahora se estila de- 
cir. Entonces, exprésese claramente cómo es el problema, 
y ho se diga que se tasó de tal o cual manera y que el 
muelle vale tanto, etcétera. El valor que tiene es ése, 
para una concepción política y económica, que en este 
país algunos compartirán y otros no. 


Reitero que se ha violado la ley porque se venden 
los bienes sin realizar licitación y se ejercen facultades 
que son de la Dirección Interventora, porque se le dan 
órdenes. El Frigorífico Nacional, que sirvió al país du- 
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rante 50 años, de esta manera termina malbaratando sus 
bienes, con el incumplimiento de un contrato celebrauo 
regularmente. ¡Que el Frigorífico Nacional cobre menos! 
¿A quién le importa a esta altura? Esa es una concep: 
ción que no comparto en absoluto y por ello de ninguna 
manera me parecen satisfactorias las explicaciones que 
ha brindado el señor Ministro. 


Nada más, señor Presidente. 


SEÑOR ORTIZ. — Pido la palabra para una moción 
de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR ORTIZ. — Solicito un cuarto intermedio por 
cinco minutos. 


SEÑOR PRESIDENTE. --. Se va a votar la moción 
lormulada, con la esperanza de que tenga el mismo re- 
sultado que la anterior. 


(Se vota:) 
—30 en 30. Afirmativa, UNANIMIDAD. 


El Senado pasa a cuarto intermedio hasta la hora U 
y cinco minutos. 


(Asi se hace, Es la hora 0 del día 25 de setiembre 
de 1987). 


(Vueltos a Sala) 
SEÑOR PRESIDENTE. —- Se reanuda la sesión. 


(Es la hora 0 y 35 minutos del dia 25 de setiembre 
de 1987). 


—Dése cuenta de dos mociones llegadas a la Mesa. 


(Se da de las siguientes: ) 


*Qidas las explicaciones del señor Ministro de Ga- 
nadería, Agricultura y Pesca, el Senado pasa al orden 
del día, (Firman:) Senadores Manuel Flores Silv2, 
Juan Adolíc Singer, Américo Ricaldoni, Luis B. Poz- 
zolo, Carlos W. Cigliuti, Pedro W, Cersósimo y Juan 
€. Rondán”. 


*“1) Que las características del negocio de compra- 
venta del predio del ex-Frigorífico Nacional justifican 
plenamente el llamado a Sala del señor Ministro de 
Ganadería, Agricultura y Pesca. 


2) Que las explicaciones brindadas no han disipado 
las dudas y reparos que legal y materialmente ofrece 
la negociación proyectada. (Firman:) Senadores Gon- 
zalo Aguirre, Uruguay Tourné, Alberto Zumarán, Car- 
minillo Mederos, Juan R. Ferreira, Dardo Ortiz, Car- 
los J. Pereyra, Luis A. Lacalle Herrera y Juan M. Pe- 
sadas.” 


-—Si no se hace uso de la palabra, se van a votar, 
por su orden, las mociones presentadas; en primer lugar, la 
formulada por la bancada del Partido Colorado. 


(Se vota:) 
---19 en 29. Afirmativa. 


SEÑOR OLAZABAL. — Pido la palabra para fundar 
el voto. 


CAMARA DE SENADORES 


C.S.—33 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR OLAZABAL, — Señor Presidente: desde nues- 
tro punto de vista, esta votación refleja, en primer lugar, 
la posición que sostuvimos en el momento en que esta 
interpelación fue solicitada. Consideramos legítimas las 
preocupaciones de diversos senadores -—-en este caso, con- 
cretamente, la del señor senador Aguirre— con respecto a 
un tema que es, indudablemente, de interés general. 


No obstante, y por las fundamentaciones que hicimos 
en nuestra exposición del día de hoy, no podemos, de nin- 
guna manera, acompañar una moción que deje alguna du- 
da sobre la posición del Frente Amplio en defensa de 
CALFORU y del sistema cooperativo. 


6) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE. — Dése cuenta de dos asuntos 
entrados. 


(Se da de los siguientes: ) 


“Los señores senadores Batalla, Gargano, Martínez 
Moreno, Olazábal, Rodríguez Camusso y Senatore solici- 
tan informes de los Ministerios del Interior y Defensa Na- 
cional relacionados con una visita que presuntamente rea- 
lizara el señor Presidente de la República a la Escuela 
de Armas y Servicios y expresiones formuladas por él 
mismo y por oficiales presentes en tal ocasión”. 


—Procédase como se solicita. 


“El señor senador Lacalle Herrera solicita, conforme 
con lo dispuesto con el artículo 118 de la Constitución, 
que el Banco de Seguros del Estado y la Administración 
Naciona! de Combustibles, Alcohol y Portland informen 
si existe opinión formada en dichos Entes sobre dos pro- 
yectos de ley referidos a los monopolios que usufructúan 
y si la versión del diario “La Hora” es exacta, qué medi 
das se han adoptado para investigar cómo llegó antes la 
información a la prensa”. 


—Procédase como se solicita. 


7) SE LEVANTA LA SESION 


SEÑOR PRESIDENTE. -—- Se levanta la sesión. 


(Asi se hace, a la hora 0 y 38 minutos del dia 25 de 
setiembre de 1987, presidiendo el doctor Tarigo y estando 
presentes los señores senadores Aguirre, Batalla, Batlle, 
Canabal, Capeche, Cersósimo, Cigliuti, Fá Robaina, Ferreí. 
ra, Flores Silva, Gargano, Lacalle Herrera, Martínez Mo. 
reno, Mederos, Olazábal, Ortiz, Pereyra, Posadas, Pozzolo, 
Ricaldoni, Rondán, Senatore, Singer, Terra Gallinal, Tour- 
né, Traversoni, Zorrilla y Zumarán). 
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